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Los postulados de la ciencia penal, La Teoría del Tipo, Postula que se sancionan  
conductas, de modo que cuando éstas adolecen de comprensiones ontológicas distintas por 
motivos de etnia, de cultura o de nacionalidad, deben ser consideradas trascendentes al 
momento de determinar la conducta típica sancionada. Es esta comprensión teórico-científica 
del Derecho Penal, la que debiera aplicarse de conformidad con la nueva institucionalidad del 
Estado ecuatoriano, puesto que hoy es: plurinacional, intercultural y multiétnico. De modo que 
la presente tesis se encamina demostrar, las violaciones constitucionales en que se incurrieron al 
haber eliminado el presupuesto jurídico-normativo del error de tipo, que se había considerado en 
el proyecto de este cuerpo legal. 
 
PALABRAS CLAVE: tipicidad, antijuridicidad, imputabilidad, reprochabilidad, culpabilidad 



















Principies of the penal science, Type Theory, holds that behaviors ought to be 
sanctioned, so that when they are affected by diverse ontholigic understandings due to ethnics, 
culture or nationality, they shall be considered essential when considering the typical sanctioned 
behavior. Such theoretical-scientific understanding of the Penal Law would be applied, in 
accordance to the new institutionalism of the Ecuadorian State, because nowadays it is: muti-
national, intercultural and muti-ethnics. The current thesis is intended to demonstrate 
institutional violations perpetrated by the elimination of the judicial-regulatory budget of type 
error, which used to be considered in the project of the current legal body.  
 
KEYWORDS: typical, anti-juridical, imputability, reciprocity, culpability, type error, 





















Este trabajo de investigación realiza un estudio y análisis sobre las “VIOLACIONES 
CONSTITUCIONALES EN QUE INCURRE EL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
AL HABER ELIMINADO EL ERROR DE TIPO EN SU CONTENIDO NORMATIVO”. 
Para el sustento jurídico-doctrinario del tema propuesto, se parte de una constatación 
jurídico-doctrinaria objetiva, pues, desde el año 1903 en que Ernst Von  Beling publicó su obra 
“Teoría del Delito”, quedó instituida para el mundo de la Ciencia Penal, la estructura compleja 
del Delito, rompiendo los dos conceptos jurídicos fundamentales vigentes hasta entonces: 
a) La teoría clásica de Francisco Carrara, para quien el delito se constituía desde el instante 
en que había el simple hecho violatorio de la ley penal; y 
 
b) La teoría lombrosiana, del médico psiquiatra Cesare Lombroso, quien estableció que 
existe delito sin acto humano; o que, en el fondo no existen hechos o conductas humanas 
delictivas, sino “hombres criminales”, aunque éstos jamás hubiesen  cometido un acto 
violatorio de la ley ni de norma penal alguna. 
Frente a estas dos corrientes de concepciones jurídico-penales básicas, que se confrontaban 
hasta finales del siglo XIX, surgió la Teoría del Delito de Ernst Von Beling, en el señalado año 
de 1903, quien a lo que Francisco Carrara denominaba delito, lo llamó simplemente: 
CONDUCTA TÍPICA, es decir un acto humano violatorio de la Ley Penal, pero que, para 
convertirse en delito, debía reunir una serie de presupuestos jurídicos adicionales, además de la 
“conducta típica” o tipicidad, como son: 
a) Antijuridicidad: es decir, que para el cometimiento de esa conducta típica no haya 
existido una autorización legal, que comúnmente se la conoce como Causa de 
Justificación, como por ejemplo la “legítima defensa” o “la defensa del pudor 





b) A más de la tipicidad y de la antijuridicidad, se debe pasar al análisis de La 
Imputabilidad, que significa que la conducta típica y antijurídica, haya sido, además, 
realizada con consciencia y con voluntad; es decir: con DOLO; 
 
c) Luego de los tres elementos anteriores, se debe analizar la reprochabilidad de la 
conducta, es decir que para la realización dicha conducta típica, antijurídica e 
imputable, no le haya sido exigible al sujeto activo de la infracción, el obrar de otro 
modo. (Éste fue, precisamente, el ámbito de profundas discusiones que ocuparon a los 
tratadistas todo el Siglo Pasado; y parte de estos conflictos o confrontaciones de la doctrina 
jurídica, es la que se abordará en el tema propuesto para la elaboración de esta Tesis); y, 
 
d) Por fin, solamente si la conducta del sujeto infractor era Típica, Antijurídica, Imputable 
(dolosa) y reprochable (porque en las circunstancias concretas le era exigible al sujeto 
actuar conforme a lo determinado en la norma penal específica y por tanto no había 
error de tipo), todavía falta el último elemento estructural del delito: LA 
CULPABILIDAD, la misma que se debe determinar conforme a las circunstancias 
agravantes o atenuantes de la infracción. 
En base a esta nueva concepción estructural compleja del delito es que, desde la década de 
1930, en el ámbito de la reprochabilidad y exigibilidad de la conducta, conforme a lo que se ha 
sistematizado en el literal c), es que se ha desarrollado la confrontación científico-doctrinaria 
sobre los “errores de tipo” y los “errores de prohibición”. 
Con este ámbito de la discusión o confrontación científico doctrinaria del Derecho Penal se 
relaciona el tema de la siguiente propuesta; pero con una diferencia substancial por demás 
trascendente y fundamental: el de la institucionalización y reconocimiento constitucionales de la 
plurinacionalidad, multi-etnicidad e interculturalidad que crea una sociedad equitativa y 
unitaria, reconociendo estas diversidades primordiales de la sociedad ecuatoriana, lo que 
incrementa la complejidad de los conceptos jurídico-penales sobre “el error de tipo”, e, incluso 
sobre “el error de prohibición”. 
Mas, la tesis propuesta solamente abordará, en forma restringida y única, lo que concierne 
las violaciones constitucionales cometidas por la Asamblea Nacional, al haber eliminado del 
proyecto de Código Orgánico Integral Penal -COIP- el ERROR DE TIPO que debían haberse 
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impuesto bajo los presupuestos jurídico-constitucionales de la plurinacionalidad, de la 
interculturalidad y de la multietnicidad. 
La presente tesis está dividida en los siguientes capítulos: 
El primero trata sobre El Problema, su contextualización macro, meso y micro; análisis 
crítico, prognosis; delimitación del objeto  de la investigación y de las unidades de observación; 
el trazo de los objetivos y los señalamientos sobre la justificación. 
El segundo capítulo aborda el Marco Teórico, partiendo de los Antecedentes  Investigativos, 
las Fundamentaciones: Filosófica, Jurídica, Doctrinaria, Legal-positiva, Sociológica o Social y 
Teórico – Científica; luego formula la hipótesis y determina las variables. 
El tercer capítulo establece el marco metodológico de la investigación partiendo de su  
Modalidad básica que se ha empleado; consigna luego el Nivel o Tipo de investigación, 
establece la Población y la muestra, determina la Matriz de Operacionalización de variables y 
las Técnicas e instrumentos  para la  recolección de datos; y, termina formalizando tanto el 
Procedimiento de la Investigación, como el Procesamiento de la Información. 
El cuarto capítulo expone la interpretación y el análisis de los resultados en base a los datos y 
la información obtenida por medio de las encuestas, con lo que se verifica si se cumplieron los 
objetivos y si se comprobó la hipótesis. 
En el quinto capítulo constan: la propuesta, junto a las pertinentes conclusiones y 









“VIOLACIONES CONSTITUCIONALES EN QUE INCURRE EL CÓDIGO ORGÁNICO 
INTEGRAL PENAL AL HABER ELIMINADO EL ERROR DE TIPO EN SU CONTENIDO 
NORMATIVO” 
1.2. Planteamiento del problema 
Por primera vez en la historia del país se reconocen los derechos de los grupos humanos que 
constituyen las diversas nacionalidades antropológico-sociales que fueron colonizadas desde la 
conquista española y que permanecieron en tal situación jurídica, incluso, con la 
institucionalización de la República del Ecuador. 
En efecto, el artículo primero de la Constitución establece un nuevo concepto jurídico-
institucional del Estado, al disponer que 
“El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico…” 
Quedaron, pues, muy lejanos y borrados definitivamente los tiempos en que, por ejemplo, se 
imponían concepciones mono-culturales como en la Primera Constitución del Ecuador, la de 
1830, cuyo artículo 68 que disponía: 
“Este Congreso constituyente nombra a los venerables curas párrocos por tutores y padres 
naturales de los indígenas, excitando su ministerio de caridad en favor de esta clase inocente, 
abyecta y miserable.” 
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De modo que aquel cuerpo jurídico constitucional de 1830, no solamente que generaba una 
discriminación abiertamente racista, negando los derechos de ciudadanía a los indígenas y hasta 
su capacidad legal; sino que, incluso, era estigmatizante y rayano en los niveles del insulto, pues 
a los indígenas que eran más del 90% de la población ecuatoriana de ese entonces, por su sola 
condición de tales, se los declaraba abyectos y miserables, por la vía jurídica y constitucional, es 
decir, a través de la Norma Suprema del Estado. He allí el contenido de unos de los problemas 
substanciales que afrontará esta investigación jurídica. 
Bajo los principios jurídicos intrínsecos establecidos por el artículo primero de la actual 
Constitución, y concordando con ellos, es que en el artículo 84 se dispone que es obligación del 
Estado promover tales derechos y se determina que toda autoridad pública con competencia 
para normar tiene la 
“… obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas jurídicas a 
los derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales, y los que sean 
necesarios para garantizar la dignidad del ser humano o de las comunidades, pueblos y 
nacionalidades. En ningún caso, la reforma de la Constitución, las leyes, otras normas 
jurídicas, ni los actos del poder público atentarán contra los derechos que reconoce la 
Constitución”. 
En ese contexto jurídico constitucional es que fue elaborado el proyecto de Código Orgánico 
Integral Penal -COIP-, el mismo que pretendía adecuar la legislación ecuatoriana a los nuevos 
desarrollos conceptuales que se han producido en el mundo y en nuestra región, como 
mecanismo para asegurar un correcto funcionamiento de la justicia penal. 
Aquello obligaba, también, a que en el ámbito académico, se destierren las concepciones 
puramente legalistas y mono-culturales (únicas), y que se actualicen con las nuevas corrientes 
del derecho penal. De allí que se debe aportar con nuevas investigaciones en todas las áreas del 
derecho penal y de la criminología, como la que conlleva este proyecto, solamente así se puede 
superar el pobre resultado conceptual, teórico y técnico que no se compadece con las 
necesidades jurídicas y sociales del país. 
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De allí que se torna indispensable comprender los alcances de la nueva legislación penal 
ecuatoriana cuya finalidad y objetivos se determinan en el artículo primero del ya promulgado 
Código Orgánico Integral Penal: 
Artículo 1.- Finalidad.- Este Código tiene como finalidad normar la intervención estatal 
para proteger la convivencia social frente a las infracciones penales, evitar la impunidad y 
regular el ejercicio del poder punitivo del Estado, a través del cumplimiento de los siguientes 
objetivos:  
1. Garantizar, dentro del ámbito penal, el respeto de los derechos reconocidos por la 
Constitución de la República y los instrumentos inter-nacionales de derechos humanos.” 
Bajo estos nuevos lineamientos jurídico-doctrinarios y legales positivos expresos se debió 
haber comprendido la doctrina penal sobre el error de tipo y el error de prohibición que, en 
términos genéricos y muy amplios, ya fue planteado en 1903 por el creador de la Teoría del 
Tipo Penal: Ernst Von Beling; desarrollada luego en la década de 1930, por uno de sus más 
connotados seguidores como fue Hans Welzel, cuya posición fue determinante para que se 
introdujera como norma objetiva en el “Modelo de Código Penal Latinoamericano”. 
Este es un problema jurídico conceptual básico, muy serio, que debe ser afrontado en una 
tesis, como la que se ha realizado en esta investigación, pues, a pesar de los importantes aportes 
de sistematización del nuevo Código Orgánico Integral Penal; como: la uniformidad conceptual, 
las definiciones expresas sobre la estructura compleja del delito y la determinación de todos sus 
elementos, se ha dejado una puerta abierta, con imprecisiones y discrecionalidades sobre: 
a) La necesidad de interpretación intercultural en el juzgamiento, para determinar el error 
substantivo del tipo penal en el infractor, conforme correspondería a los mandatos 
constitucionales; y, 
b) La obligatoriedad, que debiera tener el juez en el desarrollo de la Etapa Intermedia y los 
jueces del Tribunal en la Etapa del Juicio,  para determinar el error de comprensión 
culturalmente condicionado, por parte de miembros de las plurinacionalidades, 
interculturalidades y multi-etnias del país. 
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1.3. Contextualización Macro 
  El acostumbrado manejo perverso, antijurídico e inconstitucional del 1.3.1.
derecho penal 
Las herencias culturales de dominación colonizadora, que subsisten como real osamenta de 
los pensamientos, conceptualidades, juicios (o más bien pre-juicios), razonamientos y todo el 
andamiaje de la llamada “opinión pública”, no han permitido una real apertura jurídico-
cognoscitiva y jurídico-normativa en el nuevo Código Orgánico Integral Penal. 
En efecto, uno de primeros y más difundidos ataques al Proyecto de Código Orgánico 
Integral Penal fue su “excesivo garantismo”, y como gran muestreo de tal “exceso” se presentó 
el hecho de que se pretendía consagrar el error de tipo: 
“… O sea que si yo robo… y digo que no sabía que eso era malo; o que me equivoqué 
porque creía que robar era muy bueno… entonces el juez tendrá que absolverme, porque 
cometí un error de tipo. Estas son las barbaridades que se pretenden imponer a través de un 
mamotreto que cursa como proyecto de código penal en la Asamblea… ¡Déjense robar!... ¡NO 
sé nada sobre seguridad!... La delincuencia es pura percepción…” (Viteri) 
Estos fueron los contenidos mediáticos con que se manejaron los contenidos jurídicos de 
fondo conceptual, que debieron haber tenido un tratamiento más o menos serio, en todos los 
ámbitos del convivir nacional. 
Pero se movieron esos ánimos de percepción vindicativa de la gente. Con frases como: 
“¡Déjense robar!”; no se apelaba al pensamiento, a la razón, al conocimiento racional, a la 
cognoscitividad seria, a la sensatez de un análisis medianamente limpio y fundamentado. No, 
nada de eso, no importaba discutir seriamente, peor, en términos jurídicos, como se debiera 
hacer en la majestad de un Cuerpo Legislativo, donde se proyectan, se elaboran, se discuten y se 
aprueban leyes. 
El desaguisado es mayor cuando semejantes expresiones, que nada tienen que ver con una 
mínima fundamentación jurídica, provienen de una persona que ostenta la calidad de 
legisladora; y que, además, es abogada, quien, se supone debe conocer la ciencia del Derecho. 
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Este fue el entorno del contexto-macro en que se discutió, por más de tres años el Proyecto 
de Código Orgánico Integral Penal, el mismo que, como se puede apreciar con el ligero 
muestreo expuesto tuvo el embate de una oposición que recurría al lenguaje expresivo para 
mover instintos retrasados, de venganza, de revancha, de escarnio, de perversidad, como en los 
más obscuros tiempos del teocratismo medieval, en que a los “infieles” (no fieles a los dogmas 
de la Iglesia y a sus prácticas rituales) se los procesaba en los tribunales de la “santa 
inquisición”, mediante castigos terribles, que han hecho historia por su fiereza y crueldad. 
Esta es la herencia cultural de que se comenzó hablando al inicio de este subtema; puesto 
que las personas, espoliadas en sus sentimientos de venganza, reaccionan ciegamente. Por eso es 
que durante el gobierno del partido político al que pertenece la Asambleísta citada, era común 
hallar letreros, en cada esquina de los barrios de todo el país: “ladrón que sea sorprendido; será 
torturado y quemado”. ¡Y a esto le llamaban “justicia”!. 
Era cotidiano, por entonces: 
a) Que los medios de comunicación, (a veces en complicidad con ciertas autoridades 
locales, e incluso con la propia policía), promovieran torturas e incineraciones públicas 
de los “delincuentes”; 
b) Allí estaban los medios de comunicación para transmitir como gran espectáculo, con 
imágenes vivas de personas a las que se les desollaba en vivo (acción de quitar la piel a 
jalones), se los golpeaba (la gente competía para demostrar mayor saña en la forma de 
torturar al supuesto “delincuente”); 
c) Era toda una “algarabía” transmitida como gran espectáculo por todos los canales de 
televisión, los que también mostraban en franca competencia para demostrar cuál 
captaba la imagen más sanguinaria; la agresión más feroz; el castigo más bestial; la 
acometida más bárbara; el ataque más perverso; 
d) Todo este “espectáculo” era transmitido, con voces estridentes de los locutores y 




e) Luego de que al supuesto “ladrón” torturado caía exánime ante tanto castigo cruel, 
entonces los locutores “se adelantaban”, diciendo: “la gente está pidiendo gasolina 
para quemar a este hampón”, lo cual constituía una orden subliminal para que así 
procedan los bárbaros agresores; 
f) Entonces, aparecía el agencioso voluntario que cumplió la orden subliminal de los 
reporteros, quien portaba un recipiente  con gasolina ¿de dónde la sacó? “nadie lo sabe” 
(aunque sí se sabe que no hay una bomba de gasolina cercana a los acontecimientos; y 
también se sabe que en las bombas de gasolina ya no vende ese combustible en 
“recipientes portables”: ni en galones, ni en lavacaras, ni en botellas, ni en baldes); 
g) Las lentes de los camarógrafos de los canales de televisión que compiten en transmitir el 
espectáculo criminal, ponen el “zoom” de sus cámaras para captar el detalle más cruel, 
en la “más alta resolución”, entonces se puede ver, desde cómo penetra el líquido 
combustible, gasolina de 90 octanos,  en el cuerpo desgarrado del supuesto “ladrón”, 
que es agredido por la multitud; 
h) A quien prende la hoguera no le proyectan en las cámaras, solamente resalta una 
inmensa flama que se enciende, mientras el supuesto “ladrón”, incinerado se retuerce de 
dolor (los estudios determinan que el dolor más profundo e intenso es el de una 
quemadura y que la víctima llega a los niveles del paroxismo terrorífico, que muchas 
veces muere por el impacto del miedo antes de ser consumidos sus órganos vitales); 
i) “Como ustedes acaban de ver, señoras y señores; esta ha sido una transmisión en vivo de…” 
dicen los reporteros con ánimo de orgullo, con sonrisas de satisfacción criminal en sus 
rostros, con la alegría que solamente un sádico-psicópata puede demostrar luego de un 
crimen tan atroz; y. 
j) Como si fuera poco, al día siguiente en la Prensa Basura, de esos diarios que destilan 
sangre por todas sus páginas, aparecían gigantescos titulares que decían: “HAMPÓN FUE 
AJUSTICIADO POR EL PUEBLO DE…”; y como subtitular: “Se lo tenía bien merecido”. 
Todo ello se lo “ilustraba con fotos estigmatizantes. ¡Y estos eran los diarios más 
vendidos del país! 
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Concomitantemente, el Partido de la Asambleísta citada, promovía en el Congreso de 
entonces: “el endurecimiento de las penas”; “la cadena perpetua”, “la pena de muerte”. Y 
hasta de logró aprobar una norma procesal penal, en contra de lo expresamente dispuesto por la 
Constitución de entonces, la de 1998, por vía de una Reforma al artículo 169 del Código de 
Procedimiento Penal, instituyendo el supuesto jurídico de la “detención en firme”, agregando 
los artículo 173-A y 173-B, expedidos mediante Ley Nº 2003-101, `publicada en el registro 
oficial Nº 743 del 13 de enero de 2003. 
De esa forma, completamente inconstitucional, se eliminó la caducidad de la prisión 
preventiva establecida por el artículo 24, numeral 8, de la Constitución de 1998. En efecto, el 
texto de la disposición referida era el siguiente: 
“Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes garantías básicas, sin 
menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, las 
leyes o la jurisprudencia: […] 
“8. La prisión preventiva no podrá exceder de seis meses, en las causas por delitos 
sancionados con prisión, ni de un año, en delitos sancionados con reclusión. Si se excedieren 
esos plazos, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto, bajo la responsabilidad del juez 
que conoce la causa. 
“En todo caso, y sin excepción alguna, dictado el auto de sobreseimiento o la sentencia 
absolutoria, el detenido recobrará inmediatamente su libertad, sin perjuicio de cualquier 
consulta o recurso pendiente.” 
No obstante, y muy a pesar de esta norma constitucional expresa y muy clara, se introdujo en 
el Libro Tercero, del Código de Procedimiento Penal un Capítulo Innumerado, después del IV, 
con los señalados artículos 173-A y 173-B que disponían: 
“Art.173-A. “Detención en firme.  A fin de contar con la presencia del acusado en la etapa 
del juicio y evitar en suspensión, en el auto de llamamiento a juicio, el Juez que conoce la 
causa deberá obligatoriamente ordenar la detención en firme del acusado, con excepción de 
los casos siguientes: 
1. Para quien haya sido calificado como presunto encubridor; y, 
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2. Para quienes estén siendo juzgados por una infracción cuya pena no exceda de un año de 
prisión. 
Si el acusado tuviera en su contra orden de prisión preventiva, al dictarse el auto de 
llamamiento a juicio se le cambiará por la detención en firme”. 
“Una vez ejecutoriado el auto de llamamiento a juicio con la respectiva orden de privación 
de la libertad, la jueza o juez o tribunal de lo penal competente deberá dictar sentencia en un 
plazo no mayor de noventa días.  Si no lo hicieren dentro de este plazo, actuarán los suplentes 
o conjueces, quienes en el plazo de cuarenta y cinco días deberán resolver el proceso.  Tanto 
las juezas y jueces principales como los suplentes serán civilmente responsables por el retraso 
en la administración de justicia y el Consejo de la Judicatura” examinará su conducta y 
procederá a sancionarlos con la destitución. 
“El Consejo de la Judicatura proporcionará la logística para que las juezas y jueces 
resuelvan dentro de los plazos indicados. 
“Art.173-B. “Apelación.  Si se interpusiere recurso de apelación del auto de llamamiento 
a juicio, la orden de detención en firme no será suspendida”. 
Estas disposiciones jurídico-procesales, que fueron aprobadas por la bancada partidaria de la 
Asambleísta citada, quien además fue la proponente, son a todas luces 
INCONSTITUCIONALES. Y tan evidentemente inconstitucionales eran que todo este Capítulo 
innumerado de “La Detención en Firme” y los correspondientes artículos 173-A y 173-B, fueron 
declarados inconstitucionales, por disposición del numeral 1.3., de la Resolución Nº 0002-2005, 
del Tribunal Constitucional, la misma que fue publicada en el Suplemento del Registro Oficial 
Nº 382, del 23 de octubre del 2006. 
Esta ha sido la forma, realmente demagógica, vindicativa, intimidatoria, mediáticamente 
cruel, con que se ha tratado el Derecho Penal en su sentido extra-jurídico y jurídico. Haciendo 
tabla rasa de la propia Constitución, utilizando todos los sistemas mediáticos para generar 
percepciones cognoscitivas de venganza, de oprobio al ser humano de estigmatización a los 
pobres, mientras se escondían los grandes atracos de los banqueros, hasta expidiendo leyes, con 
dedicatorias, para que hasta puedan vaciar las arcas del estado y que luego todo quede en la 
impunidad; pues, como dice el tratadista (Zafaroni, 1986, pág. 21) 
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“En síntesis, acciones conflictivas de muy distinta gravedad y significado social se 
resuelven por la vía punitiva institucionalizada, pero no todos los que las realizan sufren esa 
solución, sino únicamente una minoría ínfima de ellos, después de un proceso de selección que 
casi siempre selecciona a los más pobres; …”  
Es así como se crea lo que se comenzó afirmando al inicio de este acápite: que las herencias 
culturales de dominación colonizadora, subsisten como real osamenta de los pensamientos, 
conceptualidades, juicios (o más bien pre-juicios), razonamientos y todo el andamiaje de la 
llamada “opinión pública”. Creadas así las condiciones perceptivo-cognoscitivas, es sumamente 
fácil la manipulación: 
a) Pega el discurso barato antes que la razón; 
b) Mueve más las emociones la palabrería expresiva que los fundamentos jurídicos; 
c) Levanta más sentid de acción los mensajes vindicativos (de venganza) antes que 
las palabras de cordura; 
d) Se generan más fácilmente conductas aversivas a la justicia, que a favor de ella; 
e) Si se le dice a alguien, desembozadamente: “déjense robar”, lo mínimo que se 
genera es una reacción contraria (¿Por qué me voy a dejar robar?);  
f) Pero el desembozo anterior, no sólo que se queda en el plano perceptivo del “Por 
qué me voy a dejar robar”; sino que genera el sentimiento cognitivo de que quienes 
defienden la juridicidad, l constitución y el derecho, son, al menos, ladrones; o, 
están a favor de los ladrones; y, 
g) Finalmente los victimarios de supuestos “ladrones”, aparecen como “héroes”, 
cuando en realidad son coautores del más grande robo de la historia del Ecuador, 
pues se saquearon más de 16.873 MILLONES DE DÓLARES con el feriado 
bancario, los préstamos vinculados, la congelación de depósitos, los créditos a 
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empresas fantasmas constituidas por humildes empleados de servicios, a quienes 
los hicieron aparecer como testaferros, etc., etc., etc. 
Esta es la realidad objetiva, y el trasfondo Macro en que se ha movido el derecho penal, y la 
política penal de los últimos treinta años de vida constitucional del Ecuador; y bajo estas 
manipulaciones burdas y perversas es que se han creado espejismos en vez de una real 
juridicidad penal. 
Esta visión muy sesgada de la realidad social, de la juridicidad en términos generales y de la 
política penal, ya en términos específicos, revela la perdurabilidad de un Estado excluyente, 
mono-cultural y que conserva en sus lineamientos conceptuales básicos, la ideología 
colonizadora. 
Lo dicho, ha ocurrido desde la propia institucionalización del Estado de Derecho, ocurrido 
desde la revolución Francesa, por el año de 1789, cuando, bajo la consigna de igualdad, libertad 
y fraternidad, se levantó la burguesía carente de Poder, y movilizó al pueblo francés para 
derrocar a la Monarquía teocrático-feudal. 
En efecto, con la Revolución Francesa se da un vuelco radical al concepto de “persona”, y 
por tal se considera, implícitamente, a toda persona que sea miembro de la especia humana, 
como hasta hoy define a “las personas”, el artículo 60 del Código Civil, de modo que en los 
conceptos de: “persona”, “hombre” o “ciudadano”, se inferiría que están comprendidas aquellos 
sujetos anotados, es decir, todos los miembros de la especia humana; o, al menos, esta es la 
apariencia conceptual. 
Por tanto, cuando en la constitución o en las leyes se hable de “hombres” o de “personas”, 
debieran estar  incluidos, consiguientemente, los esclavos y los siervos de la gleba que así se les 
denomina conceptualmente a los peones de las haciendas y que tienen el equivalente de los 
huasipungueros, indígenas, a los que se los declara incapaces jurídicos por medio del señalado 
artículo 68 de la Constitución de 1830, la que instituyó al Estado ecuatoriano. 
Ahora, de verdad que con la Revolución Francesa del 14 de julio de 1789, se liberan de las 
haciendas o deudos a los siervos de la gleba: es legendario el hecho de cómo ellos se rebelaron 
contra los nobles feudales, asaltaron las casas de hacienda, quemaron los libros donde constaban 
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como eternos deudores (por efectos de la institución jurídica del “concertaje”) y huyeron a las 
ciudades en búsqueda de la pregonada “libertad”. 
Precisamente, las mencionadas libertad e igualdad son las que se estableces como supuestos 
Principios Jurídicos Universales, en la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, emitida por la Asamblea Nacional Constituyente de la República Francesa el 26 de 
Agosto de 1789, es decir, apenas a los cuarenta y dos días de la asonada; y allí se dispone: 
“Los representantes del pueblo francés, constituidos en Asamblea nacional, considerando 
que la ignorancia, el olvido o el menosprecio de los derechos del hombre son las únicas causas 
de las calamidades públicas y de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer, en una 
declaración solemne, los derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, a fin de que 
esta declaración, constantemente presente para todos los miembros del cuerpo social, les 
recuerde sin cesar sus derechos y sus deberes; a fin de que los actos del poder legislativo y del 
poder ejecutivo, al poder cotejarse a cada instante con la finalidad de toda institución política, 
sean más respetados y para que las reclamaciones de los ciudadanos, en adelante fundadas en 
principios simples e indiscutibles, redunden siempre en beneficio del mantenimiento de la 
Constitución y de la felicidad de todos. 
“En consecuencia, la Asamblea nacional reconoce y declara, en presencia del Ser Supremo y bajo 
sus auspicios, los siguientes derechos del hombre y del ciudadano: 
“Artículo primero.- Los hombres nacen y permanecen libres e iguales en derechos. Las distinciones 
sociales sólo pueden fundarse en la utilidad común.” 
No obstante, y constatando la referencia al concepto de hombre propuesta en esta 
Declaración de Derechos, se puede constatar que mantiene, por así decirlo, una conceptualidad 
excluyente, ya no solamente a los esclavos y a los siervos, claro, porque habla de que todos los 
“hombres” “nacen libres”  (aunque esto también habrá que ver hasta qué punto es real), pero sí, 
por ejemplo, también está excluida la mujer, aunque este tipo de exclusión de género suele 
aparecer como un problema puramente semántico o gramatical. 
Y es que fue Aristóteles quien acostumbró al género humano a utilizar dicho vocablo, 
“hombre”, con apariencia de universalidad, como que al decir “hombre” esa sola mención 
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abarcaba todo, y a todos los miembros de la humanidad, lo cual era completamente falso y 
sofista, entonces, esta forma conceptual de manejar las cosas, y de continuar profundizando la 
discriminación, se mantudo a través de la historia.  De modo que la utilización del término 
hombre bajo los supuestos conceptuales de universalidad no era más que un real sofisma. 
Una de las primeras personas que cayó en cuenta del sofisma indicado, durante el mismo 
proceso de la Revolución Francesa, fue la dramaturga y poeta Olimpia de Gouges, quien 
parafraseando los Derechos del Hombre y del Ciudadano, redactó una declaración similar, en el 
año 1791, luego de una larga lucha por los derechos de la mujer, y publicó lo siguiente: 
“La Declaración de los Derechos de la Mujer y de la Ciudadana”, precisamente 
debido a su exclusión y a que con la Declaración de los Derechos del Hombre, que 
pretendía esa apariencia de universalidad, no se había conseguido la aplicación de tales 
Derechos para el género femenino.  En su Declaración, Olimpia de Gouges, decía: 
“Las madres, las hijas y las hermanas, representantes de la nación, piden ser 
constituidas en Asamblea Nacional. Considerando que la ignorancia, el olvido o el 
desprecio de los derechos de la mujer son las únicas causas de las desgracias públicas y 
de la corrupción de los gobiernos, han resuelto exponer en una solemne declaración los 
derechos naturales, inalienables y sagrados de la mujer (...)" (Duhet, 1974, pág. 21) 
La organización y lucha de Olimpia de Gouges, tuvo eco y remeció verdaderamente la 
sociedad francesa de entonces, al punto que (Condorcet, pág. 22), uno de los Asambleístas de 
aquel año 1791, recogiendo los reclamos de esa luchadora, señalaba: 
"El hábito puede llegar a familiarizar a los hombres con la violación de sus derechos 
naturales, hasta el extremo de que no se encontrará a nadie de entre los que los han perdido que 
piense siquiera en reclamarlo, ni crea haber sido objeto de una injusticia. 
(...) Por ejemplo, ¿no han violado todos ellos el principio de la igualdad de derechos al 
privar, con tanta irreflexión a la mitad del género humano del de concurrir a la formación de 
las leyes, es decir, excluyendo a las mujeres del derecho de ciudadanía? ¿Puede existir una 
prueba más evidente del poder que crea el hábito incluso cerca de los hombres eruditos, que el 
de ver invocar el principio de la igualdad de derechos (...) y de olvidarlo con respecto a doce 
millones de mujeres?"  
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PERO, un pero con mayúsculas,  cuando en la Declaración de habla de “Hombres” y  de 
“ciudadanos”, tampoco se está ante palabras sinónimas, sino que una cosa son “los hombres”  
(con exclusión de las mujeres, como se acaba de verificarlo)  y otra cosa, muy distinta, son los 
ciudadanos, o con mejor propiedad: los derechos de ciudadanía. 
Para la concesión de los derechos de ciudadanía y la titularidad de ellos se requerían otras 
cualidades o condiciones de las que no estaban investidos todos los hombres, conforme la 
propia Constitución Francesa, que logró aprobarse luego de prolongadas luchas en el año de 
1791. 
Como se recordará, Juan Jacobo Rousseau es quizás el más grande  de Los Enciclopedistas, 
quien había postulado eso del Contrato Social, bajo las premisas de que “si bien los hombres 
nacen libres; están en todas partes encadenados”*; y la razón para ese encadenamiento de “los 
hombres”, la encuentra en el famoso Contrato Social que, dicho sea de paso, ya fue formulado 
por el mismo Platón y recogido por Aristóteles en el contexto de la obra que he analizado.  Pero, 
Juan Jacobo Rousseau sistematiza esta idea con mayor profundidad y minuciosidad. 
Rousseau dedica su obra a refutar el criterio jurídico de uno de los más grandes y 
renombrados Glosadores, como Hugo Grocio, sacerdote, quien había justificado la servidumbre 
y la esclavitud con argumentos jurídicos que daban una apariencia de legalidad, en el sentido de 
que los esclavos y siervos habían “vendido” su libertad a sus amos.  Entonces  (Rousseau, 1998, 
pág. 11)  replica: 
“Si un particular, dice Grocio, puede enajenar su libertad y hacerse esclavo de un amo, ¿Por 
qué todo un pueblo no ha de poder enajenar su libertad y hacerse súbdito de un Rey?  Hay en esta 
pregunta muchas palabras equívocas que necesitarían explicación; pero atengámonos a la 
palabra enajenar.  Enajenar es dar o vender. Ahora bien, un hombre que se hace esclavo de otro, 
no se da a éste; se vende, cuando menos, por su subsistencia. Pero ¿Con qué objeto un pueblo se 
vendería a un rey? Lejos de procurar la subsistencia a sus súbditos, el rey saca la suya de ellos, y 
según Rabelais no es poco lo que un rey necesita para vivir. ¿Será que los súbditos ceden su 
persona a condición de que se les quiten también sus bienes? ¿Qué les quedará después para 
conservar? 
“Se me dirá que el déspota asegura a sus súbditos la tranquilidad civil. Sea; pero ¿Qué ganan 
los súbditos en esto si las guerras que les atrae la ambición de su señor, si la insaciable codicia de 
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éste, si las vejaciones de su ministerio, les causan más desastres de los que experimentarían 
abandonados a sus disensos internos? ¿Qué ganan en esto, si la misma tranquilidad es una de sus 
desdichas? También hay tranquilidad en los calabozos; ¿Basta esto para hacerlos agradables? 
Los griegos encerrados en la caverna del Cíclope vivían tranquilos aguardando que les llegara el 
turno para ser devorados” (Rousseau, 1998, pág. 6) 
De modo que condenando esta idea de la enajenación o transferencia de su persona a la 
voluntad de los Reyes, Juan Jacobo Rousseau, desarrolla la muy famosa Teoría del Contrato 
Social, en estos términos: 
“Supongamos que los hombres hayan llegado a un punto tal, que los obstáculos que impiden 
su conservación en el Estado natural, superan a las fuerzas que cada individuo puede emplear 
para mantenerse en este Estado. En un caso así, el Estado primitivo no puede durar más tiempo, 
y el género humano perecería si no cambia su modo de existir. 
“Mas como los hombres no pueden crear por sí solos nuevas fuerzas, sino unir y dirigir las 
que ya existen, sólo les queda un medio para conservarse, y consiste en formar por agregación 
una suma de fuerzas capaz de vencer la resistencia, poner en movimiento estas fuerzas por medio 
de un sólo móvil y hacerlas obrar convergentemente. 
“Esta suma de fuerzas sólo puede nacer del concurso de muchas separadas. Pero como la 
fuerza y la libertad de cada individuo son los principales instrumentos de su conservación, ¿qué 
medio encontrará para comprometerlos sin perjudicarse y sin olvidar los cuidados que se debe a 
sí mismo? Esta dificultad, concretándola a mi objeto, puede expresase en estos términos: 
‘Encontrar una forma de asociación capaz de defender y proteger, con toda la fuerza común, la 
persona y los bienes de cada uno de los asociados, pero de modo tal que cada uno de éstos, en 
unión con todos, sólo obedezca a sí mismo, y quede tan libre como antes’. Este es el problema 
fundamental, cuya solución se encuentra en el Contrato Social.” 
Bajo esta idea del Contrato Social, se justifican las desigualdades; entonces hay unos 
HOMBRES, destinados a mandar y a ejercer el Gobierno; y, otros, que no llegan a tener tales 
derechos porque, precisamente han resignado (entregado) esos atributos jurídicos en virtud del 
supuesto Contrato Social: 
¡He allí la esencia de esta nueva “democracia” surgida con la Revolución Francesa! 
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Bajo el supuesto volitivo de que “los hombres” han entregado a un individuo la facultad de 
gobernarlos y de decidir por ellos, (entrega que la habrían realizado en uso de su libertad), se 
configura el concepto moderno de democracia, bajo los supuestos falsos de igualdad, de libertad 
y hasta de “fraternidad”. 
Y de allí uno de los postulados fundamentales de la Revolución Francesa es el culto a esa 
supuesta voluntad individual, que hubo comprometido, convenido o pactado su “contrato 
social” en algún punto crucial de la Historia. 
De manera que como el “contrato social” ya estaba configurado y perfeccionado bajo los 
supuestos de una validez jurídica incuestionable, lo único que debían hacer los individuos era, 
SOMETERSE a ese vínculo jurídico-contractual: tal era la esencia de la “democracia”; y 
cualquier cuestionamiento significaba enervar esa “voluntad social” libremente expresada. 
De allí que cuando Olimpia Gouges protesta contra el supuesto del Contrato Social ya 
establecido, que no se sabía de dónde realmente provenía y que excluía a las mujeres; ella es 
apresada, sometida a juicio por haber tratado de adaptar la misma Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano”, como “Declaración de los Derechos de La Mujer y de La 
Ciudadana”, este fue el hecho, supuestamente antijurídico por el que se la enjuició; y murió en 
prisión. 
Concomitantemente, la Nueva Asamblea Constituyente de Francia, la de 1791, desde la cual 
proviene el dominio de Napoleón Bonaparte, se encarga, de prohibir en forma expresa todo tipo 
de agremiación, de asociación o de reclamo coligado (organizado), porque considera atentatorio 
contra el “orden” generado por el “contrato social”; del cual se desprendía el ejercicio legítimo 
de la potestad legislativa y gubernativa de las nuevas fuerzas políticas que pasaron a controlar el 
Estadio Liberal francés. 
¿Qué es, entonces, “la igualdad, la libertad y la fraternidad” e incluso la democracia, bajo 
esta nueva realidad surgida con la Revolución Francesa y proyectada, como “orden” 
paradigmático, hacia todos los Estados del Mundo, donde empezaba a imperar el capitalismo? 
La igualdad, la libertad y la fraternidad, bajo ese imperio del capital y los supuestos jurídicos 
señalados, no pasa a ser otra cosa que el sistema de Gobierno ejercido por las nuevas clases 
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dominantes francesas, en nombre de todo el pueblo, que, supuestamente, habría cedido su 
libertad a través del contrato social. 
A partir de ese modelo político de Estado y de sistema de gobierno llamado “democrático” 
bajo la conceptualización jurídica y la definición que queda expuesta, se desprende todo el 
ordenamiento jurídico censitario subsiguiente, del modelo francés, que se convierte en 
paradigma de los “Estados de Derecho”, para establecer privilegios de unos hombres y la 
exclusión de las mayorías a la titularidad y al ejercicio de los Derechos, como el de Ciudadanía 
e, incluso el de simple capacidad legal, como se pudo constatar que aconteció con el artículo 68 
de aquella Constitución, de 1830, que instituyó al Estado ecuatoriano. 
Un simple muestreo para demostrar el aserto de lo que se acaba de manifestar, también se lo 
encuentra en la legislación positiva constitucional de los inicios de nuestra República. Por 
ejemplo, en la misma Constitución de 1830, que copia íntegramente los paradigmas de la 
Revolución Francesa, se determina, en el artículo 12, como requisitos para entrar en el goce de 
los derechos de ciudadanía: 
“1. Ser casado o mayor de 22 años; 
“2. Tener una propiedad raíz, valor libre de 300 pesos; o ejercer alguna profesión o industria útil, 
SIN SUJECIÓN A OTRO, como sirviente o jornalero; 
“3. Saber leer y escribir.” 
Se ha resaltado con letras negrillas lo pertinente a la parte censitaria de la exclusión respecto 
a los derechos de ciudadanía.  En esos tiempos tener 300 pesos, era toda una fortuna; y como 
simple referente del valor que significaba esos 300 pesos, se puede indicar que en el año 1842, 
doce años después de emitida la referida Constitución de 1830; la oligarquía guayaquileña 
decidió fundar un Banco en Guayaquil, con ese mismo nombre; y previeron un aporte de 1000 
acciones de 250 pesos cada una. 
“Las operaciones del Banco de Guayaquil se concentraría al descuento de pagarés al doce por ciento 
anual, y a poner en circulación moneda legal. … Las acciones tenían el valor de 250 pesos cada una.”  
(Anónimo, 1986, pág. 93) 
20 
 
Bueno, si con doscientos cincuenta pesos, doce años después de haberse emitido la 
Constitución de 1830, se podía ser banquero, es claro que los 300 pesos exigidos para ser titular 
de los derechos de ciudadanía era una fortuna monstruosa, inalcanzable para el común de los 
mortales de la República recién creada; y es que, claro, la crearon “democráticamente”, aquellos 
llamados a ejercer el Poder Monopólico de los Derechos, como el de ciudadanía. 
A este sistema de exclusión, por “censo”, basada en las condiciones de fortuna de las 
personas para que sean titulares de derechos, se denomina, jurídicamente, sistema “censitario”; 
y tal es el que se adoptó por parte de los Estados modernos para excluir a las personas del 
ejercicio de ciertos derechos como el de ciudadanía, según se acaba de demostrar. 
De modo que la “democracia”, también es una democracia censitaria, porque quien no tiene 
los requisitos de poderío económico impuestos como condición o exigencia legal, queda fuera 
del juego “democrático”. 
Ahora bien, cuando se habla de cualquier entidad jurídica, como concepto o como 
institución, se tiene que, necesariamente, analizar su esencia material y su esencia formal, pues 
ésta última es la que le va a dar validez a la juridicidad de esa entidad, cualquiera que sea, 
siempre y cuando, coincida con la realidad objetiva. 
Una vez determinadas esas condiciones esenciales de su materialidad y de su forma jurídico-
existencial; se puede analizar su naturaleza, o sea, el ámbito jurídico-normativo que le es, o le 
puede ser, inherente a su materialidad real, a su contenido objetivo y a su aplicación concreta 
dentro de las instituciones del Estado. 
Como para poner un ejemplo sobre las premisas que se acaban de formular, puede 
mencionarse a uno de los elementos que parecerían muy obvios: la familia; y se puede constatar 
que  cuando en el estudio del llamado Derecho Romano, o de las instituciones jurídicas de la 
polis griegas que son antecesoras de la institucionalidad jurídico-política de los romanos, se 
menciona simplemente a “la familia”, los (as) estudiantes o las personas que reciben tal mensaje 
sobre esa materia, no pueden menos que asimilar dicho término al concepto actual que se tiene 
de esa entidad hoy llamada familia (padre, madre e hijos –más la parentela correspondiente–), lo 
cual es completamente falso, pues, en el Imperio Romano, el término “familia” proviene de 
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“famulus” que significa esclavo; de modo que “familia es un conjunto de esclavos”, más toda la 
cantidad de bienes patrimoniales que esa propiedad entraña. 
De modo que ahora corresponde una tarea muy compleja, porque la institucionalidad jurídica 
del Estado, a pesar de que ya se ha planteado todos los entornos legales del mismo, aún puede 
mover a confusiones en el contexto de la sociedad que hoy viven las sociedades 
contemporáneas, tanto peor dentro de este mundo globalizado, que no es otra cosa que la 
“Globo-colonización”, como dice Frei Betto (2014: Contrainjerencia); 
“NO existe globalización, eso es mentira, existe la globocolonización y el gobierno de Estados 
Unidos del Presidente Barack Obama ha sido muy malo para el mundo porque ha perfeccionado 
ese preoceso con intervenciones como la última de Ucrania… 
“Así se expresó el fraile dominico brasileño en una larga entrevista concedida a Prensa Latina 
aprovechando su paso por Panamá donde fue invitado por la Fundación Ciudad del Saber a 
dictar una conferencia magistral sobre el futuro de América latina.”  (Arce, 2014) 
Se puede, evidenciar, por lo tanto, cómo es que la naturaleza y la esencia del Estado, no ha 
cambiado a lo largo de la historia, pues siguen siendo los Grupos de Poder que tienen los 
medios para explotar los recursos, los negocios y las finanzas, (ahora por medio de la 
explotación del trabajo “libre”) son los que tienen su predominio en el entorno del Estado y de 
los Estados que se mueven dentro de estos procesos insertos en el dominio globo-colonizado por 
Estados Unidos y los Poderes fáctico-militares de los Imperios europeos. 
Se puede entrever, con claridad, cómo a lo largo de la historia, desde los orígenes de las polis 
(o sociedades políticas) el hecho objetivo de ser  ya sociedades excluyentes que cimentan y 
garantizan el Poder de las clases propietarias de los bienes producción, logran, posteriormente 
instituir los cuerpos jurídicos que dan vida a los Estados para garantizar la explotación de la 
sociedad entera por medio de la esclavización de los seres humanos. 
Esos Estados, que han ido cambiando sus formas de opresión y de explotación, se han 
consolidado bajo el predominio de distintos grupo de Poder en los tiempos actuales,  de modo 
que el Estado contemporáneo, que en sus rasgos materiales no corresponde, lógicamente, a lo 
que se ha señalado sobre el Estado esclavista Primitivo de los griegos o de los romanos como 
22 
 
paradigmas del llamado sistema occidental, sin embargo, no ha perdido sus fundamentos 
esenciales. 
Es decir, en esencia, El Estado sigue siendo un instrumento de conservación del dominio y 
de los privilegios de Grupos y clases sociales que controlan el Poder.  Tal es la esencia jurídica 
insoslayable del Estado. 
 Pero, en la contemporaneidad han cambiado los sistemas de  producción y las relaciones 
socio-económicas que con esos cambios se generan.  Hasta hace pocos años, jamás se pudo 
imaginar los cambios científico-tecnológicos que se han producido en el mundo globo-
colonizado actual. 
Y, claro, como las concepciones y las estructuras de los sistemas jurídicos deben ajustarse a 
los cambios materiales que se producen en las distintas etapas del desarrollo económico, político 
y material de la sociedad, es lógico que haya cambiado desde la composición jurídica del Estado 
hasta la institucionalidad de los mecanismos por los que se relacionan los ciudadanos con 
aquellos grupos de Poder. 
Entonces, para comprender la contemporaneidad es indispensable señalar, en esta parte, que 
después de la segunda guerra mundial se instituyo un sistema asociativo global de los Estados, y 
la Organización de las Naciones Unidas que surge como organismo legitimado para operar tal 
Sistema. Este organismo supra-nacional es el que asume facultades jurídicas universales para 
determinar dos cuestiones fundamentales en lo que respecta al presente tema: 
a) Por una parte, determinar a futuro la calidad de sus miembros:  solamente los Estados 
podían pertenecer a dicha Organización, de modo que quedaban excluidos todos los 
pueblos, naciones y territorios que, para entonces, seguían bajo el imperio del coloniaje 
europeo y norteamericano  (este último país al final de la señalada Guerra, mantenía 
ocupados varios territorios del mundo); 
b) Por otra parte, a la ONU le correspondía aprobar y dar el visto bueno y reconocimiento 




c) Como consecuencia de esto, todos quienes no fueran reconocidos como tales, Estados, o 
fueran excluidos de esa calidad jurídica, quedaban aislados del concierto jurídico global. 
Bajo este nuevo sistema global imperante, se han dado una serie de contradicciones jurídicas, 
algunas más inverisímiles que otras: por ejemplo, mientras se reconoce como Estado al 
Vaticano, se negó por muchos años tal reconocimiento a China, un país con más de mil millones 
de habitantes; y hasta hoy se mantiene muchos territorios al margen de tal reconocimiento; por 
ejemplo, a pesar de las múltiples decisiones de la Asamblea General de la ONU, no se reconoce 
a Palestina como Estado, que sí lo fue hasta 1949, y se lo mantiene al margen del concierto 
jurídico internacional a causa del veto de Estados Unidos. 
De manera que en un análisis como el que confronta la presente Tesis, no se puede prescindir 
de las consideraciones políticas, o de los elementos jurídico-políticos como el que se acaba de 
señalar, porque son tales elementos los que determinan las situaciones de exclusión, de 
estigmatización y de discriminación en contra de naciones enteras. 
Estos son los hechos fundamentales discriminantes, al punto que se ha llegado a calificar a 
grupos humanos enteros y en bloque, a naciones ancestrales que, como la palestina, ha sido cuna 
de la civilización occidental y cristiana, al punto que el mismo Jesucristo es palestino, es nacido 
en La Palestina, conforme se refiere en los propios textos bíblicos; pero, hoy, la ONU ha 
permitido que los Estados Unidos, imponga a nivel mundial el calificativo de “Estados 
criminales” o “Estados terroristas” con lo que se imponen sentencias colectivas; de allí que el 
pueblos Palestino, por ejemplo, se encuentra, en bloque,  privado de su libertad, en la más 
grande prisión mundial a cielo abierto que es la famosa “Franja de Gaza”. 
Estos son los conceptos de criminalización indiscriminada que ha impuesto el mundo globo-
colonizador, contra el que se ha levantado un Estado de Derechos y de Justicia, como es el 
Ecuador actual. De allí que, en la Constitución ecuatoriana, por medio del primer artículo se 
establece un concepto jurídico especial, como Principio Supremo, sobre la naturaleza del Estado 
ecuatoriano, al disponer que: 
“El Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de república y 
se gobierna de manera descentralizada.  
24 
 
“La soberanía radica en el pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce 
a través de los órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la 
Constitución. 
“Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado pertenecen a su patrimonio 
inalienable, irrenunciable e imprescriptible. 
Se ha resaltado con negrillas la parte trascendente de la nueva concepción jurídica del Estado 
Ecuatoriano; y esta parte dispositiva de la Constitución lleva a que se plantee la interrogante que 
sigue: 
¿Qué significa esto de que el Estado ecuatoriano es, jurídicamente, unitario, intercultural, 
plurinacional y laico? 
En primer lugar significa que se derrumba el mito de que el Estado es producto del asocio de 
personas y de familias que configuraron tribus, después federaciones de éstas, las que luego de 
transformaron en “nación”; y que de tal “nación” surgió el Estado. 
La Nueva Constitución está estableciendo un concepto totalmente distinto, pues enseña lo 
siguiente: 
a) En primer lugar, que es el Estado el que crea, instituye, inaugura, origina, funda y 
produce un SER NACIONAL; 
b) En segundo lugar, que ese Ser Nacional, que lo crea el Estado, una vez instituido, 
determina la identidad o pertenencia a una NACIONALIDAD, de modo que la 
“nacionalidad estatal”, es posterior al surgimiento del Estado.  Por ejemplo: no podía 
existir la “nacionalidad ecuatoriana” antes de que existiese el Estado del Ecuador que 
recién fue fundado, jurídicamente, en 1830; 
c) En tercer lugar que esa NACIONALIDAD, como pertenencia jurídica al Estado, 
como nacionalidad jurídica o nacionalidad estatal, al par que nacionalidad puramente 
formal o jurídica, debe ser instituida mediante una escala de valores también 
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JURÍDICOS, los mismos que en el presente caso, serán los que  provengan de la 
“pluriculturalidad” y de la “plurinacionalidad” de los pueblos ancestrales; 
d) En cuarto lugar, como consecuencia de la norma jurídica constitucional transcrita, que 
la nacionalidad encarnada en la identidad de los grupos ancestrales, como unidades 
antropológico-sociales son una cosa esencialmente distinta al Estado, con el que 
deban mantener una relación dialéctica de respeto y de proyección hacia ese “ser 
nacional del Estado”; 
e) En Quito lugar, y para explicar mejor lo dicho en el literal anterior, se puede proponer 
un ejemplo: Las nacionalidades Shuara o Achuar, no son iguales ni idénticas a la 
“nacionalidad del Estado Ecuatoriano” ni a la “Nacionalidad Ecuatoriana”, aunque 
formen parte de ella, como forma parte cualquier individuo o persona.  La 
“nacionalidad ecuatoriana” tampoco está contenida  solamente por aquellas 
nacionalidades Shuara o Achuar, ni proviene de ellas.  Cualquiera de ellas tiene una 
naturaleza y un contenido distintos; pero, lo Achuar no le quita ni le agrega nada a la 
naturaleza JURÍDICO-FORMAL de la nacionalidad ecuatoriana, de modo que un 
ciudadano Achuar, tiene la pertenencia ancestral a su nacionalidad, hoy también 
jurídicamente reconocida, pero en sus relaciones con el Estado, es también 
Ecuatoriano; 
f) En sexto lugar, que al ser las mencionadas nacionalidades, cuestiones o entidades 
socio-culturales que nada tienen que ver con la naturaleza del Estado, éste, el Estado, 
en el caso del Ecuador, hasta antes de la  vigencia de la actual Constitución, había 
sido el primero en discriminarlas; 
g) En séptimo lugar, el hecho material y jurídico de tal discriminación a las múltiples 
NACIONALIDADES ANCESTRALES DEL PAÍS, se ha manifestado por la 
constatación de que es la primera vez que una constitución de Nuestra República, 
reconoce la simple existencia material de tales nacionalidades, y por tanto, establece 
su reconocimiento legal, disponiendo, constitucionalmente, que el Estado ecuatoriano 
es plurinacional;  y, 
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h) En octavo lugar, y finalmente, que una de las condiciones, características o 
situaciones fácticas de los Estados Contemporáneos es la del fortalecimiento del 
ESTADO NACIONAL, en términos concretos, reales, objetivos y al margen de los 
mitos con que se ha engañado a la población en toda su vida curricular de estudios.  
En consecuencia, nada le quita al Estado Nacional, el reconocimiento jurídico de su 
PLURINACIONALIDAD. 
Este concepto jurídico de la plurinacionalidad, realmente fue propuesto desde comienzos del 
Siglo XVI, año 1513, por Nicolás de Maquiavelo, quien en su obra célebre, El Príncipe (1978: 
Ed. Planeta), aboga por la unificación de las múltiples nacionalidades que rivalizaban al interior 
de la Península Italiana.  De hecho, la institucionalización unificada del Estado Italiano, que se 
cumplió recién en 1860, fue el triunfo y entronizamiento de las tesis de Maquiavelo. 
A posteriori, todos los Estados europeos que se han instituido contemporáneamente son 
PLURINACIONALES, la misma España, Inglaterra, Alemania, Suiza (el paradigma siendo un 
Estado tan pequeño), Albania. Montenegro, Francia, Austria, etc., etc., etc. 
En el Ecuador, sin embargo, y en la generalidad de países latinoamericanos, ha persistido un 
lineamiento jurídico excluyente, discriminatorio y continuista de la colonización europea, y se 
ha continuado manteniendo incólumes los conceptos jurídicos de tal dominación colonizadora, 
en contra de las comunidades, etnias, nacionalidades y pueblos ancestrales. 
Y es que los herederos directos e indirectos de los Chapetones de España, luego de las 
denominadas “guerras de independencia”, captaron el Poder para sí, bajo la más absoluta 
incomprensión de la naturaleza jurídica del Estado, al punto que en mayo de 1990, cuando se 
produce el primer Levantamiento Indígena, reclamando los títulos de propiedad de sus tierras 
ancestrales, de las que hasta hoy se encuentran en posesión, el propio Presidente de la 
República de ese entonces, se permitió manifestar que tal concesión de Títulos de Dominio 
“significaría crear un Estado dentro de otro Estado”, incluso con claro desconocimiento de expresas 
normas del Derecho Común, como las del Título XL, Parágrafo Primero, artículos 2392 al 2413 
del Código Civil, que establecen los Derechos de Prescripción Adquisitiva del Dominio. 
Tales han sido los niveles de discriminación crasa, de exclusión grave y de real coloniaje 
ejercido en los doscientos años de vida republicana independiente de nuestros Estados 
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latinoamericanos, por eso existían disposiciones constitucionales excluyentes, como aquella ya 
indicada y transcrita, del artículo 68 de la Constitución de 1830. 
Lógicamente, tales concepciones jurídicas excluyentes, han gravitado en perjuicio de un real 
concepto de equidad, de pluriculturalidad y de comprensión de las distintas cosmovisiones de 
esas otras culturas que forman parte de la nacionalidad ecuatoriana; de allí que se ha negado el 
pleno ejercicio de ellas; y, en lo tocante al tema de la presente tesis, se han impuesto tipos 
penales, bajo una política criminal discriminatoria, monocultural. 
Por eso es que hoy, la simple designación jurídico-constitucional de nuestro Estado como 
plurinacional y pluricultural, determina un cambio en la esencia misma de la juridicidad del 
Estado, ahora como un Estado Incluyente, igualitario, justo, equitativo. 
De estas nuevas condiciones esenciales, se va a desprender un nuevo concepto jurídico de 
igualdad, de nacionalidad, de respeto a las concepciones culturales; pero este nuevo concepto 
jurídico intrínseco, debe redundar en la política penal del país y en los contenidos de las normas 
legales inherentes a esa materia. 
Una de las cuestiones que jurídicamente no se pueden obviar, ni desconocer que sería peor, 
es la existencia de clases y grupos sociales, cada una de las cuales tienen diversos tipos de 
intereses económicos, sociales, políticos, ideológicos, culturales, religiosos, educativos, etc.; los 
mismos que se confrontan en el proceso de convivencia de los Estados. 
Este hecho material objetivo no debe ser ignorado en ningún tipo de análisis de las ciencias 
sociales; y, claro, tampoco en los análisis jurídicos ya que el Derecho es una ciencia social. 
De allí que, por ejemplo, uno de los más grandes criminólogos y penalistas contemporáneos, 
(Zafaroni, 1986, pág. 47), en su obra Manual de Derecho Penal, señala: 
“Lo cierto es que toda sociedad presenta una estructura de poder, con grupos que dominan y 
grupos que son dominados, con sectores más cercanos o más lejanos a los centros de decisión.  
Conforme a esta estructura se `controla' socialmente la conducta de los hombres [...] 
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"... Hay sociedades con centralización y marginación extremas, y otras en las que el fenómeno 
se presenta más atenuadamente, pero en toda sociedad hay centralización y marginación del 
poder."  
Y el tratadista español (Capella, 2.009, pág. 7 y 8), también contemporáneo, en su obra El 
Derecho y El Estado, enseña, sobre la misma materia, con una claridad irrebatible que 
“... Es, por una parte, consciencia de la esterilidad de las `libertades políticas'…  -y de la 
organización jurídico-pública conocida generalmente como `Estado de Derecho'-,  cuando no va 
acompañada de la necesaria `liberación económica', que, por esa parte, se busca en un aumento 
del producto social sin la imprescindible modificación del sistema de apropiación. 
“En este caso, las libertades políticas, libertades de... (asociación, reunión, expresión, etc.,), 
condicionadas al mantenimiento del statu quo, aparecen en definitiva como libertades para nada  
(nada sustancial);  son así, en sentido estricto, falsas y, por tanto, difícilmente defendibles por los 
ciudadanos cuando las fuerzas más reaccionarias tratan de suprimirlas  (en el caso de que no lo 
hayan conseguido ya). ..."  
El Derecho, por consiguiente, no puede hacer simples elucubraciones silogísticas, a partir de 
supuestos simplemente normativos, porque detrás de cada norma jurídico-positiva están 
contenidos los intereses de tales grupos o clases sociales, ya sea en forma implícita o explícita.  
Por ejemplo: 
La Constitución de la República del Ecuador de 1998, en el artículo 265, establecía que 
“El Banco Central no concederá créditos a las instituciones del Estado ni adquirirá bonos u 
otros instrumentos financieros emitidos por ellas, salvo que se haya declarado estado de 
emergencia por conflicto bélico o desastre natural. 
“No podrá otorgar garantías ni créditos a instituciones del sistema financiero privado, salvo 
los de corto plazo que hayan sido calificados como indispensables para superar situaciones 
temporales de iliquidez. 
Se ha resaltado con negrillas la parte normativa-constitucional en la que existe prohibición 
expresa de que el Banco Central “No podrá otorgar garantías ni créditos a instituciones del 
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sistema financiero privado”.  La disposición es taxativa, específica, precisa y expresa.  No deja 
lugar a dudas. 
Pero, como detrás de esa norma se movían intereses concretos del sistema financiero 
ecuatoriano que, por entonces, planificaba, preparaba y proyectaba el atraco más grande de la 
historia del país y, hasta entonces, uno de los más grandes del mundo, se inventaron un modo de 
birlar aquella expresa norma constitucional: 
A través de la Secretaría de la Asamblea Constitucional de entonces, y al margen de toda 
resolución del Plenario de dicha Asamblea, se introdujo, de soslayo una disposición transitoria, 
con el número 42, la misma que decía: 
“Cuadragésima segunda.- Hasta que el Estado cuente con instrumentos legales adecuados 
para enfrentar crisis financieras (así en plural) y por el plazo no mayor de dos años contados a 
partir de la vigencia de esta Constitución, el Banco Central del Ecuador podrá otorgar créditos 
de estabilidad y de solvencia a las instituciones financieras, así como créditos para atender el 
derecho de preferencia de las personas naturales depositantes en las instituciones que entren en 
proceso de liquidación.” 
A través de esa norma TRANSITORIA se viabilizó, luego, la expedición de la Ley de la 
Agencia de Garantías de Depósitos –AGD-, una copia de la de Estados Unidos, solamente que 
en ese país dicha “garantía” tiene un límite tope máximo, aquí fue indefinido y hasta el total de 
las quiebras bancarias. 
Y con todo ese andamiaje jurídico, plenamente orquestado para los intereses de los 
banqueros atacadores, se materializó el robo más grande del siglo, que sufrió todo el pueblo 
ecuatoriano, por medio del llamado “feriado bancario”, de la “congelación de depósitos”, de la 
“emisión de bonos CDRs” para que sean negociados en las Bolsas de Valores y luego 
cambiados al valor nominal en la Corporación Financiera Nacional, etc.  En definitiva el pillaje 
más audaz, legalizado e impune. 
Sobre el mismo curso de los contenidos jurídico-conceptuales anotados, es necesario señalar 
otro ejemplo patético de cómo operan los intereses de grupos y clases sociales de los Estados a 
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través de las normas jurídicas.  Con referencia a la misma Constitución de 1998, existía la 
disposición del artículo 250, la misma que decía: 
“Art. 250.- El Fondo de Solidaridad será un organismo autónomo destinado a combatir la 
pobreza y a eliminar la indigencia. Su capital se empleará en inversiones seguras y rentables y no 
podrá gastarse ni servir para la adquisición de títulos emitidos por el gobierno central u 
organismos públicos. Sólo sus utilidades se emplearán para financiar, en forma exclusiva, 
programas de educación, salud y saneamiento ambiental, y para atender los efectos sociales 
causados por desastres naturales. 
“El capital del Fondo de Solidaridad provendrá de los recursos económicos generados por la 
transferencia del patrimonio de empresas y servicios públicos, excepto los que provengan de la 
transferencia de bienes y acciones de la Corporación Financiera Nacional, Banco de Fomento y 
organismos del régimen seccional autónomo, y se administrará de acuerdo con la ley. 
Sin embargo de esta disposición constitucional, en la Ley de Presupuestos se determinó que 
las utilidades de dicho Fondo de Solidaridad, sería empleado en el pago de la deuda externa. 
¿Y quiénes eran las clases y los grupos sociales tenedores de famosa “deuda externa”? 
Pues los mismos grupos financieros que atracaron al país en la forma señalada e incluso la 
propia Iglesia Católica. 
De allí que se justificara lo que uno de los penalistas y criminólogos ecuatorianos como 
(Zambrano Pasquel, 1986, pág. 14) dijera, años antes, en un foro internacional, sobre la 
criminalidad y los sistemas de control social en el Ecuador: 
“La falta de criminalización de ciertos tipos de conducta propios de la delincuencia 
económica, corporativa, financiera, fiscal, tiene su explicación porque la institucionalización 
legal de los valores jurídicos obedece a un criterio político regido por un sistema de valores que 
refleja las exigencias y los intereses de ciertos grupos sociales y económicos que forman parte de 
la cultura dominante o de la `élite'. 
31 
 
“A la antes referida impunidad de derecho por falta de expresa tipicidad en el estatuto 
punitivo, se suma la impunidad de hecho, porque no todas las personas que violan una norma 
penal y adecúan su comportamiento en una hipótesis típica son criminalizadas en un proceso 
penal, o si son sindicadas, el amparo social es determinante para que, por su rango y jerarquía, 
se dé un preacondicionamiento absolutorio."  
Esta es la forma operativa real que sustenta a la naturaleza del Estado globo-colonizado 
contemporáneo, tal es la trama de los grupos y de las clases sociales en estos Estados: una 
especie de telaraña que lo envuelve todo, pero de manera invisible, oculta, velada y hasta 
disfrazada de “legalidad”, o de “constitucionalidad”. 
Por ello, es decir por todas las razones que ampliamente se han expuesto, es que se tornaba 
tanto más necesario e indispensable un nuevo cuerpo jurídico penal sustantivo y, más bien, una 
nueva legislación penal integral, como ha sucedido con la expedición del COIP, pero que, 
desgraciadamente, en vista de estas manipulaciones perversas que se expresan en las formas que 
someramente se han descrito, no se ha podido avanzar, suficientemente, en la aplicación de la 
doctrina penal contemporánea, especialmente en cuanto concierne al tema de esta investigación; 
y que se señaló al comienzo: 
a) La necesidad de interpretación intercultural en el juzgamiento, para determinar el 
error substantivo del tipo penal en el infractor, conforme correspondería a los 
mandatos constitucionales; y, 
b) La obligatoriedad, que debiera tener el juez en el desarrollo de la Etapa Intermedia y 
los jueces del Tribunal en la Etapa del Juicio,  para determinar el error de 
comprensión culturalmente condicionado, por parte de miembros de las 
plurinacionalidades, interculturalidades y multi-etnias del país. 
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 Cómo los valores culturales vindicativos, osamentados a través de la 1.3.2.
historia teocrático-inquisitorial, ha influido  en la elaboración del COIP, y 
en los contenidos temáticos de esta tesis 
La mente humana es el producto material de un conjunto de factores biológico-funcionales, 
que se llaman funciones psíquicas, ellas se van ordenando en todo el sistema nervioso central 
del cerebro, partiendo de los siguientes factores biológicos: 
a) La sensación; 
b) La percepción; 
c) La atención; 
d) La memoria, 
e) Las emociones; 
f) Los sentimientos; 
g) Las funciones cerebrales superiores: 
1. El lenguaje (expresado por el habla en términos concretos: dialectos, jergas y 
lenguas con significantes y significados particulares, incluso para los ámbitos 
académicos y/o científicos); 
2. Las praxias (o praxis= práctica que se adquiere en el entorno familiar y en el medio 
social): memoria sensorial, memoria perceptiva, creencias, memoria cognitiva, las 
costumbres (racionales e irracionales); 
3. Las llamadas GNOSIAS (procesos de conocimiento a partir de impresiones 
sensoriales, pero fundamentalmente perceptivas, especialmente en las etapas 
posteriores del desarrollo humano, desde cuando una persona adquiere el llamado 
“uso de razón”. Desde entonces las GNOSIAS se adquieren a partir del lenguaje y de 
todas las imágenes simbólicas que crean los imaginarios cognitivos, emocionales, 
sentimentales, etc.; y que se denomina el Segundo Sistema de Señales); 
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h) La personalidad: que es el conjunto integrador de todas las funciones psíquicas 
anteriores; y, 
i) El talante: modos y formas de expresar o manifestar la personalidad, de acuerdo al 
medio social y al rol que le corresponde desempeñar a cada persona (si es empleado, 
director, barredor, portero, gerente, propietario o dueño de una empresa, etc.). 
Esto es de suma importancia entenderlo, para conocer y determinar el papel que cumple el 
ordenamiento jurídico-penal como creador de valores, como sistema impositivo de dichos 
valores, como sistema represivo, y, en definitiva, como medio eficaz de control social. 
(Especialmente para las clases pobres, como señalaba el citado autor, doctor Eugenio Raúl 
Zaffaroni). Sin embargo: 
“… subsiste la concepción tradicional sobre el desarrollo de las funciones psíquicas 
superiores es, sobre todo, errónea y unilateral porque es incapaz de considerar estos hechos 
como hechos del desarrollo histórico, porque los enjuicia unilateralmente como procesos y 
formaciones naturales, confundiendo lo natural y lo cultural, lo natural y lo histórico, lo 
biológico y lo social en el desarrollo psíquico del niño; dicho brevemente, tiene una 
comprensión radicalmente errónea de la naturaleza de los fenómenos que estudia.”  
(Bygostky, 1966, pág. 3) 
Es, entonces, gracias a las manipulaciones del llamado “segundo sistema de señales”, cómo 
se logran los efectos anímicos a partir de una simple frase inserta en medio de un discurso, 
como el de la Asambleísta citada, pues, como se indicó, al decir “déjense robar”, lo mínimo que 
se genera es una reacción contraria en la GNOSIA de la gente, quienes al cuestionarse, con un: 
“¡Y yo ¿Por qué me voy a dejar robar?!”, no solamente que están infiriendo su resistencia al 
hecho sensorial invocado por la asambleísta de “dejarse robar”, sino que enseguida asocian con 
otra serie de elementos conceptuales que se difunden por los sistemas mediáticos, como: 
- “Ese absurdo garantismo que más protege al delincuente y desampara a los ciudadanos 
honrados”*1 (repetidos hasta el cansancio, sistemáticamente, todos los días, y en cada 
ocasión propicia por todos los medios de comunicación, en circunstancias en que, 
además, se realizan reportajes como el señalado anteriormente, etc.); o, 
                                                             
1 NEBOT, Jaime; VITERI, Cynthia, en múltiples intervenciones televisivas, ruedas de prensa y discursos 
como aquella intervención en la Asamblea Nacional, ya citada: et al: cita 1. 
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- “La delincuencia azota al país… los ciudadanos se encuentran alarmados… ya no es posible 
soportar tanto robo… la policía es impotente ante tanto crimen de los hampones”, etc., 
lenguajes comunes de todos los medios de comunicación, y con gran despliegue de la 
PRENSA BASURA, que es la más vendida en el país. 
¿Qué se infiere de aquello? Que aquellos que han propuesto el nuevo Código Orgánico 
Integral Penal, son delincuentes, o, al menos, acérrimos defensores de los delincuentes. Luego, 
son despreciables, son ruines, son indignos, son enemigos de los pueblos, enemigos de “la 
seguridad”. ¿O, acaso en la cita anteriormente consignada la susodicha asambleísta no utiliza 
esta frase adicional: “¡No sé nada de seguridad!”? 
Todo esto genera un ambiente de pánico colectivo, de psicosis, de paranoia, de 
segregacionismo (por ejemplo: quien ve a un “negro”, enseguida lo asocia con la imagen de un 
delincuente), y de contenidos conceptuales equivocados sobre la realidad de la delincuencia, de 
la criminalidad y del robo sistemático. Es decir, como también ya se anotó: esconde el latrocinio 
de los grandes y gigantescos delincuentes, como aquellos banqueros que saquearon a todo el 
país, que generaron más de tres millones de migrantes y algunos de los cuales, pocos de los que 
fueron juzgados, hoy están prófugos. 
Pero, lo que se logra generar, complementariamente, es un desprecio por la juridicidad del 
país, acicateando los sentimientos de Venganza, de indignidad, de depravación, de infamia 
colectiva, de verdadera ignominia. Se genera una conducta colectiva alienada, ofensiva, 
mezquina, perversa. 
En la práctica, se pretende revivir, y con buenos resultados, los paroxismos colectivos de los 
circos romanos, donde la gente, el populacho, gozaba con los espectáculos sangrientos y crueles 
donde se hacía luchar a los esclavos hasta morir; o se los ponía ante poderosas fieras salvajes 
para que los destrocen pedazo a pedazo. 
Las multitudes de entonces, gozaban hasta la embriaguez ante estos espectáculos 
sanguinarios; y estos mismos espectáculos se los ha vuelto a proyectar en cientos de versiones, a 
través del cine, en la segunda mitad del siglo pasado, presentándolos como hechos naturales, 
normales y hasta dignos de encomio. 
35 
 
Así es cómo se reviven las osamentas culturales del esclavismo, así es cómo se vuelve a 
manipular las percepciones cognoscitivas de los pueblos contemporáneos; y, con ello, se impone 
la sinrazón, la represión, el obscurantismo, la incultura; pues, al revivir estos sentimientos 
ocultos, pero hechos “médula” en las perceptividad de las neuronas colectivas, fácilmente se 
logran los efectos de alienación que se han expuesto. Y es que: 
“… las costumbres, los valores culturales que determinan el ethos colectivo de los pueblos, 
tienen firmes raigambres históricas, los imaginarios de nuestros ancestros subsisten, firmes, 
en la consciencia colectiva, dándole sus contextos de identidad, de praxis cotidiana, de 
ritualidades implícitas y de reacciones propias ante los hechos y circunstancias económicas, 
sociales, políticas, productivas y culturales de la actualidad. 
“No es en vano que la Iglesia Oficial de los colonizadores españoles organizaban concilios 
específicos para analizar lo más mínimo de las costumbres de los pueblos americanos 
colonizados: desde sus formas de cocinar, de relacionarse con su pareja, de enterrar a sus 
muertos y hasta de descansar en sus tambos; para eliminar los significados ancestrales y 
alinearlos con la imposición del nuevo credo, de la nueva religión, de las nuevas costumbres. 
Por todas estas razones, una de las imposiciones básicas fue la prohibición del uso de sus 
idiomas propios y de sus festividades. Sobre esta últimas, a las que no pudieron eliminarlas, 
las adocenaron vinculándolas con el festejo de sus santos, de acuerdo al calendario 
gregoriano, recién estrenado en 1568…”  (Niquinga Acosta, 2012, pág. 147) 
Esta es la contextualización macro en que se ha dado la elaboración y expedición del Código 
Orgánico Integral Penal, en la que se refleja una contraposición de visiones jurídico-
conceptuales: entre los impulsores de los cambios integrales del sistema penal positivista-
fascista que se impuso en el  Código Penal de 1938 (aún vigente); y quienes pugnaban por 
conservar el obscurantismo represor, vindicativo e inquisidor de ese cuerpo jurídico ya obsoleto. 
No valdría dejar suelta la afirmación sobre lo “positivista y fascista” del Código penal de 
1938; por lo que sería mejor sustentarla. Con dicha afirmación solamente se ha reproducido lo 
que ya hace más de medio siglo señaló el tratadista (Jiménez de Azúa, 1992, pág. 639), sobre el 
Código Penal ecuatoriano: 
“En el vigente Código del Ecuador, la copia del precepto italiano ha sido sólo a medias ... En 
el régimen de concausas ... las enclava en la parte general, pero se aparta de la fórmula del 
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Código Fascista, puesto que admite la atenuación en su heterogéneo artículo, señalado con el 
número 13 ... La fórmula del código ecuatoriano es harto dudosa.   El hecho de admitir las 
concausas, invalida la equivalencia, aunque el párrafo último más bien perece aludir a una serie 
causal intercurrente.  A nuestro juicio, se trata de una de esas redacciones que pretende ser 
práctica y que por ello huye de toda afiliación teórica, aunque más bien se adscribe a una 
vacilante causalidad adecuada…”  
1.4. Contextualización Meso 
Las civilizaciones actuales viven dentro de sociedades totalizadoras que absorben bajo su 
imperio y soberanía a toda forma de organización social inferior. Tales sociedades totalizadoras 
son los Estados. Ninguna persona ni ente social puede existir ni subsistir sin la vinculación 
jurídica real y efectiva con un Estado, de cualquier parte del Planeta. 
Toda persona es ciudadana de un Estado (estadounidense, español italiano, chino, noruego, 
etc., etc.) y sin ese vínculo jurídico-estatal es nadie. Al ser un sujeto sin vinculación con un 
Estado, ni siquiera podrá tener identidad, sin identidad no podrá demostrar quién es; y, como la 
consecuencia más empírica-directa de este hecho: el instante en que un policía le solicite sus 
documentos, no los tendrá, y puede ir a dar con sus huesos a la cárcel. 
Uno de los problemas jurídicos de nivel internacional que se le creó a Edward Snowden fue 
precisamente aquél: se le quitó la nacionalidad, por Decreto Presidencial, ratificado por el 
Senado de Estados Unidos. Snowden es un ciudadano estadounidense que, heroicamente, 
denunció ante el mundo los sistemas de espionaje y de violaciones de las intimidades personales 
y familiares aplicadas por su país en todos los países del mundo, violando soberanías y 
atentando, globalizadamente, contra uno de los más elementales derechos humanos, como es el 
derecho a la intimidad. 
Dicho ciudadano estaba en tránsito por el aeropuerto de Moscú, República de Rusia, y al 
serle retirada su nacionalidad, sus documentos de identidad quedaban invalidados ipso jure (de 
pleno derecho e inmediatamente). Por lo tanto, no podía acreditar quién es; no podía ni siquiera 
salir del aeropuerto; no podía circular por ninguna parte de su territorio (habida cuenta de que le 
buscaban las fuerza mercenarias y de espionajes de los Estados Unidos para matarlo); y, ni 
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siquiera podía solicitar asilo, porque era nadie. ¡Así de grave, evidente y patético fue el 
asunto! 
Pero de estos problemas no informan los sistemas mediáticos, o lo informan a medias, 
tapando lo fundamental, como estas consecuencias jurídicas-objetivas que se acaban de señalar, 
lo que equivale a mentir subliminalmente, porque se impide que la gente común no se entere de 
las trascendencia intrínseca de los hechos; pero, en cambio, a esa misma gente se la enerva en 
sus sentimientos de percepciones negativas, conforme se lo ha demostrado en el subtema 
anterior, al analizar la contextualización macro. 
Será necesario, para ilustrar bien el ejemplo de muestreo empírico presentado, señalar cómo 
terminó el problema de vinculación jurídico-estatal de Snowden y su problema de identidad: 
como se trataba de un problema de trascendencia mundial, un Estado, se prestó para acogerle 
como ciudadano-súbdito de su país. Se le extendieron los correspondientes, nuevos, 
instrumentos jurídicos de identidad; y, recién entonces, pudo solicitar su asilo en Rusia e iniciar 
los trámites correspondientes. A ello se debió que el mencionado ciudadano “ex 
estadounidense” vivió alrededor de cuatro meses encerrado en una cabina del aeropuerto de 
Moscú. 
Se ha utilizado este ejemplo más o menos pormenorizado, para que se visualice, con 
precisión conceptual, la trascendencia material-objetiva y jurídica-institucional, globalizada, de 
aquello que aparece tan simple y cotidiano, la nacionalidad sujeta a un Estado, de la que se 
desprende la ciudadanía dentro de ese Estado, de ella a su vez depende la identidad misma de la 
persona, y, de esta última, uno de los derechos más elementales, como el de poder circular en 
algún espacio de este inmenso y gigantesco planeta. 
Pues bien: ¡Tal cosa es el Estado! 
Concomitantemente, los Estados son sociedades políticas en las que actúan fuerzas 
económico-sociales bien definidas, pero que no se las aprecia ni se la ve, porque este es otro de 
los elementos que se ocultan por todos los medios: informativos, mediáticos, culturales, 
educativos, etc. Simplemente, se enseña que “los Estados son las sociedades políticas 
perfectas”. (Carrillo Narváez & Arregui de Pazmiño) 
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Pero, en la realidad, dentro de los Estados, estos organismos sociales que someten a todas las 
personas alrededor del mundo, se juegan intereses de las clases sociales propietarias de poderos 
grupos económicos. Por ejemplo, apenas 63 familias son propietarias de la economía del país*. 
(Navarro, 1976) 
Y estas controlan el sistema financiero, las principales empresas exportadoras, las principales 
industrias de sustitución de importaciones; y, ante todo: los principales medios de 
comunicación, es decir todo el aparataje mediático-cultural del país; aquel que controla el 
indoctrinamiento de la llamada opinión pública, y la generación de aquellas percepciones que se 
describieron anteriormente. 
Como dice Monseñor Oscar Arnulfo Romero, salvadoreño asesinado mientras oficiaba la 
homilía de una misa en la catedral de San Salvador: “todo está amañando… y no se dice la 
verdad”. 
Pues ahora que se ha podido visualizar, en concreto y de forma viva, la realidad objetiva que 
materializa a los Estados,  es claro que aquellos poderes económicos son los que están detrás del 
Poder Político. Por eso se hicieron, por ejemplo, leyes como las de la Agencia de Garantía de 
Depósitos (la célebre Ley de la AGD) que se probó en cosa de horas por el Congreso Nacional 
de aquel entonces, el 9 de enero del 2001 (como regalo de año nuevo) y sobre la que no se 
informó su real contenido, sino los supuestos falsos. Así una noticia del Diario La Hora, decía: 
“Menos de diez minutos bastaron a los legisladores para ratificar el texto originalmente 
aprobado en el Congreso para fortalecer a la Agencia de Garantía de Depósitos (AGD), con 
lo cual se dejó sin sustento el veto parcial por el Ejecutivo. 
“Una vez publicado en el Registro Oficial, la AGD dispondrá de un marco jurídico que 
introduce varias reformas.  
“Entre ellas, limitar a 5.600 dólares el techo para la garantía de depósitos, quedan 
excluidos los depósitos off shore, los vinculados, castigados, y los calificados en la cartera E. 
“También se establece que los papeles de deuda pública como bonos y títulos valores no 
servirán para hacer constar como parte del patrimonio bancario. Eso implica que las 
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instituciones bancarias tendrán que demostrar en los balances un patrimonio con recursos 
reales antes que papeles de deuda.” 
Lo que no se dijo, en esta noticia ni en ninguna otra, es que: todos los banqueros, amparado 
en esa Ley, podían quebrar libremente sus bancos, y quedar en la más absoluta impunidad. Así 
se aprobó aquella Ley: en menos de diez minutos, como dice la información de su propia 
Prensa. 
Estas son las fuerzas mediáticas y económico-políticas que estaban detrás para impedir la 
aprobación del Nuevo Código Orgánico Integral Penal, por ello, a pesar de que demoró tanto 
tiempo su discusión y su socialización, no se pudo incorporar todo lo que hubiere sido deseable, 
en función de las nuevas disposiciones constitucionales, propias del neo constitucionalismo y 
del garantismo para los sectores plurinacionales, inter-culturales y multiétnicos del país. 
Por lo señalado es que no se dieron las condiciones para la introducción de la normatividad 
jurídico penal sobre: 
1. La necesidad de interpretación intercultural en el juzgamiento, para determinar el error 
substantivo del tipo penal en el infractor, conforme correspondería a los mandatos 
constitucionales; y, 
2. La obligatoriedad, que debiera tener el juez en el desarrollo de la Etapa Intermedia y los 
jueces del Tribunal en la Etapa del Juicio,  para determinar el error de comprensión 
culturalmente condicionado, por parte de miembros de las plurinacionalidades, 
interculturalidades y multi-etnias del país. 
Ese es el meollo jurídico del análisis científico-doctrinario de la presente tesis, como se 
sustentará, más adelante, en el siguiente capítulo; y en lo que concierne a esta partes de la 
investigación, quedan descritos los elementos de la contextualización meso, en torno a las 
VIOLACIONES CONSTITUCIONALES EN QUE INCURRE EL CÓDIGO ORGÁNICO 




1.5. Contextualización Micro 
En el anteproyecto inicial elaborado por la Comisión Técnica integrada por distinguidos 
penalistas de reconocida talla internacional en las ciencias penales como los doctores Eugenio 
Raúl Zaffaroni y Ernesto Albán Gómez, se hizo constar en torno a la materia que ocupa esta 
investigación, lo siguiente: 
“Art. 10.- Principios de la justicia intercultural.- La actuación y decisiones de los jueces y 
juezas, fiscales, defensores y otros servidores judiciales, policías y demás funcionarias y 
funcionarios públicos, observarán en los procesos los siguientes principios que emanan del 
carácter plurinacional, pluriétnico y pluricultural del Estado constitucional de derechos y 
justicia: 
“1. Interpretación intercultural.- En el caso de la comparecencia de personas o 
colectividades indígenas, al momento de su actuación y decisión judiciales, interpretarán 
interculturalmente los derechos controvertidos en el litigio. En consecuencia, se procurará 
tomar elementos culturales relacionados con las costumbres, prácticas ancestrales, normas, 
procedimientos del derecho propio de los pueblos, nacionalidades, comunas y comunidades 
indígenas, con el fin de aplicar los derechos establecidos en la Constitución y los instrumentos 
internacionales y evitar una interpretación etnocéntrica y monocultural. 
“2. Error de comprensión culturalmente condicionado.- Se excluye la responsabilidad penal 
cuando la persona no pudo comprender el carácter ilícito de su acción por estar condicionada 
a tradiciones ancestrales, indígenas o culturales. La pena será atenuada si la posibilidad de 
comprensión se halla disminuida. 
“3. Hechos no punibles en jurisdicción ordinaria.- Las comunidades indígenas podrán 
sancionar como infracciones conductas no contempladas en la ley penal, siempre que no 
fueren discriminatorias, no atentaren contra la dignidad ni fueren sanciones crueles, 
inhumanas o degradantes.” 
Como se puede apreciar, estos principios generales que estaban encaminados a formar parte 
de la dogmática-conceptual e intrínseca de la tipicidad en sí misma, tendía a aplicar los 
principios jurídico-constitucionales de la plurinacionalidad e interculturalidad, con el fin de 
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evitar lo que expresa la propia norma del anteproyecto transcrito: evitar una interpretación 
etnocéntrica y monocultural. 
Contenidos jurídicos esenciales de esta naturaleza, ya fueron contemplados, e incluidos en la 
Reforma Integral del Código Penal de Bolivia, por parte de la Comisión que, en ese caso, estuvo 
integrada por: Luis Arroyo Zapatero, Matías Bailone, Elías Carranza, Adán Nieto Martín, 
Moisés Moreno Hernández, José Sáez Capel, Jan Simón y Eugenio Raúl Zaffaroni; de modo 
que era muy viable incluir estos conceptos jurídico-normativos en la legislación penal del 
Ecuador. Sin embargo, no fue posible. 
Ya en el proyecto definitivo que cursó en la legislatura del Ecuador, la Asamblea Nacional, 
esta propuesta inicial de la Comisión fue eliminada. Y en su reemplazo se incluyó una 
disposición que constaba en el artículo 30 del Proyecto que pasó a segundo debate, y cuyo tenor 
era el siguiente: 
“Artículo 30. Error de tipo.- No existe infracción penal cuando, por error o ignorancia 
invencible debidamente comprobada, se desconozcan uno o varios elementos objetivos del tipo 
penal. 
“Si el error fuera vencible la infracción persistirá y responderá por la modalidad culposa 
del delito penal si aquella existiera. 
“El error invencible que recaiga sobre alguna circunstancia agravante o sobre un hecho 
que cualifique la infracción, impedirá la apreciación de ésta por parte de las juezas y jueces.” 
Este artículo recogía las modernas concepciones científico-jurídicas que fueron ya expuestas 
desde los comienzos del siglo XIX, por el creador del Teoría del Tipo: Ernesto Von Beling, pero 
que fueron desarrolladas en la década de 1930, junto con las teorías sobre la responsabilidad 
objetiva en el delito, pues: 
“Fueron los representantes de las teorías finalistas los que vinieron a introducir en el 
Derecho Penal una conceptualización importante del referido tema, así como también, el 
desarrollo del concepto de error desde un punto de vista del derecho penal por cuanto el 
desarrollo del tema desde la óptica civil no satisfacía las expectativas penales. Aún en 
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nuestros tiempos el derecho penal se continúa sirviendo de los principios fundamentales del 
derecho civil en especial de la teoría general del ilícito civil…”  (Chinchilla Sandí, 1995, pág. 
11) 
En efecto, el error en materia penal, no puede ser equivalente ni parecido al “error del 
consentimiento” en materia civil, por eso era indispensable la norma del artículo 30 del 
Proyecto de Código Orgánico Integral penal, lo que demostraba una coherencia jurídico-
doctrinaria con la normativa plurinacional, inter-cultural y multi-étnica establecida en la 
Constitución vigente. 
Este artículo 30 del Proyecto, fue aprobado en el Segundo debate de la Asamblea Nacional, y 
por consiguiente, con ese contenido fue remitido al co-legislador que es el Presidente de la 
República. Fue él quien lo objetó. 
La objeción del Presidente de la República (Correa, 2014)  al artículo 30 del, todavía, 
Proyecto de Código Orgánico Integral Penal, no se fundamentaba en los principios 
constitucionales a los que se ha hecho referencia, sino, más bien, en una consideración practico-
operativa atinente a los operadores de justicia o ejecutores normativos. Así, el argumento central 
consistió en lo siguiente: 
“Un artículo semejante, va a dejar la puerta abierta para que jueces corruptos declaren 
inocente a cualquiera, porque se valdrán de este fundamento legal, para declarar inocentes a 
verdaderos delincuentes. Eso no se puede permitir…”  
Se trataba, por consiguiente de un asunto contextual-micro, coyuntural, propio de la 
correlación de fuerza políticas (no expresada en las objeciones presidenciales; pero que se 
pueden vislumbrar por las consideraciones que se han señalado en el análisis de la 
contextualización meso); es decir: porque los operadores de justicia, podrían manejar esta 
disposición legal, como medio de corruptela, de venalidad, como ha sido usual en el sistema 
judicial del país, al punto de hacerse carne, en el medio socio-cultural del país ese refrán que 




Finalmente la Asamblea Nacional se allanó al Veto Presidencial y fue eliminada esa norma 
que de por sí, podía abrir una puerta, en términos generales, a las nuevas corrientes jurídico-
positivistas, de la Responsabilidad Objetiva; pero con los riesgos anotados, objetivamente, por 
el Presidente de la República. 
En sentido estricto, como se analizará con mayor profundidad en el siguiente capítulo, la 
apertura conceptual de la norma eliminada, tampoco reflejaba el espíritu de la juridicidad 
científico-constitucional dada por el artículo 10 del anteproyecto; pero este señalamiento no es 
más que otro de los elementos coyunturales determinantes de la contextualización micro. 
1.6. Análisis Crítico 
La situación jurídica-constitucional del país, no deja de ser compleja porque el 
neoconstitucionalismo del Estado de Derechos y de Justicia, y, luego, el todo el marco 
conceptual, y De Principios, del Régimen de Derechos, rompe los sistemas de dominación a que 
estuvieron acostumbradas las clases dominantes: los banqueros, las multinacionales y sus 
vasallos en calidad de gobernantes, de aquellos que se declaraban “los mejores amigos de los 
empresarios y de los gobiernos de Estados Unidos”. 
Es muy claro y notorio que cuando aquellas clases dominantes gobernaban el país, hasta a lo 
oprobioso del sistema penal le daban visos de legalidad o de racionalidad e incluso de supuesta 
“justicia”, como aquellos ajusticiamientos in situ por multitudes enardecidas, los linchamientos 
cotidianos espoliados por todo el sistema mediático con el fin de esconder los grandes atracos 
de los grandes banqueros. 
Pero, hoy, que se han eliminado, constitucionalmente, múltiples mecanismos jurídicos de 
saqueo del país, como las privatizaciones de bienes y recursos públicos, de los servicios 
públicos, como el agua y hasta la recolección de basura, con los que hacían su gran negocio, 
aquellas clases sociales, se hallan resentidas en grado sumo, y mueven todos sus resortes 
ideológico-religiosos y psicológicos-perceptivos, para enervar a la ente, para envenenarla en sus 
mentes, para emponzoñar sus sentimientos, para dañar su comprensión de la realidad en todos 
los aspectos de la vida nacional, y, claro, también en lo que atañe a los contenidos de las 




Por lo pronto, se tiene un nuevo Código Orgánico Integral Penal, sobre el que se ha 
emprendido una sistemática capacitación a los jueces y funcionarios del sistema judicial, porque 
es un cuerpo jurídico que cambia radicalmente los conceptos positivistas e inquisitoriales del 
Código Penal de 1938. 
Este Código Orgánico Integral Penal constituye un gran aporte a la ciencia jurídica en 
términos generales; pero no se corresponde con la amplitud jurídica-constitucional de la 
plurinacionalidad, de la inter-culturalidad y de la multi-etnicidad., requisitos básicos del 
Régimen de Derechos y del Régimen del buen Vivir. 
Sin embargo, como en este nuevo cuerpo legal se incluyen, con mucha precisión, las 
definiciones básicas de los elementos estructurales del delito, ya, por fin, es de esperar que no se 
tengan resultados de la aplicación jurídica en que se reflejen las viejas concepciones, por falta 
de comprensión de los ejecutores normativos. 
Habrá que estar muy vigilantes, y, en este ámbito de la juridicidad institucional del país, 
tienen su rol toda la ciudadanía, los organismos de control y, en su sentido operativo inmediato: 
el Consejo de la Judicatura. 
1.8. Formulación del problema 
¿Por qué se había mantenido en la legislación positiva penal ecuatoriana un sistema mono-
cultural excluyente y discriminatorio, imponiendo cargas de antijuridicidad, imputabilidad y 
culpabilidad penales a sectores indígenas que, por su diferencia cultural-cognoscitiva, su 
diversidad étnica y su cosmovisión distinta, no estaban obligados a someterse a ciertos tipos 
penales que estaban fuera de su conducta, de su ethos colectivo y de su comprensión perceptiva 




1.9. Preguntas directrices o interrogantes de la investigación 
¿Qué consecuencias jurídico-materiales se han derivado de un sistema penal basado en la 
monocultura ideológico-religiosa dominante, discriminatoria y colonizadora? 
¿Se debe persistir en la conservación institucional de un Estado, represivo, policíaco y 
estigmatizante a través de la normativa penal? 
¿Acaso no se requiere un cambio sustancial de la institucionalidad de la política penal del 
Estado ecuatoriano, y el Código orgánico Integral penal, no debió haber sido elaborado en 
forma acorde con la Constitución de 2008? 
¿Cómo se debe dar la aplicabilidad del Régimen de Derechos para las comunidades, etnias, 
culturas y nacionalidades, en materia de la Política Penal, de la tipicidad penal y de la 
judicialidad del sistema penal? 
1.10. Delimitación del objeto de la investigación 
El objeto de la investigación está constituido por la normativa penal inherente a la 
apreciación de las conductas típicas-penales, conforme a los conceptos jurídico-constitucionales 
de la plurinacionalidad, la interculturalidad y la multietnicidad, elementos determinantes del 
nuevo Estado de Derechos y de Justicia. 
Ha sido costumbre la imposición unicultural o monocultural en el país y esta ha sido otra 
forma directa de colonización, puesto que no se han respetado las cosmovisiones de las culturas 
aborígenes ancestrales. 
Si se revisan las obras literarias de denuncia, realizadas, básicamente, por la Generación de 
1930, ya que no pueden haber otros referentes en vista de que los indígenas seguían siendo 
propiedad inmobiliaria de los feudos o haciendas, en la forma más cruda, conforme a lo 
determinado por el artículo 588 del Código Civil, pues aquéllos (los indígenas), eran, nada 
menos que bienes inmuebles por destinación. Por eso hasta existen anuncios en la prensa, que 
ofertan vender “hacienda con doscientos indios”. 
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De modo que el objeto de la presente investigación, lo constituye esa conceptualidad 
subyacente, que instituye una sola visión cultural dominante y que al ser aplicada a la tipicidad 
penal se convierte en otra potente arma de dominación y de represión cultural. Por esto es que 
era indispensable una normativa penal que garantice la interpretación intercultural en el 
juzgamiento, y determinar el error substantivo del tipo penal, por parte de miembros de 
culturas diferentes, que fueren procesados penalmente. 
1.11. Unidades de Observación 
Son unidades de observación las normas jurídicas que se han expuesto: Tanto las que 
constaban en el Anteproyecto Original, como la que paso por el sistema legislativo de 
aprobación en la Comisión de lo Penal de la Asamblea Nacional, y en los dos debates exigidos 
constitucionalmente para su aprobación. 
Sobre ellas es que se realizarán los análisis filosófico, Doctrinario, teórico, jurídico, 
sociológico-social y legal, en el próximo capítulo. 
1.12. Objetivos: 
  Objetivo General 1.12.1.
Establecer los ámbitos jurídico-doctrinarios de los elementos estructurales del delito y 
los fundamentos substanciales para la existencia objetiva del error de tipo que, 
desgraciadamente, fueron descartados en el nuevo Código Orgánico Integral Penal, 
desconociendo, en el fondo, los lineamientos constitucionales de la plurinacionalidad, 






 Objetivos Específicos: 1.12.2.
a) Determinar la naturaleza jurídica del Estado represivo-policíaco en materia 
penal, instituido en el Ecuador; y su crisis a partir de la década de 1990; 
b) Demostrar la necesidad de un cambio sustancial en la institucionalidad del 
Estado ecuatoriano, para que la política penal sea acorde con la constitución de 
2008; 
c) Realizar un análisis jurídico-doctrinario sobre la nueva institucionalidad del 
sistema penal, de la política penal y de la legislación penal objetiva que se ha 
proyectado en el Ecuador;  y, 
d) Demostrar, con serios fundamentos jurídico-doctrinarios, por qué es que el 
Código Orgánico Integral Penal, viola la Constitución al haber descartado los 
contenidos del error de tipo, basado en los principios de la plurinacionalidad, 
multi-etnicidad e interculturalidad, que sí constaba en el Proyecto que tramitó la 
Asamblea Nacional. 
1.13. Justificación e importancia 
Esta investigación se justifica: 
• Por el incuestionable aporte teórico-jurídico que implica la sustentación de una 
nueva institucionalidad penal dentro de los marcos contextuales de la 
plurinacionalidad, interculturalidad y multietnicidad. 
• Porque se dará también un aporte práctico-objetivo, o concreto-operativo, y su 
fundamentación servirá para la nueva comprensión jurídica de los elementos 




• Por la originalidad e innovación en cuanto al planteamiento jurídico, acorde con 
los nuevos lineamientos del Régimen de Derechos en el Nuevo contexto del 
Estado de Justicia, establecido por la Constitución vigente. 
• Porque los beneficiarios de los aportes de la presente tesis serán todas las 
nacionalidades, pueblos, etnias y culturas que hasta hoy han sido ignoradas, 
discriminadas y hasta estigmatizadas dentro de los ámbitos del Derecho en 
términos generales y del derecho penal en forma particularizada. 
• Por el impacto que tendrá para la seguridad jurídica del país y de un importante 
sector de ciudadanos del nuevo Estado de Derechos. 














2.1. Antecedentes de la investigación 
Los hechos jurídicos que sirven de antecedente a la presente investigación jurídica, se 
desprenden de la constatación de hechos discriminantes, establecidos por la vía del 
ordenamiento jurídico, como el del artículo 68 de la Constitución de 1830, que se dejó 
puntualizado en el planteamiento del Problema. 
Por otro lado, se constata, también,  que el Derecho Penal es la vía más directa del “control 
social”, por su carácter esencialmente ontológico, ya que se basa en “el deber ser” de las 
conductas humanas con respecto a la escala de valores, filosóficos, religiosos e ideológicos que 
el Estado (como sociedad total) los considera predominantes y válidos para su convivencia. 
Esta naturaleza ontológica del derecho penal, llevó a (Welzel, 1952, pág. 165) a afirmar que 
“los elementos descriptivos sólo puede tener éxito sobre la base de la concepción ontológica del 
Derecho Penal”*; de allí que, conforme sean los valores ideológicos o religiosos, o las 
religiones que los Estados asumen como Oficiales, ya en forma directa o ya implícitamente, es 
que se instituyen tipos penales que describen conductas acordes con dichos valores: 
Por ejemplo: en la Constitución de 1869, conocida históricamente como la Carta Negra, en 
su artículo 9 disponía: 
“Artículo 9.- La Religión de la República, es la Católica, Apostólica, Romana con exclusión 
de cualquiera otra, y, se conservará siempre con los derechos y prerrogativas de que debe gozar 
según la ley de Dios y las disposiciones canónicas. Los poderes políticos están obligados a 
protegerla y hacerla respetar.” 
Bajo esta premisa jurídico-religiosa, el siguiente artículo de dicha Constitución de 1869, al 
determinar los Derechos de Ciudadanía impuso: 
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“Artículo 10.- Para ser ciudadano se requiere: 
1. Ser católico; 
2. Saber leer y escribir; 
3. Ser casado o mayor de veintiún años.” 
Por consiguiente, a partir de estas nociones jurídico-valorativas de esa religión oficial del 
Estado, en el Código Penal Garciano se establecieron tipicidades penales de los llamados 
“delitos contra la religión”, entre las que se sancionaban conductas como la de “obstruir el curso 
de procesiones o actos religiosos”. 
“En Ecuador, el artículo 161 del Código Penal (dentro del capítulo ‘De los crímenes y 
delitos contra la religión’) que se promulgó en tiempos de García Moreno contemplaba 
sanciones de ‘tres a seis años de reclusión menor’ para la ‘inobservancia de preceptos 
religiosos’, la mofa o el desprecio ‘de los sacramentos o misterios de la Iglesia’ y la persistencia 
en propalar ‘doctrinas o máximas contrarias al dogma católico’”  (Flores) 
Así se demuestra que los tipos penales imponen un Deber Ser u ontología de las conductas, 
estimadas como válidas por los Grupos Dominantes del Estado, quienes, incluso, imponen 
ciertas creencias, ritualismos religiosos y principios de fe, para moldear las conductas de las 
personas y de los pueblos. 
Si, por ejemplo, en aquel tiempo a un indígena se le hubiera ocurrido manifestar su venero 
hacia la Pacha Mama, ipso-jure se ponía incurso en uno de los “crímenes contra la religión”; y, 
como además existía un régimen penal inquisitorio, tenía asegurada una condena de seis años de 
reclusión, conforme a la norma que se hubo ejemplificado. 
Pero, aquí surge la pregunta medular que permite entrever el problema básico de esta 
investigación propuesta: 
¿Les era exigible a los grupos, comunidades, etnias, nacionalidades y culturas vernaculares 
del país, acatar las normas constitucionales señaladas, observar conductas que negaban lo más 
profundo y venerable de su ser, de sus creencias, de su religiosidad, de su ethos colectivo, de sus 
costumbres y de su cosmovisión? 
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La respuesta es de un NO rotundo y categórico, tal conducta no les era exigible a las 
comunidades y pueblos indígenas, salvo por el hecho material de un Estado represivo-
colonizador, mono-cultural e impositivo de sus creencias, de su fe, de sus valores, los cuales 
eran, todos, extraños al ser de las nacionalidades ancestrales, de las culturas vernaculares y de 
los pueblos aborígenes de nuestro país. 
Estas concepciones jurídicas discriminatorias y discriminantes, son las que surgen a la 
palestra de la doctrina penal, con la institucionalización de un Estado PLURINACIONAL, multi-
étnico e intercultural; que tiene consecuencias directas en el ordenamiento jurídico penal y en 
concepciones ideológico-religiosas como las que quedan expuestas; y es bajo tales antecedentes 
que surgen las inquietudes jurídico-doctrinarias para la elaboración de este Proyecto de Tesis 
Al efecto se ha consultado amplia bibliografía de reputados autores como Ernst Von Beling, 
Has Welzel,  Luis Jiménez de Asúa, Raúl Eugenio Zaffaroni, Aniyar de Castro, Alfonso Reyes 
Echandía; y de los tratadistas nacionales, a: Ernesto Albán Gómez, Alfonso Zambrano Pasquel 
y Rodrigo Bucheli, entre otros que se los consigna en la bibliografía adjunta. 
2.2. Fundamentación  Filosófica 
Es muy claro que el Derecho en términos generales, y de manera particularizada en el 
Derecho Penal, se delinean y establecen una serie de las VALORES que se los sistematiza para 
que sirvan de base a las concepciones jurídico-normativas. Pero: 
• ¿Qué son los valores? 
• ¿Por se los considera como tales? 
• ¿Cuáles son sus fundamentos REALES Y AUTÉNTICOS? 
• ¿De dónde provienen? 
• ¿Quién los inventó? 
Son interrogantes concretas y vivas que llevan a pensar en el porqué de ciertas normas; y en 
por qué no de otras; o, ya más concretamente: 
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• ¿Por qué es “malo” (por qué es un antivalor) cierto tipo de conducta como la 
bigamia, por ejemplo; mientras en otras civilizaciones y sus respectivas 
legislaciones, es UN VALOR, la poligamia? 
• ¿Qué es lo que hace que una cosa sea buena para un grupo social; y sea mala para 
otro, incluso si los dos están dentro de los mismos supuestos ideológico-religiosos, 
ético-morales y político-jurídicos? 
• ¿Por qué, ya tomando un caso ejemplificativo extremo: hasta el fornicar es 
“MALO”, para todos los pueblos, según los Diez Mandamientos de Moisés; 
mientras que es algo MUY BUENO, cuando “Salomón tiene trescientas esposas 
vírgenes y setecientas concubinas”*? (La Biblia: Libro de Reyes-Capítulo 11, 
Versículo 3., 1972) 
• ¿Por qué, entonces, unos tienen una titularidad de derechos sobre un mismo 
SUPUESTO DE DES-VALOR; mientras para otros, es decir para la gente del 
pueblo, para los esclavos y plebeyos en el caso ejemplificado del Rey bíblico 
Salomón, SE LO IMPONE COMO “VALOR INMACULADO”? 
Estas reflexiones, propuestas en forma de interrogantes, llevan a indagar otros hechos 
materiales del contexto ideológico-filosófico y constatar que los supuestos valores, a más de no 
ser uniformes para los pueblos que para los reyes; pues de estos últimos hasta las conductas 
disolutas los hacen preferidos de los dioses, como es el caso concreto y objetivo del bíblico 
Salomón. 
Deben haber razones para que se produzcan estas contradicciones evidentes sobre el mismo 
hecho, acción o conducta considerados como “valor”, pues lo ejemplificado sobre uno de los 
más notables reyes que es tenido por paradigma de la civilización occidental y cristiana, no deja 
de poner en duda la validez de un valor tenido por divino, como es el del sexto Mandamiento de 
la Ley de Dios: ¡No Fornicarás! 
¿O acaso no se fundamentaba en este “sagrado mandamiento”, la penalización existente 
hasta hace tres décadas, sobre el concubinato y el adulterio? 
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¿Cómo es, entonces, que un Rey Sagrado, es el preferido de Jehová porque construyó el 
Templo más grande del Medio Oriente, y lo revistió de oro, siendo público y notorio que 
violaba reiterada, pública y tozudamente el más directo mandamiento en contra de la sexualidad 
humana, que fundamentaba la imposición de los artículos más represivos de nuestra legislación 
penal contemporánea? 
Estas interrogantes no se pueden explicar ni justificar con digresiones, rodeos ni vaguedades. 
Debe haber hechos, condiciones y circunstancias materiales que determinen y fundamenten el 
porqué de ese doble rasante sobre un mismo supuesto de valor. 
Y una de las pistas, sobre las razones profundas, objetivas, materiales, directas y concretas, 
traza (Pérez Guerrero, págs. 6-10), insigne Rector de la Universidad Central del Ecuador, en su 
obra “Fundamentos del Derecho Civil Ecuatoriano”, una obra que, según se cuenta, hasta hace 
poco era texto obligado para el Estudio de Introducción al Derecho: 
“… lo que el grupo dominante (del Estado) considera justicia, es lo que protege los intereses y los 
bienes de ese grupo. Lo justo para los brahmanes no era lo justo para los parias; lo justo para los 
patricios no era lo justo para los plebeyos; ni para los siervos, las normas que protegían la 
propiedad y las extorsiones de los señores feudales; ni para los obreros es justa  la opresión legal 
de los capitalistas […] 
“Tradicionalmente son las divisiones del derecho en subjetivo o facultad de obrar; y objetivo, o 
sea la norma misma que permite esa facultad.  El uno y el otro se presentan, por lo mismo, 
correlativos: tenemos la facultad en cuanto nos la atribuye la norma, y aquella desaparece 
cuando la norma es distinta.  Se daba antes mucha importancia al derecho subjetivo porque se 
consideraba la facultad independiente de la norma; pero ya hemos examinado que, en el fondo, la 
norma es lo fundamental en el derecho y que un derecho dé facultad sin norma que lo garantice 
sería irrisorio…”  
No obstante se puede apreciar, con  claridad, que las normas asumen como supuestos de 
valores, los intereses, no solamente económico-sociales que, por contraste, los señala el Maestro 
citado, (los justo para los brahmanes no lo es para los parias; ni lo justo de los patricios romanos 
lo es para sus esclavos y plebeyos); sino que dicha dominación (económico-social) no se 
completa sin la correspondiente dominación ideológico-política y filosófico-religiosa. 
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Es a esta última dominación que las clases y grupos dominantes (a los que se refiere el 
doctor Alfredo Pérez Guerrero), le asignan una importancia fundamental, básica, primordial. 
¿Cómo podría vivir tranquilo y feliz un esclavo si no se le persuade, entre otras cosas: “que esa 
es la voluntad de dios”? Por ello es que en el llamado Nuevo Testamento de la biblia, texto 
matriz ideológico-religioso de la civilización occidental y cristiana, se hallan “mandatos 
divinos” como los siguientes: 
“Esclavos obedeced a vuestros amos, en la tierra, según la carne; con temor y temblor; 
con sinceridad de vuestro corazón, como a Cristo; no sólo a quienes los halagan porque ¿qué 
mérito tiene agradar si os tratan bien?; más si son duros con vosotros y servís de corazón, con 
mansedumbre; eso es agradable a los ojos del Señor…”  (San Pablo (1972) Epístola a Los 
Efesios, en La Biblia. Cit: Et Al.) 
Esta es la mono-culturalidad que se ha impuesto como paradigma absoluto de dominación en 
todo el Continente Americano, a través de quinientos años de colonización; y son los supuestos 
valores que, como principios ideológico-filosóficos dominantes subyacen, inconmovibles, en el 
subconsciente e inconsciente colectivo. 
Por eso, se afirma que las civilizaciones actuales asisten a una guerra subterránea, de “golpes 
suaves”, denominada también “guerra de cuarta generación”, a través de los sistemas mediáticos 
(prensa radio, cine y televisión) que son los que manipulan la preceptividad cognoscitiva de los 
pueblos, los que imponen las creencias, generalmente falsas, pero que interesan a los grupos y 
clases dominantes (hoy a escala globalizada). 
Esta es la mono-culturalidad que aún pretende ocultar estas realidades; y, con tal objetivo 
central, habla e impone una serie discursiva de supuestos a los que denomina “valores”; y en 
este sentido se elaboran largas listas de conductas deseables, que se las exige por vías 
deontológicas que se las plasma en normas jurídicas civiles, mercantiles, penales, etc. 
Bajo estos sistemas impositivos de “valores deontológicos”, deseables, es que todavía 
subsiste, todo un mecanismo de alienación colonizadora. Una serie de supuestos “valores” que 
solamente reflejan los contenidos intrínsecos del coloniaje aún vivo, al punto que es este venero 
“a la civilización occidental y cristiana” con todas sus repercusiones colonialistas y 
55 
 
esclavizadoras, el que ha impedido el avance integral, completo, de la normativa penal, en 
sentido acorde con la nueva institucionalidad constitucional del país. 
Y es por estas razones, de carácter filosófico profundo e intrínseco, que el COIP no avanzó 
lo suficiente, mucho más, como pudo haberlo hecho y como estuvo propuesto desde los inicios 
en el anteproyecto presentado por la Comisión Técnica que instituía ciertos principios de 
justicia intercultural, integrados por: la interpretación intercultural y el error de comprensión 
culturalmente condicionado. 
2.3. Fundamentación Jurídica 
La juridicidad de un Estado debe corresponder a sus realidades materiales concretas y 
objetivas. Una de las fallas de las ciencias penales del país, y de la penología en general, ha 
radicado en el copismo de supuestos valores, a los que se les ha dado vigencia en el país, como 
medio de reproducir las concepciones propias del coloniaje. 
De allí que, dentro de la nueva institucionalidad jurídica-constitucional que vive el país, fue 
muy acertada (y con mayor apego a los fundamentos constitucionales del Estado Plurinacional, 
inter-cultural y multi-étnico), la concepción jurídica de la Comisión Técnica que elaboró el 
anteproyecto del Código Orgánico Integral Penal (que, además, lo denominó inicialmente 
Código Orgánico Integral de Garantías Penales), al haber propuesto un lineamiento jurídico 
normativo sobre la justicia intercultural, que se subdividía en dos sub-ámbitos: 
a) La interpretación intercultural exigible para los juzgadores, para que eviten una 
interpretación etnocéntrica y mono-cultural (colonialista y propia de “la civilización 
occidental y cristiana” a la que se ha hecho referencia en el subtema anterior) ; y, 
b) El error de comprensión culturalmente condicionado, excluyendo de la responsabilidad 
penal cuando la persona no pudo comprender el carácter ilícito de su acción por estar 
condicionada a tradiciones ancestrales, indígenas o culturales. 
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Para ilustrar la comprensión de la profundidad y alcances sobre la propuesta indicada, es 
necesario servirse de una analogía ejemplificativa que ayude a visualizar su trascendencia. 
Entonces: 
Si se retoma lo expuesto en la fundamentación filosófica, se podrá colegir que aquellas 
visiones ético-moralistas (que además se evidencian como falsas o inadecuadas para los grupos 
dominantes, como los reyes bíblicos) no coinciden ni pueden corresponder a la cosmovisión de 
las comunidades ancestrales del Ecuador y aborígenes de todo el continente americano. 
Por ejemplo, si se aplica el mismo curso del ejemplo anterior: aquel de la amplísima 
liberalidad para ejercer la sexualidad por parte de  los reyes bíblicos; frente a las prohibiciones 
del “no fornicar” impuestos a esclavos y plebeyos, se podrá constatar que no tiene relación 
alguna con  la realidad histórica de los pueblos americanos, ni con las costumbres de la 
sexualidad, propias de la Etapa del Desarrollo Histórico en que se hallaban las civilizaciones 
aborígenes de América. 
En efecto: las mayores culturas aborígenes de este continente como la Maya, Azteca, 
Chibcha e Inca, no rebasaron el Estadio Medio de La Barbarie, según los estudios científico-
objetivos realizados por Lewis Morgan*, los mimos que han sido aceptados universalmente. 
Al efecto, (Morgan, 1936) descubre que la humanidad ha atravesado por distintos períodos 
de desarrollo histórico, conforme ha sido el avance de sus inventos y o descubrimientos 
aplicados a sus formas de sobrevivencia; así: 
a) La Comunidad Primitiva, dividida en tres Estadios: inferior, medio y superior; 
b) La Barbarie, también dividida en tres Estadios: inferior, medio y superior. En este 
último aparece el esclavismo; y, 
c) La Civilización que se inicia con la invención del alfabeto fonético.* 
Ahora bien, si se constata el nivel de desarrollo de las culturas aborígenes americanas a 
través de los llamados “imperios” ya mencionados, que no son tales, puesto que en América no 
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hubo “imperios”, se verifica que tales culturas y pueblos se hallaban en el Estado Medio de la 
Barbarie, un período en que no hay esclavismo porque los medios de producción, si bien son 
desarrollados en ciencia y tecnología, no alcanzan el grado de desarrollo para masificar la 
utilización de mano de obra en beneficio de una casta; este proceso es propio del Estadio 
Superior de la Barbarie. 
Estas condiciones materiales concretas del grado de desarrollo evolutivo-histórico de las 
culturas americanas, determinan una serie de consecuencias, entre otras: que esas sociedades 
políticas no son Estados propiamente dichos, por consiguiente no existe un normativa jurídica 
formalizada (esto ni siquiera lo elaboraron los romanos, en el sentido cómo conocemos y 
entendemos los cuerpos jurídicos actuales); y, por ende, las cosmovisiones de los pueblos 
aborígenes americanos son totalmente distintas de los prejuicios dogmático-feudales de los 
Estados Imperiales europeos. 
Pero, para lo que se relaciona con lo ejemplificado sobre la sexualidad, sus prácticas y 
visiones son totalmente diferentes en las comunidades y culturas aborígenes americanas, éstas, 
por las condiciones del desarrollo histórico que se acaba de indicar (Estadio Medio de la 
Barbarie), apenas han sobrepasado los niveles de la familia punalúa, y sólo existen breves 
asomos de la llamada “familia sindiásmica”*. (Morgan, 1936) 
En las familias punalúas, las relaciones en el ejercicio de la sexualidad se dan por grupos 
generacionales, de tal modo que no existen los conceptos “matrimonio”, no hay parejas 
exclusivas ni de abstencionismo sexual, ni, peor, el concepto de “fidelidad” porque nadie es 
pareja de nadie. Todos los varones de una generación, tienen libre acceso para sus relaciones 
sexuales con todas las mujeres de la misma. Por ello la sexualidad es una fiesta colectiva; y, 
claro, si no existe el concepto de “matrimonio” ni de “pareja exclusiva”, tampoco es conocido 
en instinto de los celos, ni cosa parecida. 
En las familias sindiásmicas, en cambio, ya se presentan ciertos asomos de convivencias de 
pareja, pero esto tampoco es “matrimonio” ni exclusividad sexual formalizada o convenida. 
Simplemente una pareja se gusta con mayor atracción y decide convivir de forma más estrecha, 
pero, tampoco, esto es obstáculo para que cada uno de ellos, tenga sus relaciones sexuales de 
casualidad con otra persona. 
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Al ser esa relación de las convivencias sindiásmica bastante laxa, es duradera la relación de 
la pareja mientras se gustan o conservan alguna forma de atracción. Pero, como las emociones, 
los gustos y los sentimientos son cambiantes, llegado el momento de ese cambio, simplemente 
se separan, y no pasa nada. Generalmente los pocos aperos domésticos se quedan con  la mujer; 
y todo sigue fluyendo con naturalidad.* (Morgan, 1936) 
¿Qué sentido puede tener, en una cultura semejante a la descrita, la prohibición de “no 
fornicar”? Lo más elemental es que un dictado semejante aparezca como un absurdo completo y 
hasta ridículo. O ¿qué puede entender una cultura semejante por “adulterio” o “concubinato”?. 
Estos son los hechos que determinan una consciencia y aprehensión cognoscitiva totalmente 
diversa, condicionada por su cultura, y frente a la cual, aquellos tipos penales no tienen ninguna 
relevancia ni significado (por eso, inclusive, tuvieron que ser derogados). 
Es frente a éstos, y a otros valores culturales de ancestro, que jamás tuvo sentido, incluso 
hasta el tercer cuarto del siglo pasado, el hecho de la convivencia de pareja bajo relaciones 
contractuales del “matrimonio”. Claro que en la Sierra, el carácter cerrado del régimen feudal 
permitía un control directo de los indígenas, y los “hacían casar” (como se dice en las novelas 
de la generación de 1930 y en las canciones nacionales de entonces); pero, en la Costa, eso era 
improbable y casi imposible: primero por la dispersión del territorio y lo riguroso del terreno; y, 
segundo, por la falta de mano de obra. 
El control que ejercían las autoridades eclesiásticas en esta materia, del rigor con que 
vigilaban que se cumpla el “SACRAMENTO” del matrimonio era tenaz; y como muestreo vale 
reproducir esta carta del Obispo de Riobamba en viada en el año 1891 (en plena gesta de la 
Revolución Liberal; y cuando gobernaba el País un grupo oligárquico denominado 
“Progresista”, encabezado por el hijo de Juan José Flores). 
Dicho Obispo, no estaba conforme con que se les haya impuesto una pena exigua, por vía 
policial; y, exigía que se castigue con mayor rigor, directamente por el Ministerio de Gobierno, 
sin proceso judicial alguno (proceso criminal se denominaba en ese entonces); y solicita que se 
los recluya en un manicomio, de por vida,  a dos parejas implicadas: en adulterio, la una; y, en 
concubinato, la otra. He aquí la Carta del Obispo, en la que comienza por reproducir la carta que 
a él le envía el Intendente General de Policía de Chimborazo: 
59 
 
“Gobierno Eclesiástico de la Diócesis. 
“Riobamba, julio 4 de 1891. 
“H. Sr. Ministro de Estado en el Despacho de Justicia: 
“El señor intendente general y comisionado supremo de la provincia, con fecha 1º de los 
corrientes, me dirige el oficio que sigue: 
“ ‘Impulsado por el deseo de favorecer la moral de este país, y compelido por mis deberes, he 
impuesto doce días de prisión a Camila Dávalos y a Carmen Robeli, a quienes la opinión 
pública acusaba de vivir escandalosamente sin el menor respeto a Dios y con gran desprecio 
de la sociedad. 
“‘En efecto, cinco testigos uniformes, de entre muchos, comprueban que la primera ha vivido 
largo tiempo en concubinato público con Fidel Martínez, hermano de su difunto esposo; y la 
segunda también en público adulterio con Juan Chiriboga, marido de una virtuosa mujer y 
padre de algunos hijos. 
“‘Como la pena a que les he condenado es insignificante y, sobre todo, no llena el objeto de la 
medida, porque el Reglamento de Policía no me permite agravarla, me dirijo a S. S. Ilma., a 
fin de que en uso de las facultades que le conceden los Cánones y en virtud de que en esta 
diócesis no hay una casa de corrección, las destino al Manicomio de Quito, establecimiento 
moralizador a la par que humanitario, para lo cual S. S. Ilma. Podría dirigirse al Supremo 
Gobierno, pidiéndole que ordene a las autoridades de este lugar le presten los auxilios 
necesarios. 
“‘Dios guarde a US. Ilma. 
“‘R. Aguirre’ 
“Cumpliendo, pues, con mi deber de velar por las buenas costumbres y retirar los escándalos 
del país, suplico al Supremo Gobierno, por órgano de US. H., faculte a las autoridades civiles 
de esta ciudad para que, mediante su auxilio, sean tomadas y remitidas al Manicomio de 
Quito, así las personas indicadas por el Señor Intendente, como las más que hubieran 
menester esa corrección. 
“Dios guarde a US. H. 
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“† Arsenio, Obispo de Riobamba”  (Ministerio de Negocios Eclesiásticos, 1892, págs. 15-16) 
Estos eran los mecanismos represivos, y los abusos de las autoridades policiales, con 
respecto a la vida íntima de las personas. Un intendente que se atreve a imponer la “pena 
máxima que está en al ámbito de sus facultades”, porque ha tenido noticia de que una pareja 
vive en concubinato y otra en supuesto adulterio. Sin proceso penal, sin cumplir las leyes en 
materia judicial, etc. 
Pero, aquél no se queda satisfecho con haberse excedido en sus atribuciones policiales y 
administrativas, sino que se atreve a dirigirse al Obispo, para que “imponga su autoridad ante 
los organismos gubernamentales” y pida que se los recluya de por vida en un manicomio a los 
supuestos infractores. 
Así es cómo se ha dado, el influjo y control mono-cultural, teocrático, feudal e ideológico-
moralista para el ejercicio fáctico de la penalidad; incluso violando las normas expresas de 
las leyes como se puede evidenciar por el documento transcrito. 
Ventajosamente en la autoridad del Ministerio de Gobierno, primó el buen sentido, aunque 
en forma parcial, porque responde al Obispo del siguiente modo: 
“República del Ecuador. 
“Ministerio de Negocios Eclesiásticos, etc. 
“Quito, 8 de julio de 1891. 
Ilmo. Sr. Obispo de Riobamba: 
“El concubinato es crimen castigado en nuestro Código penal y sin orden judicial no se 
puede reducir a prisión por ese motivo a persona alguna. Pudiera S. Sª. Ilma. hacer la 
denuncia al Agente Fiscal para que persiga a los culpables de esa infracción para que, 
concluido el juicio y dada la sentencia, se cumpla ésta en la cárcel respectiva. 
“No puede el Poder Ejecutivo ordenar la retención en el Manicomio sino a los locos 
declarados y a los ebrios consuetudinarios. 
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“S. E. el Jefe del Estado me ha encargado contestar así el oficio de S. Sª. Ilma. de 4 del 
presente. 
“Dios guarde a S. Sª. Ilma. y Rma. 
“Elías Laso” 
Así ha funcionado, y funciona en su realidad material de aplicación, la normativa penal, con 
las cargas mono-culturales y teocrático-inquisitivas que se acaban de testimoniar; esto es una 
realidad, la herencia ideológico-perceptiva de quinientos años de dominación colonizadora, no 
ha permitido que las clases dominantes se liberen de esas ataduras. 
Los epílogos de aquel incidente histórico-jurídico son más sorprendentes aún. Como no 
satisfizo al Obispo de Riobamba la respuesta del Ministro de Gobierno, éste se quejó ante la 
Arquidiócesis de Quito. Intervino entonces, el Arzobispo de Quito José Ignacio Ordóñez, quien 
sometió a los imputados, con el argumento de que como la Iglesia era propietaria del 
manicomio de Quito, podía recluirlos sin autorización de ninguna autoridad civil; y así 
procedió, solamente que en el caso del “adulterio”, que le recluyó únicamente a LA MUJER, ya 
que, según la tipicidad del adulterio con respecto al hombre: éste, según lo que estuvo vigente 
hasta 1983, solo cometía adulterio cuando “tuviere amante manceba, en la casa común, donde 
vivía con su mujer”. 
El incidente histórico tuvo enorme trascendencia en la vida nacional, en vista de que el 
teocratismo eclesiástico presionaba en las instituciones civiles para fortalecer su poder y control, 
ya que se avizoraba el triunfo del “indio Alfaro”, cuyos padres también habían vivido “en 
concubinato”. 
Frente a la materialización de lo que impuso la iglesia sobre los “culpables” del concubinato 
(así entre comillas, porque jamás se les siguió un proceso judicial ni fueron condenados) y 
contra la mujer adúltera; el Presidente de entonces, Antonio Flores Jijón, emitió un Decreto 
Ejecutivo, ordenando que sólo deben ser recluidos en los manicomios, solamente los locos. 
Tampoco la Iglesia, con su poder teocrático imperativo absoluto, aceptó aquel Decreto 
Presidencial, y, de por sí, inventó un sistema clasificatorio de los “locos”: denominó “locos 
voluntarios”, por ejemplo a los alcohólicos, y se los recluía en tales manicomios; y los otros 
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“locos involuntarios” que igualmente se los encerraba bajo la discreción represiva de la Iglesia 
católica Apostólica y Romana. 
Tampoco Antonio Flores Jijón permitió ese desacato eclesiástico; y puso un alcance a su 
Decreto, creando “casas de temperancia”, a donde se los recluiría, al menos, a los “locos 
voluntarios”; disponiendo, además, que no se podrá encerrar a las personas en dichas casas de 
temperancia, sin orden judicial. Pero sólo se llegó a crear UNA casa de temperancia en Quito. 
No obstante los avatares indicados sobre la juridicidad penal del país, las concepciones 
culturales de ancestro, aquella que subyace en el ethos o conductas colectivas de la gente, del 
pueblo real, de  quienes fueron oprimidos por el coloniaje, ha pervivido firme e intacta a pesar 
de las terribles represiones como las ejemplificadas. Y si se revisan las jurisprudencias de los 
tribunales de las Real Audiencia de Quito, hay inmenso material para múltiples tesis. 
Mas, como se acaba de indicar, los pueblos persistieron en sus costumbres ancestrales de la 
pareja sindiásmica: por ello convivían sin necesidad de casarse ni cosa parecida; y, esta es la 
razón para que a pesar de las fuertes penas que se imponían para los delitos de “concubinato”, 
como se acaba de constatar, la mayoría de parejas instituidas en el país, eran, y siguen siendo, 
por vía de lo que hoy se denomina la “unión de hecho”. 
Así es cómo funciona, o al menos debe funcionar, la real fundamentación jurídica de la 
normatividad legal-positiva. Por eso es que los grupos de Poder que se baten en el trasfondo de 
la política a través del control mediático, primero sabotearon la aprobación del nuevo Código 
Orgánico Integral Penal; y, cuando eso ya no les fue posible: impidieron que este Código 
responda integralmente a la nueva institucionalidad constitucional del país; y que se normen las 
tipicidades penales, bajo los principios de una justicia intercultural. 
Es evidente, entonces, por las referencias objetivas y materiales que se han expuesto, la 
necesidad imperiosa de que el sistema penal ecuatoriano, considere una fundamentación de 
plurinacionalidad e interculturalidad, para la aplicación de su normativa, porque ya en la 
comprensión y aplicación de los tipos penales, se dan matices conceptuales y cosmovisionarios 
de las conductas humanas frente a la rigidez de los tipos penales. 
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2.4. Fundamentación Doctrinaria 
  Aspectos genérico-conceptuales 2.4.1.
Para el primitivismo penal, que fue de suma utilidad a la doctrina impuesta durante el 
Imperio europeo de la Santa Inquisición, y aplicado durante el coloniaje de América, bajo los 
mismos sistemas que en Europa, no es necesaria doctrina jurídica alguna; y, peor aún, una 
doctrina o política penales que sistematicen el régimen de las sanciones y que pongan un ápice 
de racionalidad a las formas de represión penal. 
Si a esto se agrega el mono-culturalismo del coloniaje ideológico-filosófico, ético-religioso y 
jurídico-moralista del sistema penal impuesto por la Colonización teocrático-española, se tiene 
un panorama completo la incivilidad, de la sinrazón, de la violación total de derechos humanos, 
aplicados, especialmente, en contra de las culturas diferentes, para quienes no tiene relevancia 
“moralista” que se pretende imponerles 
El hecho ya ejemplificado de las uniones de pareja al margen de la contractualidad ni de los 
sacramentos matrimoniales es una prueba evidente de que los pueblos saben resistir, de que las 
imposiciones, incluso por vía penal, no cuajan cuando son antinaturales; y, ya que se vuelve a 
mencionar el ejemplo de las uniones fácticas de pareja, al tiempo en que se refrendó 
constitucionalmente tales parejas, en 1979, habrían tenido que meter en prisión a las cuatro 
quintas partes de la población ecuatoriana, porque las uniones de pareja, sin matrimonio, eran 
las predominantes. 
Por eso es que la sinrazón, tuvo que ceder ante los embates de la realidad objetiva, y pese al 
asedio mediático de aquella época, bajo la consigna o el eslogan de que se va a “legalizar el mal 
vivir; en perjuicio de la niñez”, ganó en el Referéndum 16 de julio de 1978, la llamada Nueva 
Constitución, precisamente porque legalizaba las uniones de pareja sin necesidad del contrato de 
matrimonio, es decir, como vivía la mayoría de la población ecuatoriana. (Velasco Andrade, 
2012). 
De allí que la propuesta sobre una justicia intercultural con reglas claras sobre la 
interpretación de las leyes penales en este aspecto, era un avance, y, más que eso, significaba 
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poner a la nueva legislación penal, en sentido acorde con las disposiciones constitucionales, por 
eso, apenas aprobada  la Constitución de 1978 en el Referéndum, la dictadura de entonces, 
procedió a derogar, mediante Decreto Ejecutivo, el tipo penal de “concubinato. 
Desgraciadamente, bajo las condiciones actuales, dadas: por una parte, la correlación de 
fuerzas socio-económicas e ideológico-religiosas y, por otra parte las condiciones ideológico-
culturales del sistema judicial, el COIP no pudo avanzar hasta allá y, desgraciadamente, fracasó 
este intento jurídico, inicial, de la Comisión Técnica que elaboró el Anteproyecto. 
Este fracaso, de la propuesta introducida por la comisión técnica en la legislación penal del 
Ecuador, significa que aún no existe la suficiente correlación de fuerzas en las esferas del 
Estado, a pesar de los cambios substanciales que se han producido a partir de la vigencia de la 
Nueva Constitución desde el año 2008. 
Significa, de otro lado, que todavía están firmes y enhiestos los rezagos de las concepciones 
jurídico-doctrinarias del colonialismo y las fuerzas ideológico-religiosas del teocratismo a pesar 
de los ciento diez años de vigencia de las nuevas teorías penales impulsadas por Ernesto Von 
Beling allá por 1903. 
En efecto, Ernesto Von Beling, con la teoría del tipo penal renueva las concepciones de la 
estructura fundamental del delito, porque como esta es una entidad jurídica que atiende a las 
conductas humanas, éstas no se manifiestan hacia el exterior en forma mecánica sino que están 
supeditadas a una serie de percepciones ideo-cognitivas que se asientan sobre aquello que se ha 
denominado la herencia histórico-cultural. 
Por ello es que, a pesar de las represiones ejercidas por el colonialismo teocrático-feudal 
durante cinco siglos, jamás se pudo imponer la relación de pareja “indisoluble” ni bajo contratos 
o “sacramentos”. La herencia histórico-cultural de la pareja sindiásmica subsistió firme, íntegra, 
inmóvil e inconmovible, conforme se la probado y demostrado. 
Por ello es que Ernesto Von Beling establece un sistema organizacional de los elementos del 
delito, en el que se manifiestan, gradualmente, las posibilidades de estructuración de la conducta 
delictiva. Por lo tanto, para Von Beling, la sola violación de la ley no es delito, porque en la 
realización de esa conducta pudieron intervenir una serie de condiciones y circunstancias 
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determinantes que a dicha conducta la liberen de su antijuridicidad, de su imputabilidad y, por 
consiguiente, de su culpabilidad. 
Por ello, Ernesto Von Beling establece los siguientes elementos estructurales del delito: 
a) La tipicidad, que viene a ser la materialización de la conducta humana según lo que esté 
descrito en la norma penal específica que ha desvalorado tal conducta: el homicidio, las 
lesiones, la violación, etc.; 
b) La antijuridicidad, porque, puede ocurrir que en la materialización de las conductas 
indicadas, hayan sucedido circunstancias como la legítima defensa, el estado de 
necesidad u otro “permiso legal” para actuar de ese modo: como cuando un policía mata 
a alguien que fuga; 
c) La imputabilidad, porque puede ser que el infractor, el instante de realizar su conducta 
infraccional no tenía la consciencia ni la voluntad para realizarla; y, 
d) Finalmente la culpabilidad, si se cumplen plenamente los tres requisitos de los elementos 
anteriores; y conforme a las circunstancias de la infracción. Circunstancias agravantes o 
atenuantes. 
Entre las eventualidades de los elementos de imputabilidad, se podrían considerar las 
condiciones de culturalidad porque la imputabilidad, como lo dispone el artículo 32 del Código 
Penal aún vigente a la fecha de realización del presente trabajo, establece los requisitos de 
consciencia y voluntad, en la materialización del hecho, al punto que el inciso primero del 
artículo 34 establece que: 
“No es responsable quien, en el momento en que se realizó la acción u omisión, estaba, por 
enfermedad, en tal estado mental, que se hallaba imposibilitado de entender o de querer. 
La norma trascrita UTILIZA EL VERBO ENTENDER, esto es, según el diccionario de la 
Real Academia Española de la Lengua Castellana: 
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“1.  Tener idea clara del sentido de las cosas./ 2. Conocer el sentido de los actos o 
sentimientos de una persona./ 3.  Formar juicio a partir de señales o datos./ 4. Conocer la 
personalidad y el temperamento de una persona y el modo en que hay que tratarla…· 
De modo que el actuar con voluntad y con consciencia implica todos los elementos 
inherentes al hecho de ENTENDER, en cualquiera de los sentidos que define la Real Academia; 
pero, aún, eso no es suficiente, también se requiere  EL QUERER, que significa: 
“Tener voluntad o determinación de ejecutar una acción./ 2. Desear, apetecer./ 3. Dar 
motivo a una persona con sus acciones o palabras a que suceda algo que pueda perjudicarla.” 
Y, como se ha podido establecer a través del análisis realizado, las percepciones 
cognoscitivas provenientes de las raigambres culturales son las que determinan el hecho de que 
una acción pueda ser querida; pero que la IDEA Y SENTIDO DE AQUELLO QUE SE 
QUIERE sea completamente diverso de lo que se pretende significar, con la disposición del 
tipo penal, en el caso que ocupa a los contenidos de esta investigación. 
Sin embargo, esto mismo puede ser determinado a través de una norma legal positiva que 
haga referencia a los Principios de Justicia Intercultural y de la aplicación de éstos para la 
interpretación judicial del hecho y de la conducta probadamente manifiesta. Y en esto radicaría 
también el entender y querer, se modo que no habría contradicción. 
Este curso material del querer y del saber, ya fue tomado en cuenta por los pretores romanos, 
cuando establecieron lineamientos, desde los tiempos de La Doce Tablas, sobre “el error de 
hecho” y “el error de derecho”; pero que, como se acaba de ver, en materia penal tienen 
distintas connotaciones, significados y trascendencias jurídicas. 
Por otra parte, el error de tipo es un desarrollo jurídico-normativo de estas disposiciones que 
establecen a la imputabilidad (al entender y querer) como elementos intrínsecos y estructurales 
básicos del delito, al punto que ha sido normado, por ejemplo, en la legislación penal peruana. 
Pero, como se indicó, la correlación de fuerzas ideológico-políticas del país, tienden a una 
regresión del proceso jurídico-institucional en marcha; y, para no citar más que un ejemplo: 
dichas fuerzas hubieran sido capaces de “interpretar” a la injuria calumniosa grave, por 
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imputación de un delito de lesa humanidad, conmoción y genocidio, realizada por un 
Asambleístas de Pachacútek, como proveniente de “error de tipo culturalmente condicionado”. 
Por desgracia, así funcionan los matices conceptuales de la doctrina jurídica, de la que jamás 
pueden estar ausentes las ya señaladas concepciones ideológico-filosóficas y todo el bagaje 
cultural colonizador que se manifiesta en hechos como los demostrados a través de hechos 
concretos de la historia jurídica  del país. 
  Consideraciones doctrinarias específicas sobre el Error de Tipo. 2.4.2.
No se puede considerar, ni peor entender jurídicamente, como el error de tipo a cualquier 
faltad e comprensión o entendimiento de la ley positiva penal, pues, existen parámetros 
conceptuales, cognoscitivos, etiológicos y ontológicos que determinan las condiciones, 
cualidades y ajuste de las conductas, en términos generales, a un tipo de orden, preceptos 
(implícitos o explícitos) equilibrio social. 
“La norma penal no CREA conductas, o dicho de otro modo, las conductas humanas no 
dependen de una norma cualquiera que sea, y peor de una norma penal. La conducta humana 
es en sí misma, vive sin necesidad de norma alguna; la conducta proviene de la simple acción 
biológica del ser humano y de sus funciones psíquicas ante el medio en que se desarrolla y se 
desenvuelve… ¿Qué hace, entonces la norma penal? Confrontar esa conducta con un pragma 
legal; es decir, impone determinadas formas de comportamientos, a través de entes lógico-
normativos y que al ser violados, causan o producen la sanción que se haya impuesto a través 
del ordenamiento legal…”  (Zaffaroni, 2012, pág. 23) 
Ya se ha visto que la ley tipifica las conductas humanas desvalorizadas a través de las 
normas específicas que están dentro de la Parte Especial de los Códigos Penales. Estas 
tipicidades son las que fijan o determinan los límites del actuar, del accionar conductual y de los 
procederes, dentro de una escala de valores a los que deben sujetarse los seres humanos, dentro 
de un ordenamiento socio-político determinado. 
Pero, esas determinaciones son las que pueden tener, y de hecho tienen un vasto campo de 
matices, tanto conceptuales en sí mismos, como de aplicación a las distintas condiciones o 
circunstancias hipotéticas, supuestas, por la norma legal típica. 
68 
 
Y es que los tipos penales, pueden apelar a una serie de elementos, del más diverso género o 
de las más complicadas especies. Se puede poner por ejemplo un hecho que parecería tan obvio 
y demasiado preciso: el delito de parricidio, que significa matar al padre, de forma concreta y 
particularizada. No se trata, por consiguiente, de un homicidio en términos generales, aunque 
también se trata de él; pero, siendo un homicidio, es además, el hecho singular de haber matado 
al padre, con intensión de darle muerte, según determina el artículo 449 del aún vigente Código 
Penal. 
Se puede suponer que una persona efectivamente mató a su padre de un disparo; pero en esta 
eventualidad pudieron intervenir múltiples circunstancias: 
a) Que la persona homicida (parricida en la eventualidad del ejemplo) haya sido hija de 
“padre desconocido”, es decir, que ni siquiera llevaba su apellido; 
b) Que solamente se venga a conocer y probar la filiación, por un casual examen de ADN, 
cuando el homicida jamás conoció a su progenitor; o, 
c) Que habiéndolo conocido, no estuvo en posibilidad de saber que la persona a quien 
disparó era su padre (por variadas circunstancias: el tiempo, la distancia, la posibilidad 
de una legítima defensa putativa, etc.). 
En cualquiera de las tres circunstancias supuestas anteriormente, el homicida no alega que no 
quiso matar a dicha víctima. La intención y el resultado son claros, junto al hecho evidente del 
homicidio; y, además, brota con claridad el hecho de que la víctima es su padre. 
Pero, el hecho que está en discusión, es si esa conducta típica constituye parricidio, en base a 
los supuestos establecidos en los literales anteriores; y, la respuesta, también obvia, es que no 
entra en el ámbito de su conducta, la voluntad de matar a su padre; y, por tanto, sin conducta no 
hay tipo penal. 
El homicida, en los supuestos anotados, ni siquiera pudo maginar que la persona contra 
quien disparó fuera su padre; así: 1. En el primer caso porque ni siquiera lo conocía; siempre 
fue: “hijo de padre desconocido”; 2. En el segundo caso, porque, a pesar de que en condiciones 
69 
 
sobrevinientes al hecho, la casualidad viene a informar, recién, que la víctima era padre del 
homicida, ergo, no pude haber parricidio; y, 3. En el tercer caso, porque se produjo un 
acaecimiento fatal: se trató de una legítima defensa putativa (se creyó, asaltado; o trató de 
defenderse de una agresión supuesta, pero inexistente en la realidad) y, si bien tuvo la intención 
de matar, jamás pudo imaginar que era su padre. 
Como se pude apreciar, en todos los supuestos anteriores, existe una falla del hecho, para la 
aplicación del tipo penal, porque el supuesto objetivo de la norma no se cumple, no encaja, no 
se ajusta al requisito intrínseco de la norma; es decir: se da la muerte del padre, del propio 
homicida; pero, al no cumplirse los presupuestos de voluntad y consciencia determinados por el 
artículo 32 del Código Penal, la conducta típica fue errada, hay un error de tipo, ya que no se lo 
puede aplicar, a pesar del resultado evidente. 
Claro que si a las circunstancias supuestas se aplicara lo dispuesto por el artículo 13 del 
vigente Código Penal, en la parte que dice que “el delincuente responderá por la infracción 
resultante, entonces ya desaparece toda la moderna doctrina penal; y frente a una norma 
semejante, ya no cabe hablar de conducta, ni de tipicidad, ni de voluntad ni de consciencia, etc. 
Pero este es otro asunto. 
Lo apegado a la ciencia penal, en cuanto a lo ejemplificado, es que hubo un error en la 
apreciación del tipo penal, pues, el sujeto activo de la infracción sí se propuso quitar la vida de 
su víctima; pero, jamás se propuesto quitar la vida a su padre, precisamente por los supuestos 
que se han anotado. 
El asunto es complejo, pues, se tiende a confundir el “error” como concepto jurídico del 
Derecho Civil; con el error en materia del derecho penal, y, ya en sentido específico un tanto 
más amplio: el error de tipo; y el error de prohibición: 
“Fueron los representantes de las teorías finalistas los que vinieron a introducir en el 
Derecho Penal una conceptualización importante del referido tema, así como también, el 
desarrollo del concepto de error desde un punto de vista del derecho penal por cuanto el 
desarrollo del tema desde la óptica civil no satisfacía las expectativas penales. Aún en 
nuestros tiempos el derecho penal se continua sirviendo de los principios fundamentales del 




De modo que la ciencia penal moderna, en términos generales, (Y no el arcaísmo penal 
instituido por el artículo 13 del Código Penal vigente) considera trascendente a la voluntad y a 
la consciencia, como parte intrínseca de la conducta humana, para que se produzca la tipicidad 
en sí misma; y esto es muy claro, porque sin conducta no hay quebrantamiento de la norma 
penal, pues, como señala (Wessels, 1.980, pág. 216): 
“…si el autor no conoce, al cometer el hecho, una circunstancia que pertenece al tipo 
legal, no actúa dolosamente, en ese tanto el error de tipo excluye el dolo, sin tenerse en cuente 
si era evitable o inevitable o si ha surgido por una simple “falta de conocimiento” o por una 
falsa representación concreta fundada en hecho o jurídica, el autor “no sabe lo que hace”, 
porque no comprende, como consecuencia de su error, el verdadero sentido del suceso desde 
el punto de vista jurídico-social; en relación con lo anterior, la punibilidad del que yerra por 
comisión culposa, permanece inalterada.”  
En el caso que se ha ejemplificado, para visualizar los contenidos de la conducta prohibida 
por el ordenamiento positivo penal, es claro que los supuestos de la tipicidad no encajan, por 
ningún lado, con los hechos “resultantes”; por consiguiente, este error material, a pesar de que el 
hecho tangible es concreto, real e inconcuso, determina, con claridad, que el sujeto activo de la 
infracción jamás se propuso, ni remotamente, matar a su progenitor; consiguientemente, hay 
un error en lo que puede denominarse los elementos objetivos del injusto sancionado por la 
norma positiva penal; en consecuencia: hay un Error de Tipo. 
2.5. Fundamentación Legal-positiva 
NO se puede desconocer el hecho de que la no inclusión en el COIP, de una interpretación 
intercultural en el juzgamiento, para determinar el error substantivo del tipo penal en el 
infractor, constituye una franca violación a expresas disposiciones constitucionales sobre la 
plurinacionalidad, la interculturalidad y la multietnicidad. 
Se debió introducir en el texto substantivo del Código Orgánico Integral Penal, una 
normativa que garantice, expresamente, los principios de justicia intercultural, para que éstos 
que sean observados, en su actuación y decisiones, por los jueces y juezas, fiscales, defensores y 
otros servidores judiciales, policías y demás funcionarias y funcionarios públicos. El no hacerlo 
viola la Constitución. 
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No puede seguir persistiendo un sistema interpretativo subterráneo, discrecional, extra lege,  
que se fundamente en la mono-culturalidad de forma implícita o explícita, que subsiste bajo 
distintos matices y ropajes ético-moralistas, ideológico-religiosos y jurídico-filosóficos. 
¿Será posible liberar al foro ecuatoriano, en el corto tiempo de ciento ochenta días, de toda la 
carga teocrático-inquisitorial  e ideológico-vindicativa que se conserva como osamenta jurídica-
conceptual, e ínsita, del Derecho Penal? 
¿Será posible superar el más recalcitrante positivismo fascista, al que se refiere el tratadista 
Luis Jiménez de Asúa, respecto al Código Penal ecuatoriano? 
¿Sera posible que los jueces y todas las partes del proceso penal se liberen de las 
concepciones sobre “el delito por el resultado”, instituido por el artículo 13 del Código Penal 
que aún sigue vigente? 
“La propuesta de un derecho penal mínimo y una refundación garantista de la jurisdicción 
penal, contenida en este libro, quiere ser una contribución a la reflexión sobre las alternativas 
democráticas a esta crisis que sacude al mismo tiempo a la razón jurídica y al estado de 
derecho. La hipótesis teórica en que se basa es la existencia de un nexo indisoluble entre 
garantía de los derechos fundamentales, división de poderes y democracia. Sólo un derecho 
penal reconducido únicamente a las funciones de tutela de bienes y derechos fundamentales 
puede, en efecto, conjugar garantismo, eficiencia y certeza jurídica. Y sólo un derecho 
procesal que, en garantía de los derechos del imputado, minimice los espacios impropios de la 
discrecionalidad judicial, puede ofrecer a su vez un sólido fundamento a la independencia de 
la magistratura y a su papel de control de las ilegalidades del poder…”  (Consejo de la 
Hispanidad, 1943, pág. 10) 
Resulta no muy adecuado a la seguridad jurídica de un país, en que se sancione con 
drasticidad, y hasta por medio de mecanismos como los descritos en el capítulo anterior; 
mientras hasta se hicieron leyes espaciales para procurar, facilitar, financiar y hasta garantizar la 
impunidad del más grande atraco bancario cometido en toda la Historia del Ecuador. Esto es 
parte de la Ideología del Poder; de la ideología del colonialismo; y, hasta de la nueva teocracia 
financiera ya que hasta la institución eclesiástica oficial del Estado, la Iglesia Católica,  es 
accionista de bancos y financieras y una de las más grandes tenedoras de los bonos de deuda 
72 
 
externa, entre ellos los Bonos Brady, los cuales ya habían prescrito, pero que se les dio valor 
mediante renuncia expresa del Estado ecuatoriano a tal hecho prescriptivo; fue así como: 
“Luego de la renuncia a la prescripción de la deuda, empiezan las negociaciones para la 
implementación del ‘Plan Financiero de 1994’ propuesto Ecuador por JP Morgan, que 
determinaba la transformación de la deuda en Bonos Brady. 
“En 1995 el gobierno, sin considerar que el valor de mercado estaba entre 24% y 32 %, 
convierte dicha deuda en Bonos Brady. Se incluyeron los Intereses vencidos y de mora en 
Bonos PDI e IE, lo que constituye anatocismo, prohibido entonces por el Código Civil 
ecuatoriano. 
“El Plan Brady exigió la compra de garantías colaterales (para asegurar pagos de los 
Bonos Par y Descuento) por el monto de US$ 604 millones, representada por bonos del Tesoro 
Norteamericano. Dicha compra demandó nuevos créditos multilaterales y bilaterales a cargo 
de Ecuador. El agente del Plan Brady fue el Chase Manhattan Bank. 
“La deuda externa comercial ecuatoriana ‘elegible’ para ser novada a través de la emisión 
de Bonos Brady era de US$ 4.521 millones de Principal y US$ 2.549,2 millones de Intereses 
Vencidos, totalizando US$ 7.070 millones. Esa deuda valía alrededor de 25% en el mercado 
secundario; mientras tanto la reducción del monto transformado en Bonos Brady fue de 
apenas US$ 1.174 millones en la parte de capital, no existiendo ninguna reducción en la parte 
de los intereses, que se transformaron en Bonos Brady PDI e IE.”  (Comisión para la 
Auditoría Integral del Crédito Público) 
Todo esto es ideología pura, en función de los intereses de los grupos de poder del Estado, en 
su nivel más puro, y en defensa de los intereses de las multinacionales; pero también de sus 
vasallos, quienes reciben jugosas pitanzas a cambio de estos negociados. Fue precisamente la 
Iglesia, la principal beneficiada por estas operaciones de los Bonos Brady. 
¡Y para tapar todas estas iniquidades y latrocinios francos y abiertos, se levanta toda una 
campaña mediática sobre los supuestos perceptivo de “la inseguridad”! 
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Por ventaja, existe el artículo 11 de la Constitución que establece los Principios Generales 
del Régimen de Derechos, el mismo que en su numeral 3, determina taxativamente y de forma 
imperativa: 
“Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte.  
“Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exigirán 
condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley.  
“Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica 
para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni 
para negar su reconocimiento.” 
De tal manera que, a pesar de que las disposiciones generales normativas del Código 
Orgánico Integral Penal no se ajustan a los Principios Jurídicos Matrices de la Constitución, 
existe la viabilidad de que los conceptos jurídicos de plurinacionalidad, interculturalidad y 
multietnicidad sean aplicados en el ámbito de la juridicidad substantiva y adjetiva penal. 
2.6. Fundamentación Sociológica o Social 
Es ya incuestionable que la política penal, o política criminal como se la sigue denominando 
en varios contextos de la criminología y del Derecho penal, específicamente, ha estado 
vinculada estrechamente con los intereses de las clases que han ostentado el control en el Poder 
del Estado, y con los círculos o grupos allegados a dichas clases, de modo que el Derecho penal 
ha sido el mecanismo ideológico-jurídico por excelencia para materializar dichos intereses y 
someter a los pueblos. 
Y entre esas formas de sometimiento, una de las más perversas ha sido la apariencia de 
neutralidad conceptual en las tipificaciones de las conductas para establecer las sanciones 
penales. No de otra forma se explica el hecho social de que, apenas consolidada la conquista 
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española e instituida la colonización por medio de las encomiendas, las mitas y los obrajes, se 
emitieran “Disposiciones Reales”, como la siguiente: 
“... encargamos a los naturales de nuestras Indias, que no hubiesen recibido las Santa Fe, 
pues nuestro fin es prevenir y enviarles Maestros y Predicadores, es el provecho de su conversión 
y salvación, que los reciban y oigan benignamente, y den entero crédito a su doctrina.  Y 
mandamos a los naturales y españoles, y otros de cualquier cristiano de diferentes Provincias, 
naciones, estantes, o habitantes en los dichos nuestros Reinos y Señoríos, Islas y Tierra Firme, que 
regenerados por el Santo Sacramento del Bautismo hubiesen recibido la Santa Fe, que firmemente 
crean, y simplemente confiesen el Ministerio de la Santísima Trinidad, Padre, Hijo y Espíritu 
Santo, tres personas distintas y un solo dios verdadero, los artículos de la Santa Fe y todo lo que 
tiene, enseña y predica la Santa Madre Iglesia Católica Romana;... 
“... y si con ánimo pertinaz y obstinado erraren, y fueren endurecidos en no creer lo que la 
Santa Madre Iglesia tiene y enseña, sean castigados con las penas impuestas por derecho, según 
los casos que en él se contienen ... 
“... Allende de las dichas penas ordenamos, que cualquiera que blasfemare de Dios o de la 
Virgen María en nuestra Corte, o a cinco leguas en derredor, que por este mismo hecho se le corte 
la lengua y le den cien azotes públicamente por justicia; y si fuera de nuestra Corte blasfemare en 
cualquier lugar de nuestros Reinos, córtenle la lengua, y pierda la mitad de sus bienes; la mitad 
de ellos para el que le acusare y la otra mitad para la Cámara”  (Consejo de la Hispanidad, 1943, 
págs. 1-3) 
La imposición de las nuevas costumbres, en base a las creencias dogmáticas de una religión 
que para los aborígenes nadas significaba, se encamina a consolidar no solamente sus cometidos 
de evangelización conforme a los dogmas católico-romanos, sino a formar una nueva 
plataforma social, de masas sumisas por mecanismos ideológico-culturales. Por ello, entre otras 
cosas, al fundarse la “Escuela San Andrés, de artes y oficios para indios”, en 1557,  a los 
indígenas se les obliga a copiar figuras y formas de vírgenes y de santos, con prohibición 
expresa y terminante de representar ninguna forma que tuviera que ver con los símbolos 
indígenas, como el sol o la luna. 
Tal es el entramado sociológico de los sistemas penales que han pervivido a través de la 
historia, en la medida que este ha sido el recurso óptimo para las clases dominantes. Por ello es 
que, detrás de las apariencias de legalidad, se han impuesto formas de criminalización extra 
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lege, como aquellas sanciones a la adúltera y de los concubinos de la Ciudad de Riobamba, 
cuyos casos fueron reseñados. 
Estos sistemas o mecanismos no han cambiado, en el fondo, dentro de las sociedades 
contemporáneas, a lo más han variado las formas, como eso de los ajusticiamientos in situ, sin 
ninguna fórmula de juicio, que compiten en brutalidad con aquella forma de “declarar locos 
públicos y voluntarios” a las personas que ingiera licor (o “guarapo” –chicha fermentada- como 
era la costumbre de aquellos tiempos). 
En todo caso, sociológicamente, se puede decir que ha existido un “derecho penal” paralelo, 
violatorio de todo principio elemental del debido proceso adjetivo. Los testimonios, incluso de 
la propia prensa que ha promovido las ejecuciones in situ, son dramáticos: 
“... Y más allá de las interrogantes, está la historia de las brigadas barriales es producto de dos 
perversidades: la existencia de una inseguridad ciudadana que los pobres no saben cómo 
enfrentarla, y la declarada incapacidad del Estado para brindar esa seguridad.  En síntesis, las 
brigadas, no sólo en el Ecuador sino en toda América Latina, son el triste resultado de un callejón 
sin salida.  ¿Hay otra alternativa para alcanzar seguridad, una vez derrotada  -o corrompida-  la 
Policía? 
"Y sobre esta perversidad, monta sus razones el régimen, a través del oficial Segovia, para 
aupar la formación de las brigadas que, lejos de erradicar la violencia, generan nuevas 
violencias.  Y si se les pregunta a los barrios pobres qué piensan es muy posible que la respuesta 
sea que desean una brigada en su zona.  Sobre esa perversidad se monta el equívoco que confunde 
la participación ciudadana con la integración de cuerpos de represión semipoliciales, que acaban 
siendo un simple apéndice de la Policía. [...] 
"Un analista peruano escribía a fines de la década pasada una advertencia que no ha perdido 
actualidad: ‘No les vaya a pasar a los que propugnan armar esas rondas, lo que les está 
sucediendo a los americanos en Afganistán, que para derrotar a los soviéticos armaron hasta los 
dientes a un conjunto heterogéneo de ‘mujahidines’, musulmanes que comienzan a rebelarse 




Por lo tanto, se requiere un baño de seguridad jurídica, que ponga fin a todo tipo de 
manipulaciones que reconozca, en materia del derecho positivo penal, los dos aspectos básicos 
que materialicen la institucionalidad constitucional de la plurinacionalidad, la interculturalidad y 
la multietnicidad, a través de dos mecanismos básicos:  
a) La necesidad de interpretación intercultural en el juzgamiento, para determinar el error 
substantivo del tipo penal en el infractor, conforme correspondería a los mandatos 
constitucionales; y, 
La obligatoriedad, que debiera tener el juez en el desarrollo de la Etapa Intermedia y los 
jueces del Tribunal en la Etapa del Juicio,  para determinar el error de comprensión 
culturalmente condicionado, por parte de miembros de las plurinacionalidades, 
interculturalidades y multi-etnias del país. 
2.7. Fundamentación Teórico - Científica 
A pesar de que durante todo el siglo pasado se dio una firme consolidación jurídico-
doctrinaria del Derecho Penal, en torno a una serie de principios que cimentaron la Teoría del 
Tipo y de la Estructura Compleja-sistemática del Delito, el Ecuador permaneció rezagado en 
esta materia, con la vigencia de un código sustantivo penal que fue una real copia del Código 
Fascista Italiano; y de un sistema procesal penal inquisitorio propio de los más obscuros 
tiempos del colonialismo eclesiástico-español, conforme lo determina el tratadista Luis Jiménez 
de Asúa, según quedó manifestado, cuando se refiere “a la fórmula del Código Fascista, establecida 
en su heterogéneo artículo, señalado con el número 13”.  
En efecto el artículo 13 del Código Penal ecuatoriano, al que se refiere el gran tratadista 
español-argentino, y que le sirve como uno de los referentes para su fundamentada crítica al 
Código Penal ecuatoriano de 1938, refleja la heterogeneidad de los lineamientos jurídico-
doctrinarios a los que se adhiere todo el cuerpo de dicho Código, el mismo que, al generar 
múltiples confusiones profundas, han servido, en la práctica, para conservar el sistema penal 
inquisitivo propio del Régimen Colonial y del clericalismo español. 
Por ejemplo, en dicho artículo se determina que el sujeto activo de una infracción penal, al 
que lo denomina “delincuente”,  responderá por el resultado de una acción, e: 
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“… incurrirá en la pena señalada para la infracción resultante, aunque varíe el mal que el 
delincuente quiso causar, o recaiga en distinta persona de aquella a quien se propuso 
ofender…” 
Con una disposición semejante desaparece el concepto del dolo, desaparece el concepto del 
delito culposo y se estigmatiza al infractor como “delincuente” antes de cumplirse con la 
determinación de TODOS los elementos estructurales del delito, es decir, antes de la sentencia, 
con lo cual se viola todo principio jurídico-constitucional como el de inocencia de todo 
procesado o imputado. 
Este positivismo estigmatizante que estaba arraigado en el Código Penal de 1938, no 
determina con claridad el error de tipo porque ha existido un Estado mono-cultural 
discriminante, hasta antes de la vigencia de la actual constitución. 
De allí que, en la actualidad, disposiciones como la indicada no deben existir y 
efectivamente ha sido eliminada, porque atenta contra el régimen jurídico del vigente Estado de 
Derechos y de Justicia, instituido como plurinacional, multi-étnico e intercultural, en el que se 
manifiestan distintas cosmovisiones, diferentes conductas, diferentes Ethos comunales de 
pueblos, culturas, etnias y nacionalidades. 
Ya no se deben aplicar los tipos penales en forma rígida, colonizadora e imponiendo penas 
hasta por vía de la Ley de Caminos que, anteriormente, defendía el derecho de los hacendados 
para impedir el paso de los campesinos. 
Al considerar la aplicación judicial de los tipos penales, y como parte intrínseca de ellos, los 
jueces y tribunales debieran considerar las condiciones y circunstancias de la interculturalidad, 
de la multi-etnicidad y de la plurinacionalidad. 
Por ejemplo, ya no se podrá sentenciar por traición a la patria, como se hizo con un miembro 
de la familia Shuara, que fue prácticamente secuestrado en las batidas de acuartelamiento que  
hacía el Ejército Nacional, y que ya dentro del servicio militar, al encontrarse con un miembro 
de su familia, pero que había sido sometido al ejército peruano, toda vez que “eran enemigos”, 
por ser “siervos de ejércitos enemigos”, convinieron una estrategia para verse, como hermanos 
que eran en la realidad. El conscripto Shuara fue sorprendido por sus superiores en estas 
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“relaciones con el enemigo”; fue enjuiciado ante los Tribunales Militares por traición a la patria; 
y, consecuentemente, fue sentenciado a 16 años de reclusión mayor extraordinaria. 
Aquello sucedió a fines de la década de 1970 y comienzos del 80. ¡Esta era la realidad 
jurídico-penal que estaba subyacente, oculta y velada! De esto no nos hablaron los medios de 
comunicación. ¡Y aquí, en este caso específico relatado, existe una evidente discriminación! 
Discriminación que se basa en una visión mono-cultural y en una absoluta incomprensión 
jurídico-material de las relaciones de familia de los Shuaras, los mismos que fueron divididos a 
consecuencia del Protocolo de Río de Janeiro, pero no entendían cómo un miembro de su 
familia que fue dividida por una guerra extraña a ellos, podía convertirse en “enemigo”. 
Una de las reformas trascendentes del nuevo Código Orgánico Integral Penal, y quizás una 
de las más importantes, es, precisamente, la derogatoria del mencionado artículo 13 del Código 
penal de 1938, con lo que se abren las puertas a la comprensión de un Derecho Penal unitario, 
pero que debe tomar en cuenta el Régimen del Estado de Derechos y de Justicia establecido con 
la Constitución vigente desde el año 2008. 
De aquí, de esta nueva institucionalidad jurídica constitucional, de la que se desprende: tanto 
la nueva naturaleza jurídica del Estado de Derechos, como el propio Régimen de Derechos con 
vigencia plena e inmediata y la obligatoriedad de aplicación directa de sus normas por parte de 
todas las autoridades administrativas, legislativas y judiciales. Ha surgido, también, un nuevo 
Derecho Penal, en el que se debió atender al error de tipo por razones de plurinacionalidad, de 
interculturalidad y de multi-etnicidad; pero, desgraciadamente, se violaron estos principios 
constitucionales al no haberlo incluido en el cuerpo legal finalmente aprobado. 
NO es, como se ha vulgarizado por los voceros opuestos a las concepciones del Estado 
Plurinacional a través de los medios de comunicación, que si un sujeto cualquiera, o un indígena 
en el caso específico que ocupará a la presente investigación, puede argüir que “no sabía que 
era delito el robar”, y que ello le libera de su conducta típica, de su imputabilidad y de su 
culpabilidad. Nada de eso. Esta es una vulgarización propagandística. 
Se trata de que el Derecho Penal, e incluso el mismo Derecho Constitucional a través de sus 
normas supremas, tengan facultades para definir la naturaleza intrínseca del ser humano, ni la 
naturaleza intrínseca de la conducta. Por lo tanto: 
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a) Los seres humanos tienen derechos por su simple naturaleza corpórea luego del 
comienzo de su existencia; 
b) Las conductas de los seres humanos son inherentes a esa materialidad de su existencia; 
y, 
c) No es entonces que las leyes (constitucionales o penales) pueden definir quién es un  ser 
humano y quién no; ni qué es una conducta humana y qué no. 
 
De allí que bajo los contenidos jurídico-constitucionales hoy vigentes, ya no puede darse, por 
ejemplo, el caso evidente de un Fiscal, que ante la masacre de un grupo de Tagaeris, asesinados 
por madereros en el oriente ecuatoriano, afirmo que “no eran seres humanos porque no tenían 
cédulas de identidad; y por consiguiente no había muerto nadie” 2 . ¡Esta es la más supina 
aberración! 
Tampoco, y a contrario sensu, se podría enjuiciar y condenar a un grupo de Tagaeris, 
Taromenanes o Waoranis “por salir vestidos de una manera indecorosa o contraria a las 
buenas costumbres; o por ocultar su nombre y apellido”, como lo TIPIFICA el artículo 604 del 
aún vigente Código Penal. 
Este es el punto nodal del planteamiento jurídico inmerso en la propuesta de esta 
investigación jurídica: el hecho evidente de que existirán conductas desvaloradas por el 
ordenamiento jurídico-penal; pero que, al pretender convertirlas en conductas típicas por parte 
de los órganos judiciales, éstas deban merecer un tratamiento distinto en el proceso de 
estructuración de la propia tipicidad, porque los condicionamientos etnográficos, culturales y/o 
cosmo-visionarios de los sujetos determinen una no aplicabilidad estricta y literal de la 
descripción establecida en la Norma Penal. 
¡Esto es lo acorde con los principios constitucionales de un  Estado de Derechos, de Justicia 
Social; plurinacional, multi-étnico e intercultural! 
                                                             
2 VARGAS ZÚÑIGA, Marco, (Fiscal de Napo), en: declaraciones a los medios de comunicación sobre sus 
fundamentos para no iniciar la Instrucción Fiscal por la muerte de varios Tagaeri, asesinados por parte 
de madereros que penetraban en sus territorios intangibles. 
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2.8. Señalamiento de Variables 
  Variable Independiente: 2.8.1.
El Nuevo Régimen Jurídico de Derechos y de Justicia establecido en el país, que instituye al 
Estado ecuatoriano como: un Estado de Derechos y de justicia, pluricultural, multi-étnico e 
intercultural; y que es violado al no haberse instituido el error de tipo en el Código orgánico 
Integral Penal. 
  Variable Dependiente 2.8.2.
La violación de las normas positivas penales, por parte de personas o grupos humanos 
pertenecientes a nacionalidades, etnias o culturas diferentes, y que, por condicionamientos 
histórico-materiales, tienen una cosmovisión distinta: tanto sobre sus conductas, como sobre las 
relaciones sociales, los hechos, fenómenos y circunstancias que las rodean. 
  Variable Interviniente 2.8.3.
Los procesos de juzgamiento de personas o grupos humanos que debieran estar exentas de 
responsabilidad penal por error de tipo en función de su interpretación intercultural y por el 








2.9. Caracterización de las Variables 
Cuadro 1 




Constitución del Estado Régimen de Derechos Plurinaciones, multi-etnias, 
interculturas 
Políticas Penales del Estado Estructura compleja de delito Tipos penales específicos 
(Parte Especial del Código 
Penal) 
Intereses o bienes jurídicos 
tutelados por el Sistema 
Penal 
Transgresión de las normas 
del Derecho Penal (tipicidad 
genérica) 
Conductas con Error de Tipo 
por personas o grupos 
plurinacionales, multiétnicos 
e interculturales 






3.1. Modalidad básica de la investigación 
Según una de las clasificaciones tradicionales, y hoy tenidas por generalmente válidas en los 
cenáculos científicos, existen las llamadas ciencias exactas o empíricas; y las ciencias 
abstractas. 
Las primeras tendrían, siempre según la indicada clasificación generalmente aceptada, una 
posibilidad de verificación experimental, práctica, objetiva, real y evidente; mientras que las 
segundas, las ciencias sociales, serían “ciencias abstractas”, que no se probaría ni verificarían 
con criterios de “verdad objetiva”; sino  de validez inferencial o lógica, de modo que según sea 
la fuerza lógico-demostrativa, será mayor o menor la validez científica. 
NO es el espacio para entrar en el análisis de esta clasificación matriz de la que se han 
desprendido las más curiosas teorías, entre las que, de paso, se puede referir a la del austríaco  
Friedrich Hayek, maestro de la economía post-modernista y neoliberal, quien postula que los 
niveles de validez de la ciencia, o de una demostración científica, radica en “la creencia 
personal” del sujeto que recibe el mensaje, el objeto o el producto. Así señala: 
“un cosmético, como una crema para la cara, no es un cosmético debido a su compuesto 
químico (los elementos descritos en la etiqueta); es un cosmético porque ciertos seres 
humanos, hombres y mujeres, creen que esta crema que se ponen en la cara todas las noches 
tiene una utilidad -creen que será bueno para la piel, revitalizando la cara para el día 
siguiente, reduciendo las arrugas, etc. La crema puede muy bien no tener ninguna eficacia, 
pero no importa; basta que una persona crea que la crema le traerá un beneficio, para que ese 
compuesto químico pase a ser visto como un cosmético. En términos económicos, ese 
cosmético no está clasificado de acuerdo con su compuesto químico, sino de acuerdo con la 
idea que los demás tienen de él; de acuerdo con la forma en que ellos creen que ese cosmético 




De estas premisas, el distinguido economista neoliberal, postula que no es posible conocer, 
científicamente, nada; porque, en el fondo, todo depende el interés particular de cada individuo, 
del medio con que se valga pata conseguir dicho interés, y del fin que persiga, en términos 
específicos y circunstanciales ese interés, como el tener dinero: que puede servir para comer, 
pero en el qué comer hay infinidad de productos, entonces dependerá su sus antojos, de lo que 
pueda tener en el ámbito de cierto mercado, etc. 
En esta investigación, no se va a llegar a niveles de tanta abstracción particularizada, 
doméstica y vulgar.  No se trata de saber o conocer si a tal o cual indígena o afro ecuatoriano le 
interesará, o no, el establecimiento de una justicia intercultural en materia penal, pues de lo 
contrario este ordenamiento jurídico ni las disposiciones constitucionales sobre la materia, 
dejarían de tener relevancia. 
En el presente estudio investigativo, se trata, por consiguiente, de un problema jurídico-
doctrinario y teórico-conceptual del Derecho; y de éste, la rama cognoscitiva del Derecho Penal, 
que debe ser aplicado conforme a la nueva institucionalidad jurídico-constitucional del país, 
aunque, “teóricamente”, según la visión metodológico-cognoscitiva de Friedich Hayek, eso no 
tenga relevancia para un indígena o un afroecuatoriano que se encuentran en fase terminal de un 
cáncer, y más les importe su pronta muerte. 
El hecho es que, de cierto modo y por ser un  postulado de “la comunidad científica” sobre la 
clasificación de las ciencias en “empíricas o naturales” y “abstractas o sociales”, esta 
investigación, como se dejó indicado, se adhiere a  tal clasificación, y por consiguiente, su 
modalidad básica será teórico doctrinaria; y, por consiguiente, como estas ciencias trabajan con 
unidades o valores lógicos, corresponderá que sea eminentemente, bibliográfica o basada en 
fuente de segundo grado, como las siguientes, según e ha demostrado: 
a) Fuentes bibliográficas: libros y tratados que se han citado oportuna y pertinentemente; y, 
b) Fuentes Hemerográficas provenientes de revistas especializadas y artículos periodísticos 




3.2. Nivel o Tipo de investigación 
No obstante de que la investigación presente es fundamentalmente bibliográfica, lo que lleva 
a un tipo de investigación documental; también se realizará una investigación de campo 
tomando como población a personas que sean profesionales del derecho, estudiantes de derecho, 
y personas vinculadas con temas de plurinacionalidad, interculturalidad y multietnicidad. 
3.3. Población y muestra 
La población está constituida por profesionales del derecho, estudiantes de derecho, y 
personas vinculadas con temas de plurinacionalidad, interculturalidad y multietnicidad. 
De la población señalada, se tomará como muestreo empírico a ciento diez (110) personas, 
entre las que se realizarán las correspondientes encuestas, para la investigación de campo, 
dentro de la ciudad de Quito; y las mismas que estarán distribuidas o segmentadas de la 
siguiente manera:. 
CUADRO DE POBLACIÓN Y MUESTRA 
Cuadro 2 
POBLACIÓN MUESTRA 
Profesionales del Derecho 
Estudiantes de Derechos 
Dirigentes de organizaciones 
plurinacionales, interculturales e interétnicas 
30 Profesionales del Derecho 
50 estudiantes de derecho 
30 dirigentes de organizaciones 
plurinacionales, interculturales e interétnicas 





3.4. Matriz de Operacionalización de variables 
Variable Independiente: 
El Nuevo Régimen Jurídico de Derechos y de Justicia establecido en el país, que instituye al 
Estado ecuatoriano como: un Estado de Derechos y de justicia, pluricultural, multi-étnico e 
intercultural; y que es violado al no haberse instituido el error de tipo en el Código orgánico 
Integral Penal. 
Variable Dependiente 
La violación de las normas positivas penales, por parte de personas o grupos humanos 
pertenecientes a nacionalidades, etnias o culturas diferentes, y que, por condicionamientos 
histórico-materiales, tienen una cosmovisión distinta: tanto sobre sus conductas, como sobre las 
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3.6. Técnicas e instrumentos  y recolección de datos 
  En la parte lógico-cognitiva: 3.6.1.
Sus fuentes han sido fundamentalmente bibliográficas y hemerográficas, que han sido 
debidamente citadas; y se las ha recopilado con técnicas de fichaje: 
• FICHAS BIBLIOGRÁFICAS: de los textos consultados; 
• FICHAS MNEMOTÉCNICAS: de elaboración sistemática sobre el material 
consultado;  y, 
• FICHAS HEMEROGRÁFICAS: materiales referentes al tema de publicaciones que 
aparezcan en periódicos, revistas y portales electrónicos 
  En la parte de operacionalización: Investigación de Campo 3.6.2.
 Diseño y elaboración de los instrumentos de la investigación de campo  3.6.2.1.
Se ha tomado una muestra aleatoria, de la población global señalada anteriormente, integrada 
por las ciento diez personas, de entre las cuales se ha seleccionado a cincuenta estudiantes de 
derechos, treinta profesionales del derecho y treinta miembros de organizaciones gremiales 
vinculadas, con temas de la plurinacionalidad, la interculturalidad, y la multietnicidad. 
De los estudiantes de derecho, se ha escogido a la Universidad Central del Ecuador, a la 
Pontificia Universidad Católica del Ecuador y a la Universidad de las Américas, en números 
proporcionales de 20; 15 y 15. 
Con las entidades gremiales se ha producido cierto problema operativo, ya que solamente los 
dirigentes están asentados en la ciudad de Quito, mientras que sus organizaciones y/o 
comunidades plurinacionales, interculturales y multiétnicas están fuera de la ciudad: en los 
campos y regiones. 
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Sin embargo, la Confederación de Trabajadores del Ecuador -CTE- dio las facilidades de 
contactos con comunidades campesinas de la Federación Ecuatoriana de Indios, -FEI-, 
particularmente de la Zona de Cangahua y de Cayambe (sector Pesillo). Hubo que realizar los 
viajes correspondientes para esta parte de la investigación de campo, dentro de la muestra 
prevista. 
 Aplicación de los instrumentos y recolección de información 3.6.2.2.
Establecidos los ámbitos concretos para realizar la investigación de campo, se preparó un 
formato de encuesta, con preguntas cerradas, las mismas que se enlista a continuación: 
 
1. ¿Cree usted que las leyes penales sancionan por igual a los ricos que a los pobres?  
Sí……..    No..……. 
2. ¿Estima usted que las sanciones penales han estado dirigidas más en contra de las 
clases populares?  
  Sí ………    No……… 
3. ¿Sabía usted que en tiempos de La Colonia se sancionaba el hecho de no rezar o no 
concurrir a los ritos católicos?  
  Sí ………    No……… 
4. ¿Sabía usted que una vez fundada la República del Ecuador se mantuvieron 
sanciones por los llamados “delitos contra la religión”?  
  Sí ………    No……… 
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5. ¿Sabía usted que entre los delitos contra la religión constaba el simple hecho de 
circular frente a una iglesia y reírse mientras adentro se celebraba una misa?  
  Sí ………    No……… 
6. ¿Sabía usted que la imposición del llamado sacramento del matrimonio era un 
requisito obligatorio para toda pareja; y que estuvo bajo el control y sanción de la Iglesia 
Católica?  
  Sí ………    No……… 
7. ¿Sabía usted que la Iglesia denominó concubinato público al matrimonio civil que se 
instituyó recién en 1904?  
  Sí ………    No……… 
8. ¿Cree usted, entonces, que el derecho penal ha servido para imponer valores y 
creencias de dogmas religiosos?  
  Sí ………    No……… 
9. ¿Cree usted que esas creencias y dogmas religiosas han sido extraños a las 
cosmovisiones de los pueblos, comunidades, nacionalidades y etnias colonizadas por 
España?  
  Sí ………    No……… 
10. ¿Cree que debe existir una normativa penal que distinga, diferencie y separe los 
conceptos dogmáticos y mono-culturales de la sanción penal?  
  Sí ………    No……… 
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3.7. Procedimiento de la Investigación 
Para una investigación de campo de esta envergadura, hubo que contratar personal a fin de 
conformar brigadas de encuestadores, prefiriéndose a personas que tengan experiencia en la 
materia. 
Un equipo de diez encuestadores, bajo la dirección personal del investigador de esta tesis, 
fue el que realizó el trabajo de campo. 
El equipo fue previamente capacitado, sobre los objetivos del presente trabajo y sobre los 
mecanismos que deberían emplear al tratar con las personas a ser encuestadas. 
De otra parte se previó que las encuestas sean anónimas con el fin de evitar resistencias por 
parte de las personas que iban a dar la información contenida en ella; y, para que las respuestas 






ANALISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
4.1. Análisis  e interpretación de datos obtenidos en las encuestas 
Realizadas las encuestas conforma a la planificación trazada, los resultados arrojados fueron 
los siguientes: 
A la primera pregunta sobre si el encuestado cree que las leyes penales sancionan por 
igual a los ricos que a los pobres siete de ellos respondieron afirmativamente, mientras que los 
103 restantes contestaron que no; esto significa que el 93.64% de las personas encuestadas tiene 
una percepción clara sobre la naturaleza discriminatoria de dichas leyes; y el 6.36%, no las 
considera así. 
A la segunda pregunta, respecto a si las personas encuestadas estiman que las sanciones 
penales han estado dirigidas más en contra de las clases populares, perseguía confrontar los 
niveles de cognoscitividad y correspondencia lógica con su percepción anterior, pues, en el 
fondo, es conceptualmente la misma pregunta al revés; y, sorprendentemente las respuestas 
fueron de exacta correspondencia: 103 personas encuestadas respondieron que NO, mientras 
siete de ellas contestaron afirmativamente, de modo que el porcentaje se invirtió: 6.36% por el 
NO; y 93.64% por el SÍ. 
A la tercera pregunta, que planteaba si sabía el encuestado que en tiempos de La Colonia se 
sancionaba el hecho de no rezar o no concurrir a los ritos católicos: 101 personas respondieron 
que sí; y 9 que no. En porcentajes esto representa el 91.82% por el sí; y 8.18% que no lo sabían. 
Sobre la cuarta pregunta de la encuesta, que era referente a si los encuestados sabían que una 
vez fundada la República del Ecuador se mantuvieron sanciones por los llamados “delitos 
contra la religión”, el nivel de conocimiento sobre este particular fue sorprendente: solamente 
seis de ellos respondieron afirmativamente, mientras que los 104 restantes lo ignoraba. En 
porcentajes: el 94.55 por ciento no sabía; y apenas el 5.45% conocía sobre el particular. Es decir 
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que no había consciencia sobre este tipo de discriminación penal, por motivos de consciencia y 
de creencias religiosas. 
Resulta muy curioso porque estos hechos debieran formar parte de la educación curricular; y 
la población ecuatoriana debiera tener claridad sobre esta materia: son muy fuertes los debates 
que se dieron en el Congreso y en la Asamblea Constituyente de 1835, especialmente 
comandada por Vicente Rocafuerte, quien sería el próximo (segundo) Presidente del Ecuador. 
Él abogó por la libertad de cultos, sin perjuicio de que se haga constar en la Constitución que la 
religión católica es la oficial del Estado ecuatoriano, solamente quería eliminar la frase “con 
exclusión de cualquier otra”. Pero estos son pasajes históricos que no se cuentan a través de la 
historiografía oficial, precisamente como una forma de discriminación y de imposición 
colonizadora mono-cultural. 
A la quinta pregunta de la encuesta, que averiguaba si sabían que entre los delitos contra la 
religión constaba el simple hecho de circular frente a una iglesia y reírse mientras adentro se 
celebraba una misa, solamente una persona respondió afirmativamente, todos los demás, 109 
encuestados lo ignoraban. El porcentajes: el 99.09% no sabía de este hecho intimidatorio y 
persecutor por motivos de fe, de rituales impuestos y de simples hechos totalmente 
intrascendentes ¿Cómo va a saber una persona que cruza por la calle frente a un templo que 
dentro de él se celebra un ritual?, Pero el simple hecho de reírse en tales circunstancias era 
castigado. Apenas el 0.91% contestó que sí conocía del particular. 
Sobre la sexta pregunta: si Sabía que la imposición del llamado sacramento del matrimonio 
era un requisito obligatorio para toda pareja; y que estuvo bajo el control y sanción de la Iglesia 
Católica, los encuestados respondieron unánimemente que sí: el 100%. 
Pero si se vincula esta unanimidad con el desconocimiento de ellos sobre las dos preguntas 
anteriores, sus respuestas afirmativas denotan, antes que conocimiento sobre los hechos 
interrogados, una simple percepción lógica de que así debió haber sido y que así debe ser, pues, 
¿Quién más va a ser llamada a celebrar el supuesto sacramento del matrimonio? NO se les 
ocurría a los encuestados, por simple percepción mono-cultural, que otra Iglesia, no católica, 
pueda celebrar tal matrimonio (como una de las múltiples iglesias también denominadas 
católicas o cristianas). 
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Respecto a la séptima pregunta que indagaba si los encuestados sabían que la Iglesia 
denominó concubinato público al matrimonio civil que se instituyó recién en 1904, no dejó de 
sorprender, luego de la sorpresa sobre las respuestas anteriores, que 23 de ellos sí tenían 
conocimiento del particular y respondieron afirmativamente, esto es el 20.91%; pero 87 de ellos, 
no lo sabían: el 79.09%. Este hecho denota mayor información de carácter jurídico, por el hecho 
de que buena parte de los encuestados eran profesionales del derecho o estudiantes de derecho. 
Sobre la octava pregunta que planteaba: ¿Cree usted, entonces, que el derecho penal ha 
servido para imponer valores y creencias de dogmas religiosos? 98 de los encuestados, el 
79.09%, respondieron que sí; mientras doce de ellos dijeron que no lo creían así: el 20.91%. 
La novena pregunta pretendía vincular a los dogmas religiosos con las religiosidades 
diversas y planteaba si los encuestados estimaban que las creencias y domas religiosos han sido 
extraños a las cosmovisiones de los pueblos, comunidades, nacionalidades y etnias colonizadas 
por España. Solamente uno respondió que no; los 109 restantes contestaron afirmativamente. 
Esto, en porcentajes da el 99.09% que sí; y el 0.91% que NO. 
Y en cuanto a la décima pregunta, si los encuestados creían que debe existir una normativa 
penal que distinga, diferencie y separe los conceptos dogmáticos y mono-culturales de la 
sanción penal, todos, el 100% respondieron afirmativamente. 
A continuación se exponen los resultados en gráficos, conforme a los porcentajes obtenidos 
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4.2. Verificación de Hipótesis 
Se ha verificado la hipótesis planteada para el desarrollo de esta investigación, sobre que el 
Error de tipo penal debe ser aplicable dentro del nuevo ordenamiento jurídico-constitucional del 
Estado ecuatoriano, en base a los fundamentos constitucionales del Estado de Derechos y de 
Justicia, plurinacional, intercultural y multiétnico, el cual determina que en el análisis de los 
elementos estructurales del delito se tomen en cuenta los Principios de Interpretación 
Intercultural de los tipos penales y del error de comprensión culturalmente condicionado; y el no 
haberlo establecido en el Código Orgánico Integral Penal, constituye una clara violación de 












4.3. Conclusiones y Recomendaciones 
  Conclusiones  4.3.1.
• Frente a las corrientes o concepciones jurídico-penales básicas que se confrontaban 
hasta finales del siglo XIX, surgió la Teoría del Delito de Ernst Von Beling, en el 
año de 1903, quien a lo que Francisco Carrara denominaba delito, lo llamó 
simplemente: CONDUCTA TÍPICA, es decir un acto humano violatorio de la Ley 
Penal, pero que, para convertirse en delito, debía reunir una serie de presupuestos 
jurídicos adicionales, además de la “conducta típica” o tipicidad, como son: la 
antijuridicidad, la imputabilidad y las condiciones objetivas de culpabilidad.  
• En base a esta nueva concepción estructural compleja del delito es que se ha 
desarrollado la confrontación científico-doctrinaria sobre los “errores de tipo” y los 
“errores de prohibición”, desde la década de 1930, en el ámbito de la reprochabilidad 
y exigibilidad de la conducta, es decir que para la materialización del delito dicha 
conducta típica, antijurídica e imputable, debía ser, además, exigible al sujeto activo 
de la infracción, porque su obrar sí tuvo otro modo, racional, de dirigir su conducta. 
• Entonces, solamente si la conducta del sujeto infractor era Típica, Antijurídica, 
Imputable (dolosa) y reprochable (porque en las circunstancias concretas le era 
exigible al sujeto actuar conforme a lo determinado en la norma penal específica y 
por tanto no había error de tipo), se debía determina el último elemento estructural 
del delito: LA CULPABILIDAD, la misma que se debe establecerla conforme a las 
circunstancias agravantes o atenuantes de la infracción. 
• Es necesario, por consiguiente, la institucionalización y reconocimiento 
constitucionales de la plurinacionalidad, multi-etnicidad e interculturalidad que crea 
una sociedad equitativa y unitaria, reconociendo estas diversidades primordiales de 
la sociedad ecuatoriana, lo que incrementa la complejidad de los conceptos jurídico-




• Ha resultado harto compleja la tarea legislativa establecer un sistema legal para la 
interpretación intercultural en el juzgamiento, que determine el error substantivo del 
tipo penal en el infractor, conforme correspondería a los mandatos constitucionales, 
pues primera vez en la historia del país se reconocen los derechos de los grupos 
humanos que conforman las diversas nacionalidades antropológico-sociales que 
fueron colonizadas desde la conquista española y que permanecieron en tal situación 
jurídica, incluso con la institucionalización de la República del Ecuador. 
• Bajo los nuevos lineamientos jurídico-doctrinarios y legales positivos expresos que 
hoy constan en el propio COIP, se debió haber comprendido la doctrina penal sobre 
el error de tipo y el error de prohibición que, en términos genéricos y muy amplios, 
ya fue planteado en 1903 por el creador de la Teoría del Tipo Penal: Ernst Von 
Beling; desarrollada luego en la década de 1930, por uno de sus más connotados 
seguidores como fue Hans Welzel, cuya posición fue determinante para que se 
introdujera como norma objetiva en el “Modelo de Código Penal Latinoamericano”. 
• Han sido las herencias culturales de dominación colonizadora, que subsisten como 
real osamenta de los pensamientos, conceptualidades, juicios (o más bien pre-
juicios), razonamientos y todo el andamiaje de la llamada “opinión pública”, las que 
no han permitido una real apertura jurídico-cognoscitiva y jurídico normativa en el 
nuevo Código Orgánico Integral Penal, para instituir los Principios de Justicia 
Intercultural en el COIP. 
• El hecho de haber generado, en medio de la discusión y debates sobre el COIP en la 
Asamblea Nacional, un ambiente de pánico colectivo, de psicosis, de paranoia, de 
segregacionismo y de contenidos conceptuales equivocados sobre la realidad de la 
delincuencia, de la criminalidad y del robo sistemático, se logró impedir que se 
instituyera el error de tipo; pero esto tiende a una finalidad substancial: esconder el 
latrocinio de los grandes y gigantescos delincuentes, como aquellos banqueros que 
saquearon a todo el país, que generaron más de tres millones de migrantes y algunos 




• Son las fuerzas mediáticas y económico-políticas que estaban detrás de los procesos 
de discusión en la Asamblea nacional, las que impidieron la aprobación del Nuevo 
Código Orgánico Integral Penal, por ello, a pesar de que demoró tanto tiempo su 
discusión y su socialización, no se pudo incorporar todo lo que hubiere sido 
deseable, en función de las nuevas disposiciones constitucionales, propias del neo 
constitucionalismo y del garantismo para los sectores plurinacionales, inter-
culturales y multiétnicos del país. 
• La situación jurídica-constitucional del país, no deja de ser compleja porque el 
neoconstitucionalismo del Estado de Derechos y de Justicia, y, luego, el todo el 
marco conceptual, y De Principios, del Régimen de Derechos, rompe los sistemas de 
dominación a que estuvieron acostumbradas las clases dominantes: los banqueros, 
las multinacionales y sus vasallos en calidad de gobernantes, de aquellos que se 
declaraban “los mejores amigos de los empresarios y de los gobiernos de Estados 
Unidos”. 
• Es muy claro y notorio que cuando aquellas clases dominantes gobernaban el país, 
hasta a lo oprobioso del sistema penal le daban visos de legalidad o de racionalidad e 
incluso de supuesta “justicia”, como aquellos ajusticiamientos in situ por multitudes 
enardecidas, los linchamientos cotidianos espoliados por todo el sistema mediático 
con el fin de esconder los grandes atracos de los grandes banqueros. 
• Pero, hoy, que se han eliminado, constitucionalmente, múltiples mecanismos 
jurídicos de saqueo del país, como las privatizaciones de bienes y recursos públicos, 
de los servicios públicos, como el agua y hasta la recolección de basura, con los que 
hacían su gran negocio, aquellas clases sociales, se hallan resentidas en grado sumo, 
y mueven todos sus resortes ideológico-religiosos y psicológicos-perceptivos, para 
enervar a la ente, para envenenarla en sus mentes, para emponzoñar sus 
sentimientos, para dañar su comprensión de la realidad en todos los aspectos de la 





• Quedan establecidos los ámbitos jurídico-doctrinarios de los elementos estructurales 
del delito y los fundamentos substanciales para la existencia objetiva del error de 
tipo que, desgraciadamente, fueron descartados en el nuevo Código Orgánico 
Integral Penal, desconociendo, en el fondo, los lineamientos constitucionales de la 
plurinacionalidad, multi-etnicidad e interculturalidad, con lo que se ha cumplido el 
objetivo central de esta investigación. 
• Finalmente se ha demostrado la hipótesis planteada para la elaboración de este 
trabajo investigativo: que el error de tipo penal debe ser aplicable dentro del nuevo 
ordenamiento jurídico-constitucional del Estado ecuatoriano, en base a los 
fundamentos constitucionales del Estado de Derechos y de Justicia, plurinacional, 
intercultural y multiétnico, el cual determina que en el análisis de los elementos 
estructurales del delito se tomen en cuenta los Principios de Interpretación 
Intercultural de los tipos penales y del error de comprensión culturalmente 
condicionado; y el no haberlo establecido en el Código Orgánico Integral Penal, 










  Recomendaciones 4.3.2.
• Es indispensable impulsar el estudio de los nuevos contenidos jurídico-doctrinarios 
del Código Orgánico Integral Penal, toda vez que implica un cambio profundo y 
radical en las viejas concepciones fascistas y positivistas del Código Penal de 1938, 
y que estará vigente hasta el 10 de agosto de 1938. 
• La recomendación de estudio sistemático, profundo, académico, con sólidas bases 
jurídico-doctrinarias, del Nuevo Código Orgánico de Garantías Penales es de gran 
trascendencia, porque los conceptos y valores culturales que estuvieron inmersos en 
el antiguo Código Penal, ya de manera explícita (como en el artículo 13 que imponía 
los supuestos del “delito por el resultado”) pero más de forma implícita, será muy 
difícil de superarlos. 
• Es recomendable, junto a dicho estudio profundo y sistemático9 del nuevo 
ordenamiento jurídico penal del país, abrir las mentes, con verdadero espíritu 
académico de conocimiento, y no como simples tramitadores de litigios a quienes los 
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5.3. Antecedentes de la propuesta 
La presente propuesta tiene como antecedentes el Plan de Investigación que fue formulado 
ante el Instituto Superior de Investigaciones Jurídicas –ISIJS–  de la Facultad de Jurisprudencia, 
de la Universidad Central del Ecuador, bajo el apercibimiento jurídico-cognoscitivo de que 
existían reales violaciones constitucionales, en las que se había incurrido al elaborar el nuevo 
Código Orgánico Integral Penal –COIP– `puesto que se eliminó el error de tipo en su contenido 
normativo, conforme constaba en el anteproyecto inicial.  
Es más, en el anteproyecto que propuso la comisión integrada por distinguidos juristas 
nacionales e internacionales, entre los que se destacan los doctores Ernesto Albán Gómez y 
Eugenio Raúl Zaffaroni, se establecía el “error de tipo culturalmente condicionado” dentro de 
un concepto jurídico de Principios de la Justicia Intercultural, y se disponía, en términos 
específicos, que 
“Se excluye la responsabilidad penal cuando la persona no pudo comprender el carácter 
ilícito de su acción por estar condicionada a tradiciones ancestrales, indígenas o culturales. 
La pena será atenuada si la posibilidad de comprensión se halla disminuida”. 
Es incuestionable que una disposición legal semejante guardaba plena correspondencia y 
estaba acorde con el nuevo Régimen de Derechos que se había instaurado en el país, 
constitucionalmente. 
Y es que dentro del sistema penal del Ecuador se ha impuesto todo un régimen 
incriminatorio, positivista penal que, en la práctica, ha dejado al arbitrio de los juzgadores la 
determinación misma de lo que constituye delito; y, se ameritaba una norma penal expresa que 
ponga término a estas concepciones jurídico-penales, abigarradas y convertidas en real 
osamenta cultural represora, vindicativa y antijurídica. 
Es de advertir que cuando se propuso incursionar en la investigación todavía no se había 
promulgado el Código Orgánico Integral Penal, pero ya se había aprobado por la legislatura 
ecuatoriana, esto es: por la Asamblea Nacional; y, en dicho texto constaba la disposición 
inherente al “error de tipo”. Pero es este artículo el que, en el decurso de trámite del Plan de 
107 
 
Tesis, fue objetado por el Presidente de la República, objeción a la que se allanó la Asamblea 
Nacional. 
Es este hecho substantivo: de la eliminación del error de tipo como norma jurídico-positiva 
del COIP, el que, según el punto de vista de la presente investigación y propuesta objetiva, que 
constituye una franca violación a los principios constitucionales y a su Régimen de Derechos. 
5.4. Justificación 
La propuesta se justifica porque trata de solucionar un problema jurídico acuciante, toda vez 
que al eliminarse el concepto legal del Error de Tipo, en los contenidos normativos expresos, 
vale decir en el articulado del nuevo Código orgánico Integral Penal, se está afectando a un gran 
sector de la población ecuatoriana: plurinacional, intercultural y multiétnica. 
Por consiguiente, la propuesta tiene como finalidad entregar su aporte teórico-jurídico a las 
ciencias penales, y al régimen penal jurídico-positivo del país, pues, implica la sustentación de 
una nueva institucionalidad penal dentro de los marcos contextuales de la plurinacionalidad, 
interculturalidad y multietnicidad 
De otra parte, la presente propuesta tiene un contenido práctico-objetivo, o concreto-
operativo, no solamente por su fundamentación que servirá para la nueva comprensión jurídica 
de los elementos estructurales del tipo penal en la nueva realidad del Derecho Penal 
ecuatoriano, dentro del foro ecuatoriano, sino por su contenido expreso, como nuevo 
anteproyecto legal. 
En consecuencia, la propuesta tiene su originalidad e innovación en cuanto al planteamiento 
jurídico y al anteproyecto concreto, acorde con los lineamientos del Régimen de Derechos, en el 
Nuevo contexto del Estado de Justicia, establecido por la Constitución vigente. 
A partir de la presente propuesta se evidencian beneficiarios por sus aportes, esto es: todas 
las nacionalidades, pueblos, etnias y culturas que hasta hoy han sido ignoradas, discriminadas y 
hasta estigmatizadas dentro de los ámbitos del Derecho en términos generales y del derecho 
penal en forma particularizada, cuando se ha impuesto en toda la historia del país,  una visión 
108 
 
monocultural, a través de las sanciones penales; y estas formas, concepciones y procedimientos 
se hallan todavía osamentados en el sistema judicial 
5.5. Fundamentación teórico-científica 
El hecho de que no se haya producido una adscripción sistemática-normativa en el Código 
Penal de 1938, hacia alguna de las corrientes jurídicas o escuelas penales de entonces, dejó a 
dicho cuerpo legal en el limbo, pues un cuerpo legal-positivo que no tiene un horizonte, una 
substancia, una visión orgánica de aquello que está legislando, producirá un complejo anárquico 
y desordenado de normas, amontonadas unas con otras, sin uniformidad alguna. 
Es precisamente aquello, lo que sucedió con la legislación penal que todavía se halla vigente 
y que lo estará hasta el 10 de agosto del presente año 2014: una dispersión  inorgánica de 
normas que van desde la institucionalización del “delito por el resultado”, como se lo hace en el 
artículo 13, hasta sanciones por supuestas infracciones penales “contra las buenas costumbres”. 
Estos daños a la institucionalidad jurídica del país, que rayan en el agravio a la sociedad y en 
especial a los sectores más pobres, que han sido estigmatizados a lo largo de la historia, había 
que corregirlos, y, en buena parte, lo ha hecho el Código Orgánico Integral Penal. 
Pero el COIP no realizó la tarea completa, puesto que no instituyó a través de su normativa 
la juridicidad del error de tipo, como concierne a la moderna teoría del derecho, al modelo de 
Código Penal Latinoamericano, y al propio garantismo establecido por la Constitución, de allí 
que esta omisión devenga en inconstitucional. 
Claro que existen situaciones coyunturales de la política estatal, dentro de este nuevo 
proceso de institucionalización que vive la república del Ecuador,  y el más grave problema 
estructural con respecto al tema tratado y a la propuesta que se articula como efecto de él, es la 
corruptela del sistema judicial; y el manejo político que se ha hecho a través de sus funciones y 
del ejercicio de juzgar. 
NO es desconocido el hecho de cómo han procedido los jueces con respecto a procesos de 
todo orden; y más aún en materia penal. Por ejemplo, dieron libertad a más de la mitad de la 
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población carcelaria, a título de que la Constitución debe ser aplicada en forma directa. Así se 
liberó en forma indiscriminada, no precisamente a los procesados de raterías menores, sino a los 
grandes narcotraficantes y a poderosos enjuiciados por podía pagar, subterráneamente. 
Este manejo político abierto, a través del sistema judicial, y más aún de la justicia penal que 
se ha confirmado y demostrado al tiempo que se realiza esta propuesta, ha sido determinante 
para que se vetara el contenido del error de tipo  en la normativa del COIP; pues, según el 
argumento básico: “eso daría pie para que jueces corruptos se fundamente en una disposición 
legal semejante, y pongan en libertad a infractores de fuste, como ya lo hicieron a fines del 2008 
y durante el 2009. 
Este es un razonamiento justo, lógico, real y, por tanto valedero; pero no deja de ser un 
fundamento coyuntural; y, tampoco, deja de ser inconstitucional porque se ha dejado en 
indefensión a sectores plurinacionales, interculturales y multi étnicos que requerían una norma 
expresa sobre el error de tipo en el Código Penal. 
Tal norma era urgente y necesaria, porque lo exige el ordenamiento normativo Supremo que 
es la Constitución de la República; y porque la doctrina científica del nuevo derecho penal 
instituido desde 1903 con la Teoría del Tipo Penal, determina que los cuerpos legales se ajusten 
a esta cientificidad jurídica. 
Como se ha indicado, es por medio de dichos postulados de la ciencia penal, es decir por 
medio de La Teoría del Tipo, es que se sancionan  conductas, de modo que cuando éstas 
adolecen de comprensiones ontológicas distintas, o sea: por motivos de etnia, de cultura o de 
nacionalidad, deben ser consideradas trascendentes al momento de determinar la conducta típica 
sancionada.  
Desgraciadamente, no ocurría así con la anterior normativa constitucional y legal positiva del 
Código Penal de 1938 n i ocurre, tampoco, con el nuevo Código Orgánico Integral Penal 
(COIP). 
Es esta comprensión teórico-científica del Derecho Penal, la que debiera aplicarse de 
conformidad con la nueva institucionalidad del Estado ecuatoriano, puesto que hoy es un Estado 
de Derechos y de Justicia: plurinacional, intercultural y multiétnico. 
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5.6. Plan operativo de la propuesta 
La propuesta no puede tener otra finalidad que revivir o reformular los contenidos del ante 
proyecto de lo que inicialmente se denominó “Código Orgánico Integral de Garantías Penales”, 
es decir: que se instituya el error de tipo no en términos generales como fue impuesto por medio 
del artículo 30 del Proyecto, sino en atención a las condiciones específicas de plurinacionalidad, 
de inter culturalidad y de multi etnicidad. 
Ahora bien, el mencionado artículo 30 del Proyecto, como fue aprobado por la legislatura 
decía: 
“No existe infracción penal cuando, por error o ignorancia invencible debidamente 
comprobada, se desconozcan uno o varios de los elementos objetivos del tipo penal. 
“Si el error fuere vencible, la infracción persistirá y responderá por la modalidad culposa 
del tipo penal si aquella existiera.  
“El error invencible que recaiga sobre una circunstancia agravante o sobre un hecho que 
cualifique la infracción, impedirá la apreciación de ésta por parte de las juezas y jueces.” 
Esta es la norma que fue impugnada y que finalmente se eliminó de las disposiciones 
positivas del Código Penal. Pero, como se puede apreciar, es demasiado genérica, aunque es 
correspondiente a las corrientes actuales de la doctrina y de la legislación penal. Por ejemplo, en 
la vecina República de Perú, existe una norma equivalente dentro de su nueva legislación penal. 
Las causas, motivos y razones objetivas de la realidad nacional que impelieron a eliminar esa 
norma últimamente transcrita ya han sido expuestas y dilucidadas; son aceptables, y se espera 
que pronto cambio en dichas condiciones para poder avanzar. 
Pero, se insiste: el hecho de que no existan determinadas condiciones materiales objetivas, 
no quita la transgresión o el desacato al garantismo jurídico expreso de la normativa 
constitucional; y al régimen e derechos yd e justicia que les corresponde a los distintos sectores 
plurinacionales inter culturales y multi étnicos del país. 
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De allí que, para cuando existan las condiciones y circunstancias políticas adecuadas, la 
propuesta jurídica deberá estar sustentada en el siguiente anteproyecto de Ley reformatoria al 
Código Orgánico Integral Penal: 
ANTEROYECTO DE REFORMA AL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
La Asamblea Nacional: 
CONSIDERANDO: 
Que la constitución de la República establece un Régimen de Derechos como sistema 
prioritario y garantista de la integridad de los seres humanos; 
Que el Estado ecuatoriano, por definición constitucional suprema, es un Estado de Derechos 
y de Justicia: plurinacional, intercultural y multi étnico; 
Que las leyes penales vigentes han instituido un sistema filosófico-conceptual de mono 
culturalidad, de exclusión frente a otras cosmovisiones, de imposiciones conductuales únicas, 
sin respetar las diferencias de cultura, etnia ni nacionalidad antropológico-social; 
Que es indispensable sistematizar los contenidos de la legislación positiva penal con  los 
lineamientos de Principios del Estado Constitucional de Derechos y de Justicia; 
Que se deben eliminar las cargas ideológicas discriminatorias en la aplicación de la 
normativa penal y precisar los alcances de los tipos penales ante las diversidades 
multinacionales, interculturales y multiétnicas; 
Y en uso de las atribuciones que le confiere el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución 




REFORMA AL CÓDIGO ORGÁNICO INTEGRAL PENAL 
Artículo único:  
Después del artículo 24 del Código Orgánico Integral Penal, agréguese el siguiente artículo, 
con el número 24-A: 
“Tampoco son penalmente relevantes los resultados dañosos o peligrosos resultantes de la 
persona no pudo comprender el carácter ilícito de su acción por estar condicionada a 
tradiciones ancestrales, indígenas o culturales.” 
5.7. ADMINISTRACIÓN 
La presente propuestas debiera ser administrada por la Facultad de Jurisprudencia, y 
particularmente la carrera de Derecho, de la Universidad Central del Ecuador por medio de la 
canalización y difusión de los contenidos teórico-jurídicos expuestos en la presente Tesis toda 
vez que, en su calidad de autor, el proponente de los derechos de uso de las ideas y conceptos 
vertidos en su Tesis, tanto con fines académicos como de divulgación 
5.8. PREVISIÓN DE LA EVALUACIÓN  
Se prevé que la evaluación de la propuesta ha de estar determinada por la fundamentación 
jurídico-doctrinaria que sustenta esta investigación, la misma que en su bibliográfica con la cita 
precisa y pertinente de reconocidos autores del Derechos, citas que han sido obtenidas en 
número de 26 por consultas de libros y 5 de los portales de internet. Estas referencias 
bibliográficas dan fe de la profundidad y transparencia con la que se ha procedido en el decurso 
investigativo 
Adicionalmente, en la evaluación de la propuesta, debe tomarse en cuenta que se han 
realizado ciento cincuenta encuestas, luego de una rigurosa selección de las entidades y 
personas, las mismas que fueron debidamente planificadas, estructuradas y monitoreadas en su 





MESES    febrero marzo abril mayo 
SEMANAS 1   2   3   4 1   2    3     4 1   2   3   4 1  2   3   4 
Elaboración del protocolo del 
plan  
x                
Aprobación  del plan     X            
Recopilación bibliográfica      x X          
Encuestas, entrevistas, 
observación 
         X       
Levantamiento de la información           X      
Análisis de la información             X     
Propuesta              X   
Elaboración del primer borrador           x X X    
Revisión de borrador               x  
Elaboración final               X  
Empastado, anillado                x 
Revisión y defensa                 









5.10. Presupuesto de gastos para la elaboración de la tesis 
Cuadro 5 
.PRESUPUESTO 
CONCEPTO UNIDAD VALOR UNITARIO VALOR TOTAL 
MATERIAL 15 20 300 









IMPREVISTOS 10% 10% 286 
 
TOTAL 
   
$1646 
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